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El perdón auténtico es de quien sabe qué es lo que 
perdona; el arrepentimiento auténtico es el de quien 
adopta reglas que aseguren que no va a haber más 
víctimas; y uno y otro son los únicos actores de una 
auténtica reconciliación. 
 









Las Comisiones de la verdad, han sido los organismos predilectos para la construcción de 
verdad en procesos de justicia transicional, y presentan dos discusiones, por una parte, está 
la discusión en torno a la verdad y el tipo de verdad que éstas emanan, pero por otra parte es 
la legitimidad de la verdad emanada y de la institución en sí misma.  
 
En este sentido, la variable de legitimidad se analiza desde una perspectiva nacional en tanto 
que permite evaluar la confianza generada por las Comisiones en relación con la sociedad y 
el dialogo personal que esto permite; desde una perspectiva internacional la legitimidad 
permite al Estado configurarse como garante de derechos humanos.  
 
Se analizan la Comisión de Esclarecimiento Histórico (CEH) de Guatemala, a razón de que 
tuvo un conflicto armado violento semejante al Colombiano y la Comisión de la verdad de 
los hechos del Palacio de Justicia de Colombia (CVPJC) puesto que es la única experiencia 
de comisión de la Verdad que tuvo éste país, si bien son comisiones muy distintas permiten 
un análisis sociológico e histórico de la constitución, funcionamiento y alcances de la 
comisión, en donde se evidencia que la legitimidad es un ejercicio constante que debe 
enriquecerse y trabajarse continuamente para permitir una construcción de verdad.  
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The truth commissions, has been the predilected organism in order to build the truth in the 
transitional justice, they present two discussions, on the one hand, there is the discussion 
about the truth and the type of truth that these emanate, in the other hand, it is about the truth 
and commission's legitimacy. 
 
In this way, the legitimacy variable is analyzed from a national perspective because allows 
to assess the confidence generated by the Truth Commissions in relation with the society and 
his personal dialogue; in an international perspective the legitimacy allows the State to 
configure itself as a guarantor of human rights.  
 
The Historical Clarification Commission (CEH)  of Guatemala and commission of the truth 
of the facts of the Palace of Justice of Colombia (CVPJC) are analyzed because, Guatemala 
had a similar violent armed conflict as Colombia and CVPJC is the only experience that 
Colombia have about a Truth Commission,  although they are a different commissions they 
permit a sociological and history analysis in them constitution, functioning and scope of the 
commission. This turned evident that legitimacy is a continuous exercise who needs steadily 
work to permit a truth construction. 
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En la actualidad, Colombia se encuentra en un proceso de Justicia Transicional con las 
FARC-EP, y en diálogos con el ELN para la terminación del conflicto armado de muchas 
décadas. Sin embargo, estos procesos han enfrentado fuertes críticas por parte de algunos 
sectores sociales y políticos que consideran que la sociedad colombiana está cediendo más 
que los beneficios que está adquiriendo en temas como reparación y reconciliación.  
Es, por tanto, que se hace necesario una evaluación del contenido de los derechos de las 
víctimas en los procesos de Justicia Transicional y es en ese sentido, que el tema de justicia 
transicional, que hasta hace unos pocos años era únicamente una expresión lingüística, 
novedosa (Orozco, 2012) se ha entendido de la siguiente manera: “procesos políticos por 
medio de los cuales las sociedades tratan de ajustar cuentas con un pasado de atrocidad e 
impunidad, y hacen justicia a las víctimas de dictaduras, guerras civiles y otras crisis de 
amplio espectro o larga duración con el propósito de avanzar o retornar hacia la normalidad 
democrática” (Valencia, 2008);  
En este entendido, la justicia transicional fomenta la rendición de cuentas, refuerza el respeto 
por los derechos humanos y es crucial para generar niveles de confianza cívica que son 
necesarios para impulsar la reforma del Estado de derecho, el desarrollo económico y la 
gobernanza democrática, después de un estado de transición precedido por un contexto de 
conflicto, dictadura, etc. Tales iniciativas pueden comprender mecanismos tanto judiciales 





de la verdad, la reforma institucional, la investigación de antecedentes y las destituciones de 
cargos o penas respectivas (ONU, 2011)  
De las definiciones que han trabajado diversos autores se desprende la relación existente 
entre la justicia, la verdad, la reparación y el deseo de conseguir la paz; es por esto que el 
presente trabajo se origina al evidenciar que entre estos elementos existe una tensión 
permanente y lógica al momento de iniciar un proceso de transición, toda vez que las victimas 
desean justicia, verdad y reparación, elementos que muchas veces tanto el Gobierno como 
los actores en conflicto no están dispuestos a otorgar completamente, ya sea por intereses 
particulares o por las implicaciones (políticas y judiciales) que tendría para el proceso de paz 
exigirle a los beligerantes una rendición completa de cuentas, u otorgarle a los mismos una 
serie de beneficios y facilidades en busca de la verdad y la reparación de las víctimas.  
En este sentido, si bien la paz es un deseo constante en las sociedades, no son claros los 
límites que se tienen para la consecución de la misma, y más aún no son claras las garantías 
reales y materiales que tienen las víctimas en un proceso de paz.  
Posteriormente se evidenció que, en épocas de transición, uno de los mecanismos para 
abordar la tensión entre la justicia y la paz fueron las Comisiones de la Verdad, las cuales si 
bien aportaban a la construcción de un relato común, muchas veces tenían críticas y 
problemas ya sea en su implementación o incluso en su constitución, lo cual les restaba 
legitimidad y por tanto eficacia respecto a los fines propios de las Comisiones, en cuanto a 
la construcción de verdad.   
Ahora bien, es menester precisar que pese a que el derecho de las víctimas a la verdad ha 
sido debidamente reglamentado por la normativa internacional, no siempre da cuenta de una 
garantía real de las víctimas a conocer la verdad  en un sentido amplio y completo, esto se 
puede evidenciar en que pese a que las Comisiones de la Verdad son un órgano mediador 
entre la verdad ofrecida por el Estado y los actores en conflicto para otorgar verdad a la 
sociedad,  muchas veces se hayan visto permeadas por el contexto político que las puede 




limitar en los mandatos que las conforman, en la obtención de información  e incluso en su 
eficacia.  
En este sentido, en el contexto de la Maestría en Sociología con enfoque en el Desarrollo y 
Paz, en el cual se realiza el presente trabajo, éste tiene como eje central el poder identificar 
la legitimidad que tuvieron los elementos conceptuales y doctrinales aplicados a la 
constitución, metodología, funcionamiento y alcance de la Comisión Histórica de Guatemala 
(CEH) y la Comisión de la Verdad sobre los hechos del Palacio de Justicia de Colombia 
(CVPJC). Debido a que permiten evidenciar los retos sociales que impone la búsqueda de la 
verdad como pilar de un desarrollo social a futuro que busca la paz, la reconciliación y la 


















1. Estado del Arte 
El presente estado del Arte tiene como finalidad, estudiar las investigaciones realizados en 
torno a la legitimidad de las Comisiones de la Verdad y la construcción de la verdad, para 
poder acercarnos a los diferentes conceptos de legitimidad y la implicación de éste en la 
construcción de la verdad. Por tal motivo, y en razón a que el presente trabajo tiene como eje 
central el estudio de la legitimidad de las Comisiones de la Verdad generadas en Guatemala 
y Palacio de Justicia de Colombia, es pertinente el estudio del concepto de verdad desde sus 
mecanismos. 
1.1 Construcción de la verdad y paso a Comisiones de la 
Verdad 
Es importante reconocer que en la actualidad, y desde las transiciones democráticas o el fin 
de los conflictos armados, sucesivas “capas” de memoria se han ido sucediendo y los relatos 
sobre la experiencia de violencia se han hecho más complejos, ampliando el espectro de 
voces y de modos con que se nombra el pasado (Schindel, 2009).  
Es decir que, la verdad como ejercicio de memoria tiene multiplicidad de receptores y 
emisores, así como tiene una amplitud de modos de nombrar el pasado, haciendo que los 
discursos sean más complejos, y es en este sentido que se encuentra la multiplicidad de 
“verdades” emanadas con posterioridad a un conflicto, o dicho de otra manera, a razón del 
derecho de las víctimas a conocer la verdad, que en un escenario de búsqueda de paz se 
pueden presentar muchas formas de verdad, que pueden ser emanadas por diferentes 
instituciones como las Comisiones de la Verdad, el Estado, las víctimas y la sociedad civil.  
Es teniendo en cuenta que existen diferentes fuentes de memoria que se puede comprender 
la función de la memoria histórica, entendiendo ésta, como la reconstrucción del pasado por 
parte de la sociedad que contempla un ámbito espacial y temporal amplio, que busca 




involucrar en su elaboración a todos los sujetos sociales, por lo cual tiene el potencial de 
contribuir a la solución del conflicto armado; a diferencia de la memoria social, entendida 
ésta como la construida por los actores sociales directos con limitaciones espaciales y/o 
temporales definidos (Barragan, 2015), aunque se debe aclarar que la memoria social sirve 
como elemento de construcción de una memoria colectiva1. 
Es por esto que, el presente trabajo se enfoca en los mecanismos de justicia transicional 
encaminados a esclarecer la verdad de los hechos acaecidos durante el conflicto, es decir, 
tiene como eje central el examen de las Comisiones de la Verdad de Guatemala y Palacio de 
Justicia de Colombia, y al respecto se debe decir que, si bien la mayoría de las veces las 
Comisiones de la Verdad se dan por decisiones y procesos internos de los países, existen en 
ellas similitudes relacionadas con principios y normas de derechos humanos que representan 
un camino común del cual se pueden marcar cánones que han estado presentes en las 
Comisiones de la Verdad (Yerovi Proaño, 2015) y en este sentido, tenemos que en las 
experiencias latinoamericanas se encuentra como origen de las Comisiones de Verdad la 
solicitud social de esclarecimiento de las graves violaciones a los derechos humanos 
cometidos durante un lapso, pero que el procedimiento judicial, mientras individualiza a los 
culpables y se aplican sanciones (lo cual es atribución exclusiva de los tribunales de justicia), 
es un proceso largo y no permite esperar que el  país logre una “apreciación global sobre lo 
ocurrido en el plazo más o menos breve” (Moreno, 2003). De esta clasificación se desprende 
que las Comisiones de la Verdad tienen tres funciones comunes: 
• Construcción de la verdad: Las Comisiones de la Verdad, como su nombre lo indica, 
tienen como fundamento principal buscar “la verdad” frente a la cual la sociedad, el 
Estado y la comunidad internacional enfrentan el pasado traumático de un Estado-
Nación. Al respecto es pertinente distinguir los dos niveles de la historia que cuentan 
las Comisiones de la Verdad: el primero, se dirige a realizar un relato pormenorizado 
                                               
 
1 Para profundizar el tema remitirse a Herranz, J., & Basabe, N. (1999). Identidad nacional, ideología 





de diversos casos de violaciones a los derechos humanos, señalando víctimas, 
victimarios (sin dar nombres concretos porque afectaría el derecho a un juicio justo 
e imparcial de éstas personas), y condiciones de tiempo, modo y lugar en que se 
cometieron las violaciones, creando una base fáctica innegable que debe generar el 
reconocimiento de los hechos (Mendez, 1999). El segundo hace referencia a buscar 
conocer las causas de la violencia, identificar los elementos en conflicto, investigar 
los hechos más graves de violaciones a los derechos humanos y establecer 
responsabilidades jurídicas correspondientes, es decir que permite identificar las 
estructuras de terror y sus ramificaciones en las diferentes instancias de la sociedad 
(Cuya, 2001) . 
• Poder reivindicatorio: Las Comisiones de la Verdad tienen la posibilidad de darle un 
rostro a las víctimas, identificarlos e individualizarlos y así superar la etapa de horror 
y evitar remembrarlos como datos estadísticos que demuestren la eficacia o no de los 
proyectos pues, muchas veces, previo a la constitución de las comisiones la 
información se ha visto sometida a la censura impulsada o impuesta por las 
autoridades gubernamentales (Cuya, 2001). 
• Transición y reconciliación: Esta función hace referencia esencialmente al fin último 
de las Comisiones de la Verdad, es decir que al estar la sociedad y las instituciones 
jurídico-políticas en un estado de anormalidad, la comisión debe fomentar la 
reconciliación, basados en la idea de que al conocer la mayor cantidad de verdad 
posible, se generaran procesos de reconciliación (Millán, 2015) que permitirá hacer 
más llevadera la transición a un nuevo estado de normalidad.   
Si bien el tema que se trabajará no es propiamente la memoria, sí es pertinente tener un 
pequeño acercamiento al concepto, pues cumple un papel significativo para fortalecer el 
sentido de pertenencia de un individuo a su comunidad. En este sentido, es menester precisar 
que el concepto de memoria se ha entendido como los relatos y los olvidos, puesto que el 
tener una “historia” conjunta permite una adhesión al grupo aun cuando el mismo grupo ha 
optado por el olvido o el silencio; al ser la memoria un entramado de recuerdos colectivos 




ésta se torna tan variable como su forma de expresión, lo cual deja de presente que para la 
construcción de memoria deben interactuar dos sujetos: por una parte está el testigo de los 
hechos (actor de la memoria) y por otra, el receptor de la memoria (agente de la memoria), 
quien debe estar en disposición real de escuchar y al estar en interacción más de un individuo 
se hace evidente que las verdades narradas van entretejiéndose y por tanto no se puede hablar 
de una verdad hegemónica. (Jelin, 1998).  
Estos actores y agentes participan en estos procesos como “motores o mantenedores” de la 
memoria, puesto que reconstruyen y tramitan los hechos y las narrativas de esos pasados 
violentos, así como permiten la consolidación de una serie de “memorias emblemáticas” que 
tienen como función garantizar intersubjetivamente, con algún grado de legitimidad social y 
política, un canal expedito para la lucha por la verdad, la justicia y la reparación de las 
víctimas, esto en razón de que los intentos de hacer frente al pasado están determinados por 
los contextos de lucha y la variedad de demandas y deberes de memoria que reclaman 
diversos actores sociales (Jaramillo, 2010).  
Ahora, la recuperación del pasado es un derecho legítimo en democracia, pero no podría ser 
un deber por cuanto que mal se haría en obligar a un individuo para que recuerde los hechos 
más dolorosos de su pasado, pues también existe el derecho al olvido. Por lo anterior, el 
trabajo de interpretación de la memoria requiere de gran sutileza, por cuanto se puede prestar 
para la sacralización, o el aislamiento radical del recuerdo, y la banalización, o la asimilación 
abusiva entre el pasado y el presente. En este sentido los actores de la memoria son, 
generalmente, en palabras de Todorov, el bienhechor y el malhechor, en una dicotomía de 
blanco y negro, el rol último menos deseado; pero el recuerdo público del pasado es funcional 
socialmente cuando nos incluye personalmente y cuando nos muestra que nosotros o aquellos 
con quienes nos identificamos, no siempre han actuado con corrección, sino que también 
puedo ser o identificarme con los agentes del mal o destinatarios pasivos del triunfo heroico 
de los otros  (Todorov, 2013). 
En trabajos como el de Alejandro Chávez-Segura, en 2015, se hace referencia a que las 





de influir en el comportamiento de otros, sino como la capacidad de proporcionar un marco 
moral para curar las heridas sociales y así, a través, de la verdad y el reconocimiento de los 
agravios pasados, fortalecer la confianza social y la cooperación del Estado como forma de 
legitimarlo, pues las Comisiones de la Verdad facilitan la sanación del pasado mediante el 
arrepentimiento de los perpetradores y, si así es el sentir de las víctimas, otorgar  el perdón.  
 En este punto, el autor también hace una precisión al establecer que: “It is important to be 
aware that these commissions are different from governmental and non-governmental efforts 
to report or condemn current abuses of human rights”2 (Chavez, 2015) por lo que las 
comisiones están en calidad de complemento a otras formas de legitimidad del Estado para 
el enjuiciamiento y satisfacción del derecho a la verdad, sin desconocer el contexto político 
en el que se enmarca su creación, pues encarnan un enfoque más holístico de la reconciliación 
que el ofrecido por la justicia retributiva y procesamientos ya que ofrecen más que promesas 
de persecución como es reparar la dignidad humana, sanar a las personas y reparar las 
sociedades del trauma de la atrocidad masiva. 
Para Chávez-Segura, las comisiones ofrecen algunas metas específicas como son: reconocer 
la verdad en lugar de encontrar la verdad, lo que implica una admisión de responsabilidad de 
que el Estado, según el autor, está cometiendo un delito y está abusando de los derechos 
humanos, lo que es moralmente inadecuado y por tanto el reconocerlo, aporta para el proceso 
de curación de las heridas de tales actos. Todo esto, enmarcado en la función de legitimidad 
del Estado mediante las Comisiones de la Verdad para, mediante la administración del nuevo 
poder otorgado, generar una confianza social y aceptación de los ciudadanos. El 
reconocimiento por parte de los perpetradores de los abusos cometidos ayuda a crear un 
sentido de reparación para las víctimas, lo cual implica un proceso doble, por un lado, la 
posibilidad de conceder el perdón y por otro la apertura de sensibilidades; este proceso 
                                               
 
2 Es importante tener en cuenta que estas comisiones (refiriéndose a la argentina y chilena) son 
diferentes de los esfuerzos gubernamentales y no gubernamentales para denunciar o condenar los 
abusos actuales de los derechos humanos. 




requiere de un esfuerzo coordinado entre el Gobierno, el Ejército y las instituciones sociales 
para que las Comisiones de la Verdad sean la frontera entre lo que eran sociedades 
conflictivas que se convertirán en sociedades pacíficas.  
En esta misma línea se encuentra el trabajo de Ethel Nataly Castellanos Morales (Castellanos, 
2005), quien establece que la verdad y la justicia son deseables en cuanto sustentan la 
democracia, como condición necesaria para la subsistencia de los gobiernos que asumen el 
poder en procesos de transición, para esto, la autora aborda el caso de Argentina, El Salvador 
y Sudáfrica como estudios comparativos en donde evalúa tres momentos: previo a la 
transición (durante el conflicto); en la transición, donde aborda las Comisiones de la Verdad 
creadas en estos tres espacios; y posterior a la transición. Para el presente trabajo nos 
centraremos específicamente en el acápite que Castellanos trabaja respecto a las Comisiones 
de la Verdad (en el momento de la transición), esto haciendo algunas salvedades previas en 
el trabajo de Castellanos, donde se establece que una mayor extensión del tiempo del 
conflicto permitió un mayor avance en el derecho a la justicia.  
Ahora bien, la autora analiza algunos aspectos de los procesos de transición de sus tres casos 
comparados y establece que es deseable que en los procesos de transición haya una mayor 
participación de la rama judicial en la implementación del derecho a la justicia. En este 
sentido, el ideal es que el poder judicial se articule desde el principio y sean tomadas medidas 
para garantizar la imparcialidad y la seguridad de sus funcionarios desde antes de que el 
conflicto termine, y así se podrían ir haciendo avances pedagógicos en la formación en 
derechos humanos y en compromiso de superación de la impunidad (Castellanos, 2005).  
Castellanos recalca la importancia de que las comisiones sean diseñadas de acuerdo a las 
necesidades de la población, esto mediante la movilización de la sociedad y su participación. 
Así mismo, establece la necesidad de un apoyo internacional para facilitar procesos donde se 
presenten resistencias, pero esta colaboración debe ser apegada a expectativas reales, 
incluyendo a la población, tanto en el diseño de las estrategias como en la implementación y 
evaluación de las mismas, caso contrario a lo ocurrido en El Salvador. Sin embargo, si bien 





participación se considera saldada con la participación de organizaciones de derechos 
humanos y organizaciones no gubernamentales.  
Es válido preguntarse ¿son estos organismos representativos de la sociedad? (Castellanos, 
2005) y esta pregunta se plantea en tanto que Castellanos considera, que la participación de 
la sociedad está también marcada por la posibilidad de ésta de acceder al proceso de 
transición, de conocer lo que ocurría para lograr una interiorización del proceso, por cuanto 
favorece la inclusión y el sentido de pertenencia que se requieren para la democracia, lo cual 
se evidencia, según la autora,  en que la comisión más ligada a la sociedad -la sudafricana- 
es la más elogiada por sus resultados (Castellanos, 2005).  
Ahora bien, Castellanos determina que la participación de la sociedad es muy relevante, pero 
que también lo es la participación de las fuerzas armadas y de la Policía, para así esclarecer 
la verdad, hacer justicia y lograr la reconciliación, esto es tomado como un requerimiento 
moral del cual puede depender el éxito de los procesos y su avance (Castellanos, 2005). Es 
decir, los procesos de verdad deben estar impregnados por la verdad de la sociedad y de las 
fuerzas armadas (regulares o irregulares), esto se debe en una mirada simplista a la dicotomía 
de la sociedad como víctima y las fuerzas armadas como victimarias pero también, responde 
a las zonas grises donde la sociedad puede tomar un rol de victimario y las fuerzas armadas 
un matiz de victima; todo este proceso debe estar bajo una exigencia social importante, la 
vigilancia de los ciudadanos que reconozcan los intereses recíprocos para generar un 
ambiente en el cual plantear soluciones concertadas, lo  cual contribuye a construir un 
imaginario social de una sociedad que trabaja por un objetivo común (Castellanos, 2005).  
Por otra parte, respecto a la construcción de la verdad, en trabajos realizados en relación con  
la verdad implícita en la Ley de justicia y Paz en Colombia (Boada, 2014), se logra hacer una 
diferenciación entre la verdad jurídico-procesal y la verdad de memoria histórica; pues en la 
ley de justicia y paz se consideró que el derecho a la verdad únicamente será satisfecho 
cuando exista una investigación judicial que permita conocer quiénes son los responsables, 
las causas, las circunstancias y los hechos posteriores a la comisión del delito –como lo es el 
paradero de las víctimas–. Así entonces, admiten que el derecho a la verdad implica un deber 




de memoria y expresamente reconocen que está radicado en cabeza del Estado, lo cual, al 
enlazarlo con los debates que existieron en torno a la aprobación de la ley, permiten 
evidenciar una relación entre el establecimiento de la verdad desde lo penal, omitiendo la 
verdad histórica como mecanismo para desmantelar las organizaciones criminales.  
En este mismo sentido, se entendió la verdad como un fenómeno individual que se consigue 
mediante un proceso judicial, donde los servidores públicos serán los encargados de asegurar 
el esclarecimiento de ésta. Es decir, la verdad sólo la pueden buscar los servidores públicos 
y se considerará revelada cuando los presuntos responsables sean condenados mediante 
sentencia judicial. Al respecto, en otros trabajos se ha establecido que la verdad procesal o 
judicial presenta algunas limitaciones (Ramírez, 2007):  
1. Es fragmentaria porque es el resultado de un proceso judicial en el que la 
responsabilidad se resuelve caso por caso.  
2. Es unilateral, debido a que se refiere principalmente a los elementos y efectos del 
proceso judicial, limita las perspectivas distintas a la jurídica.  
3. Es un limitante al derecho a la verdad de las víctimas ya que se centra en el 
conocimiento de las condiciones estructurales que lo ocasionaron.  
En este trabajo, Boada, hace un recuento de la normativa colombiana respecto al derecho a 
la verdad de la cual logra desprender dos dimensiones: la individual que está enmarcada en 
la verdad jurídica y la colectiva que se construye a partir de la suma de las diferentes verdades 
individuales. Sin embargo, la autora plantea que el deber de memoria y verdad no es 
atribuible exclusivamente al Estado, pues deben intervenir todos los sectores de la sociedad, 
dado que considera, citando a Gonzalo Sánchez que “Los diferentes grupos (sociales, étnicos, 
nacionales, de género, etc) construyen de manera diferente memorias, sus temporalidades, 
sus legitimaciones, y a partir de éstas le dan también sentido al pasado en función del presente 
y definen sus aspiraciones identificatorias futuras. Por ello también, más que generadora de 
consensos narrativos, míticos o visuales, la memoria es un terreno de disputa, de 





En conclusión, de los trabajos analizados se desprende que la verdad como ejercicio de 
memoria no se puede reducir a la construcción de un único relato, pues está supeditada a 
quién hace la construcción de verdad, cuál es el objeto de esta construcción, quién es el 
receptor y en qué momento se aprehende el entretejido de memorias. Igualmente, las CV 
retoman las diferentes construcciones de verdad, para propiciar un contexto de 
reconciliación, mediante el ejercicio de su poder reivindicatorio, siempre, respetando el 
derecho al olvido de los mantenedores de memoria y distanciándose de la construcción de 
verdad jurídico-procesal. 
1.2 Legitimidad en las Comisiones de la Verdad  
El tema de la memoria en las Comisiones de Verdad, como su nombre lo indica, busca el 
conocimiento, la reconstrucción y re-evaluación de la verdad, concepto que ha sido 
ampliamente debatido y ha presentado bastantes consensos. Se entiende que, la concepción 
del termino hace referencia a una narración construida por una comunidad y, como lo plantea 
Jelin, en su texto “Los trabajos de la Memoria”, esta verdad no es una única verdad, sino que 
es la verdad hegemónica, lo cual presenta algunas dificultades por cuanto permite preguntarse 
¿por qué es hegemónica? acaso ¿una verdad se torna hegemónica por cuanto la comunidad 
intelectual que la produjo recolectó 17.000 relatos y en ese sentido es legítima? Las 
Comisiones de la Verdad (CV) se han convertido, desde mediados de la década de 1980, en 
“estructuras estandarizadas” para dar cuenta desde el Estado de la violación sistemática de 
DDHH.  
Por lo anterior Silvia Rodríguez Maeso, en trabajo del 2011, analiza las posibilidades de 
intervención del conocimiento científico en la interpretación de los “hechos de violencia”, 
que pasa por mostrar cómo la problematización de la agencia política de determinadas 
poblaciones, en este caso de las comunidades campesinas andinas, continúa siendo un 
aspecto esencial para comprender las relaciones de poder que atraviesan procesos como las 
Comisiones de la Verdad, utilizando como unidad de observación a la Comisión peruana 
(Rodriguez, 2011).  




En su trabajo, Rodríguez Maeso identifica las Comisiones de la Verdad como procesos que 
siguen una lógica representacional y establecen un régimen de justicia, donde las operaciones 
principales son la denuncia pública, que fija y legitima la condición de víctima y la acusación, 
en su relación con la revelación de las acciones e intenciones de los perpetradores. En este 
sentido las comisiones son procesos políticos que tratan de evitar una crisis en la 
representación de las violaciones a los derechos humanos, es decir, de evitar, no solo que las 
operaciones de acusación y de denuncia se estabilicen en una situación de precariedad en la 
que sea imposible diferenciar entre perpetradores y víctimas y sus respectivas 
responsabilidades en los hechos; sino también de evitar que estos roles se intercambien 
constantemente.  
Éste último objetivo de las Comisiones presenta una zona gris que hace referencia a personas 
que no son fácilmente identificables en el binomio de víctimas/verdugos, así como los 
círculos viciosos donde un perpetrador pasa a ser una víctima en otro contexto, lo cual refleja 
una lucha ideológica dentro del análisis e interpretación de los hechos, y sobre todo, de sus 
causas y principales consecuencias.  
Igualmente, en el mismo estudio, se hace referencia al caso sudafricano donde Mahmood 
Mamdani identificó dos tipos de verdad: 1. La que se enfrenta con el poder para mostrar 
públicamente tensiones irresueltas y 2. la verdad institucional que, en vez de oponerse al 
poder se vincula con él, ofreciendo una “versión parcial” (Mamdani, 2000). Al respecto, la 
autora logra identificar que la verdad producida por la Comisión peruana se confió, en gran 
medida, a la labor científica de profesionales del derecho y de las ciencias sociales, y en 
menor medida, a su capacidad de trabajar con las informaciones provenientes de los 
testimonios, de los estudios de caso, la utilización de expertos y métodos científicos y 
técnicos más actualizados a fin de garantizar mayor objetividad para establecer un registro 
detallado y preciso de los hechos de violencia, lo que otorgó un respaldo científico al relato 
éticamente articulado. 
 Pese a estos elementos utilizados para legitimar, Rodríguez considera que tanto la verdad 





poder en las que todos los actores están inmersos y que han condicionado el establecimiento 
de ciertas narrativas —y sus verdades— como marcos de interpretación dominantes, lo cual, 
contrario a lo que se podría pensar, tiene como función evitar una crisis de representación, 
puesto que las relaciones de poder que permean desde el momento de la denuncia, marcan 
los modos de entender los actores y el triunfo de un marco especifico de interpretación y es 
por esto que cuando la comisión entra en escena, ya se encuentra condicionada por estas 
narrativas instauradas y sus contornos políticos.  
Es importante resaltar que Silvia Rodríguez (2011)  considera que, las comisiones tienen una 
estrategia política de entrada puesto que los testimonios se ubican en ese espacio discursivo 
que enfatiza la labor de la comisión como una “oportunidad histórica”, para dar relevancia a 
un pasado marcado por la tremenda distancia entre los derechos legalmente reconocidos y 
una realidad de exclusión sufrida por la mayoría de la población y en ese sentido, las 
comisiones son un espacio de reconocimiento de ciudadanía, pues existe una relación entre 
voz y dignidad y; voz-ser escuchado, que genera desestabilización de las relaciones de poder, 
por lo cual, las comisiones se convierten en una suerte de espacio de mediación donde 
producir una relación de equilibrio, si bien precario, entre esa “matriz interpretativa 
preestablecida por el marco teórico-institucional que dirige la investigación” y las narrativas 
de las víctimas, los sobrevivientes y sus familiares.  
Es más, este equilibro depende, o al menos así se hizo explícito en la comisión peruana, según 
la autora, de la legitimidad científica de ese trabajo interpretativo que está, a su vez, 
íntimamente relacionada con la legitimidad política de las comisiones, como base de éstas y 
por tanto, se torna en el punto álgido de la discusión, puesto que todas las preguntas que 
surgen son políticas, y todas las respuestas van a generar alguna reacción contraria de 
insatisfacción, dado que la memoria ya ha tenido lugar en las victimas y la comisión llega a 
competir por ese espacio en disputa de la memoria. La autora plantea que la gente tiene su 
propia memoria y podrían preguntarse “¿por qué la Comisión va a venir a hablar de mis 
muertos?”. Es teniendo en cuenta eso que la autora considera, que la comisión legitima en 




determinado sentido a los actores según el informe final,  y por tanto, sería legítima respecto 
a ese actor.   
En la misma línea, el trabajo de Chávez-Segura hace referencia, someramente, a la necesidad 
de las Comisiones de la Verdad de crear un registro con autoridad, basándose en su 
composición y método de investigación, lo cual cumple una doble función, por un lado, es 
presentar el registro histórico de los abusos cometidos con un aura de confiabilidad y amplia 
investigación y análisis y por otro lado, desde la composición, establecer una postura 
independiente de todos los actores involucrados en el caso para evitar un análisis sesgado e 
interpretación de los registros (Chavez, 2015). 
En este estudio, Chávez-Segura, citando a Gutmann y Thompson, establece que las 
Comisiones de la Verdad pueden ser más eficaces si su existencia cumple tres desafíos 
morales: “Moral en principio, en perspectiva y en la práctica”, es decir, es moral en principio 
si se protege la voluntad detrás de las comisiones, cuyo objetivo es construir una sociedad 
más justa; es moral en perspectiva, si es presentado como facilitador para escuchar los 
testimonios de todos los lados del conflicto, para que las partes de la sociedad estén 
representadas; y sería moral en práctica si se hace viable el abrir el proceso a personas de 
todas las razas y filiaciones políticas y religiosas en orden de ayudar a la reconciliación.  
En otro trabajo, realizado por Sebastian Yerovi Proaño (2015), se estudia la legitimidad, 
reconocimiento y validez de las Comisiones de la Verdad de Perú y Ecuador a partir de tres 
sustentos: el conceptual, legal y técnico, pues considera que más allá de la formación de las 
comisiones, su implementación es un reto, pues tiene objetivos ambiciosos y genera 
expectativas en la sociedad. En este trabajo el autor entrevistó a personas involucradas en 
estas Comisiones de la Verdad, quienes plantean, según él, que el proceso de construcción 
de las Comisiones de la Verdad en sus países fue incompleto, pues carecían de lineamientos, 
conceptos y componentes definidos, ya que, si bien la creación sentó bases de trabajo de las 
comisiones, éstas necesitaron profundizar el sustento jurídico y metodológico en la fase de 





Para el autor, la legitimidad, validez y reconocimiento de las comisiones depende del sustento 
que se tenga en cada una de las etapas de la comisión, porque requiere definición conceptual 
de los hechos violatorios a investigar, una concreción legal de cómo tratar estos hechos 
victimizantes y una eficacia técnica para sancionar y reparar por estos hechos.  
Ahora bien, las comisiones del Perú y Ecuador, tomaron como marco jurídico los 
lineamientos internacionales existentes, ya fuese, tan solo, las declaraciones universales o las 
decisiones internacionales que se relacionaran con el objeto de investigación, por lo cual, en 
“ambos casos se realizaron marcos jurídicos basados en la normativa internacional de 
derechos humanos, que permitieron tener conceptos y categorías claras para las 
investigaciones” (Yerovi Proaño, 2015) y fue mediante estos lineamientos internacionales 
que se guio el camino y la forma que tomarían las sucesivas investigaciones de las 
comisiones; en este punto se hace necesario resaltar que, como ya se había dicho, la 
concepción de regímenes internacionales se hizo extensiva y se concibió desde normas de 
derechos humanos que no son parte del sistema universal o que eran declarativas, lo cual 
influyó en las acciones estatales en el marco de la formación e implementación de las 
Comisiones de la Verdad.  
En el trabajo de Yerovi, se establece que al igual que otros casos del continente, las 
Comisiones de la Verdad de Perú y Ecuador fueron fruto de procesos históricos, políticos, de 
demandas y de acuerdos, por lo cual, los derechos humanos que son concebidos en estas 
comisiones también deben entenderse como categorías políticas, donde se mantuvieron 
errores ya presuntamente “superados”, pues la población y sus expectativas fueron en parte 
decepcionadas por su alcance. En el caso de Perú, parte del apoyo que tuvo la comisión para 
consolidar su legitimidad fue el trabajo paralelo que desarrollo con el Tribunal 
Constitucional, quien dio parámetros para la interpretación de determinados derechos, esto 
además de reforzar la legitimidad de las normas de responsabilidad penal individual 
contribuyó a generar un marco normativo aceptado y favorable para el trabajo de la CVR. 
En el caso de Ecuador, la participación y aval internacional jugó un papel importante en su 
legitimidad, puesto que cuando la Corte Interamericana de Derechos Humanos manifestó su 




apoyo al trabajo de la Comisión de la verdad, dio relevancia al trabajo que se iba a realizar, 
permitiendo a su vez mayor colaboración con las instituciones del Estado, al tiempo que le 
dio prestigio y reconocimiento a nivel local y regional.  
En este sentido el autor considera que “las normas de derechos humanos aportan de varias 
maneras a la validez y legitimidad de las Comisiones de la Verdad, a pesar de las dificultades 
existentes sobre estos puntos. La base jurídica, la conceptualización, el apego a las normas 
y las lecciones aprendidas de otros procesos fortalecieron el trabajo, haciéndolo gozar de 
mayor acogimiento por parte de quienes demandaron la creación de las comisiones. Además, 
el trabajo articulado con otras instituciones nacionales e internacionales que compartían 
los mismos principios de derechos humanos, aumentaba la aceptación y veracidad del 
trabajo de las Comisiones de la Verdad; lo cual repercutía directamente en la legitimidad 














2. Enfoque Teórico 
Teniendo presente que las Comisiones de la Verdad, siguen siendo los mecanismos 
predilectos en los procesos de Justicia Transicional para la búsqueda de la verdad, pues se 
considera que permiten una mediación entre las partes en disputa y por tanto se llega a un 
acuerdo político donde ambas partes establecen que un tercero investigue los hechos 
acaecidos en determinado tiempo, surgen varios interrogantes: 
 ¿Por qué se establecen las Comisiones de la Verdad como mecanismos de búsqueda de 
verdad? ¿Por qué los comisionados elegidos en estos mecanismos cumplen determinados 
requerimientos? ¿Por qué se utiliza determinado mecanismo de procesamiento de datos por 
parte de las comisiones? ¿Cuál es el papel que cumplen las recomendaciones emanadas de 
las comisiones? y al ser un acuerdo político, puede considerarse que lo que determina el 
funcionamiento de las comisiones y sus demás elementos es la legitimidad que da respuesta 
a la necesidad que existe por parte de los implicados, en que el capítulo de enfrentamientos 
violentos sea clausurado de una manera que respete los derechos de las víctimas de conocer 
la verdad, pero también, que goce de un grado de aceptación tal que permita a la sociedad 
avanzar en su proceso de construcción de paz. 
 Por tal motivo, el enfoque teórico tiene como concepto principal, de unidad de análisis, la 
legitimidad, en tanto que es el concepto transversal en cada una de las etapas de constitución, 
funcionamiento y recomendaciones de las Comisiones de la Verdad, como mecanismos de 
construcción de verdad para la reconciliación.   
2.1 Legitimidad 
La legitimidad ha sido trabajada por diferentes autores; en su aspecto general se considera 
que hace referencia a que un orden político es legítimo cuando los que son gobernados 
consideran que éste es justo y válido y en este sentido, lo aceptan. Por tanto, el poder es 




distinto a la autoridad y no siempre existe una relación directamente proporcional (Giddens, 
2000).  
Este sentido político del concepto, también ha sido trabajado por varios autores que trabajan 
la política como forma de dominio del hombre sobre el hombre en interacciones sociales no 
reguladas por el Estado, en la que no se da un control y los conceptos de poder y coerción no 
son suficientes para caracterizar y circunscribir la esfera de la política y donde, 
adicionalmente, hay que registrar múltiples poderes y coerciones (económico, religioso, 
militar, etc.), en este sentido, es que se considera necesario no confundir los recursos del 
poder, o las influencias sobre el poder, con el tener poder, lo cual implica el dónde y cómo 
se genera el poder y cómo y dónde se ejerce el poder (Sartori, 2005).  
Ahora bien, Max Weber define el poder como la posibilidad de imponer al otro la voluntad 
individual, pero considera que éste concepto es muy amplio y por tanto difícil de definir, por 
lo cual, opta por el desarrollo del concepto de dominación, que se entiende, como la 
probabilidad de encontrar obediencia a un mandato determinado por parte de una autoridad 
constituida  que asigna el derecho de mando y el deber de obediencia, donde los dominados 
aceptan el mandato como máximas de su obrar, adoptado por sí mismos. Es decir, que el 
poder es una parte de la dominación, pero está última tiene como elementos adicionales: la 
consideración del dominado de que su actuar no responde exclusivamente al mandato, sino 
que es en relación con su voluntad personal, y que el mandato es dado por una autoridad 
constituida. Es menester precisar que una relación de dominación no excluye el que haya 
podido ser un contrato formalmente libre y que tampoco debe llamarse dominación a un 
poder económico determinado por una situación de monopolio (Weber, 2014).  
Por una parte, la dominación, entendiéndola como la capacidad de encontrar obediencia 
dentro de un grupo ya determinado, tiene varias explicaciones como lo son la costumbre, de 
un modo puramente afectivo, por intereses materiales o por motivos ideales (con arreglo a 
valores), así, por ejemplo, si existe una motivación puramente material y racional con arreglo 
a fines, el vínculo es más frágil. Sin embargo, como ya se mencionó, la dominación no sólo 





procura despertar y fomentar la creencia en su "legitimidad" de la cual depende el tipo de 
obediencia, y sus efectos, pues es la legitimidad la que permite que la dominación tenga la 
pretensión de ser respetada y controlada en su ejecución (Weber, 2014), este elemento es 
esencial en las llamadas Comisiones de la Verdad pues el respeto que pueda generar la 
comisión permite que sus conclusiones sean tomadas en cuenta para un auto-examen de la 
sociedad, así como permite que la comisión cumpla sus funciones de puente entre un pasado 
violento y una futura “paz”, concepto por demás ambiguo pero que no abordaremos en este 
análisis.  
“La adhesión puede fingirse por individuos y grupos enteros por razones de oportunidad, 
practicarse efectivamente por causa de intereses materiales propios, o aceptarse como algo 
irremediable en virtud de debilidades individuales y de desvalimiento. Lo cual no es decisivo 
para la clasificación de una dominación. Más bien, su propia pretensión de legitimidad, por 
su índole la hace "válida" en grado relevante, consolida su existencia y codetermina la 
naturaleza del medio de dominación” (Weber, 2014) En este sentido, es la legitimidad la que 
permite la dominación, aun cuando la razón de esta legitimidad esté supeditada al 
fundamento de la autoridad, es mediante las diferentes modalidades del sistema de creencias 
que se pueden establecer los tipos de dominación así: (Weber, 2014)  
 
1. De carácter tradicional: La legitimidad descansa en la santidad, como creencia 
cotidiana, de las tradiciones que rigieron desde lejanos tiempos y en la legitimidad de 
los señalados por esa tradición para ejercer la autoridad (autoridad tradicional).  Las 
formas de dominación tradicional tienen en común su construcción a partir del 
prototipo doméstico de la dominación patriarcal, en donde existe una presunción de 
que el dominador se preocupa por el bienestar de los subordinados a su señorío, así 
como el equilibrio entre la costumbre y el margen del libre arbitrio del dominador y, 
en caso de no poder mantener un control directo y centralizado aparecen cuadros 
administrativos y militares para mantener esta relación, es por tanto que ésta categoría 
tiene tres subtipos de legitimidad 




a. Patrimonialismo: una mayor inclinación a la tradición donde debe existir un 
control directo y centralizado sobre los recursos militares, administrativos y 
económicos 
b. Feudalismo: comparte una mayor inclinación a la tradición con un menos 
control directo y más descentralizado de los recursos militares, 
administrativos y económicos y por tanto la relación es mediante un pacto de 
fidelidad entre el señor y los vasallos.  
c. Sultanista: que se caracteriza por una mayor inclinación hacia la arbitrariedad, 
pero con un control directo y centralizado sobre los recursos militares, 
administrativos y económicos. 
2. De carácter legal racional: La legitimidad se basa, en la creencia de la validez de 
reglas y normas establecidas racionalmente, de acuerdo con criterios impersonales y 
formales. Es importante establecer que la legalidad hace referencia a un sistema de 
normas jurídicas; por esta razón se obedece a la norma, no a la persona, aun cuando 
se basa en funcionarios técnicamente calificados, estos no son dueños de los medios 
administrativos. El ejemplo más claro de este tipo de dominación es la burocracia, 
que igualmente evidencia los peligros de estancamiento y petrificación a los que 
conduce la racionalidad instrumental que deshumaniza por fuerza de la dialéctica de 
la racionalidad instrumental.  
Es admisible considerar que, esta tipología de dominación permite comprender la 
necesidad de una reglamentación de las Comisiones de la Verdad, pues, es mediante 
el respaldo normativo que la sociedad puede considerar que estas comisiones no son 
sólo acuerdos políticos, sino que también encuentran sustento en el ordenamiento 
jurídico y por tanto, tendrán determinados reglamentos que son exigibles.  
3. De carácter carismático: La legitimidad descansa en la creencia de los dominados 
en las facultares sobrenaturales, mágicas, de revelación, santidad, heroísmo o 
ejemplaridad de una persona, y a las ordenaciones por ella creadas o reveladas. Los 
dominados están sumisos a la autoridad carismática, que es esencialmente 





dominación ataca el orden establecido y exige una nueva manera de concebir las 
relaciones humanas, por lo cual, obtiene su legitimidad de su propia base social, lo 
que exige una necesidad de negar y suprimir a los que se rehúsen a seguir su camino 
incluso si hace referencia a un orden jurídico, pues no reconoce ni siquiera las 
costumbres por lo cual está propenso a la inestabilidad.  
En este punto hay muchos elementos de la constitución de una comisión puesto que, 
de la elección de los comisionados, así como del cuadro administrativo de 
investigadores, depende en gran medida la confianza que se pueda depositar por las 
victimas al momento de otorgar testimonios y por la población en general, cuando se 
remitan al informe final o los documentos de trabajo que emanen de las comisiones.  
Es pertinente no perder de consideración, que la legitimidad tiene como componente esencial 
la obediencia, lo que significa que la acción transcurre como si el contenido del mandato se 
hubiera convertido en una máxima de conducta, en donde no se tiene en cuenta la opinión 
propia. Por lo cual, una dominación a razón de una manifiesta comunidad de intereses, 
asegurada por la impotencia militar del dominado, desdeñe toda pretensión de legitimidad.  
Este punto es necesario tenerlo presente, puesto que es la razón fundamental de una Comisión 
de la Verdad y es la aceptación social de una determinada versión de verdad, que cuente con 
el respaldo de las partes afectadas, pero que no puede estar mediada por la violencia, dado 
que haría muy frágil la transición hacia, por una parte, la búsqueda de la verdad y por otra 
parte, la reconciliación.  
De igual manera se ha considerado que la legitimidad hace referencia a un reconocimiento 
por parte del orden político que se estima correcto y justo (ambos, conceptos muy ambiguos). 
Esto se desprende de la garantía que asume el Estado de impedir la desintegración social 
mediante decisiones vinculantes que pretenden ser duraderas. En este sentido es que 
recordamos lo planteado por Weber (2014) cuando establece que la dominación requiere 
sustento en la legitimidad, ya que un sistema político no está completamente seguro de 
garantizar la predisposición de las masas sin, previamente, recurrir a la legitimación, cuya 
función es mostrar que las instituciones existentes son adecuadas para emplear el poder 




político de tal forma que constituirá la identidad social, al considerar que las decisiones de 
un Estado son correctas, adecuadas, moralmente buenas y por tanto merecen un 
reconocimiento (Carrillo, 1985).  
Recordemos que un elemento importante para rescatar es la facultad de las instituciones para 
emplear el poder político como medio de  constituir identidad social, lo cual, si se relaciona 
con las Comisiones de la Verdad pone de presente que está institución busca la legitimidad 
para constituir identidad social a partir de los relatos y recomendaciones por ellas expuestos, 
pero, para que ésta identidad social sea realmente configurada se necesita una concepción de 
corrección y justicia, elemento que es difícilmente homogéneo.  
Es decir que la legitimidad, entendiéndola como el poder de dominación que tiene un 
gobernador respecto a sus gobernados, se basa en la capacidad del sistema para engendrar y 
mantener la creencia de que las instituciones políticas vigentes son las más apropiadas para 
la sociedad y por tanto, existe un carácter subjetivo de valoración de grupo (Pereira, 2000) 
en donde el dominante apuesta por el monopolio de la violencia simbólica legitima (imponer 
instrumentos de conocimiento y de expresión de la realidad social) (Bordieu, 2000).  
En este sentido, de configuración del Estado y la necesidad de legitimidad para ejercicio del 
poder, podemos establecer que la legitimidad cumple una doble función, por un lado, es el 
reconocimiento a nivel internacional del Estado como poder político independiente y 
supremo, y en esta línea se refleja el amplio desarrollo internacional que han tenido las 
Comisiones de la Verdad como forma transicional de obtención de memoria histórica, pero, 
por otro lado, es el reconocimiento por parte de la población de que los gobernantes son los 
verdaderos titulares del poder y que por tanto tienen derecho a usarlo, esto se explica por 
Guglielmo Ferrero, citado por Rúa Delgado, que establece: “entre todas las desigualdades 
humanas, ninguna es tan importante por sus consecuencias ni tiene tanta necesidad de 
justificarse ante la razón, como la establecida por el poder” (Rúa, 2013).  
Otros autores como Bobbio (Carrillo, 1985), han planteado que tanto la legitimidad como la 
legalidad se refieren al poder, pero desde diferentes perspectivas, pues la legitimidad es un 





la legalidad es requisito para el ejercicio del poder y por tanto sería interés del súbdito, este 
dueto permite una relación de funcionamiento ideal del sistema político por cuanto el poder 
debería ser legal y legítimo. Sin embargo, también se ha considerado que estos dos requisitos 
pueden ser suficientes más no necesarios y por tanto un poder puede ser legítimo, pero no 
legal o legal pero no legítimo, igualmente existen tesis reduccionistas que establecen que el 
poder por ser legal ya es legítimo o viceversa (Carrillo, 1985).  
Con relación a lo anterior, es difícil no preguntarse por la reglamentación que se da a las 
Comisiones de la Verdad, pues el derecho a la verdad se haya reglamentado en los convenios 
de Ginebra y en decisiones internacionales como el caso Velásquez Rodríguez, (Corte IDH, 
Sentencia de Fondo, 1988) para posteriormente decantarse en principios y normas de 
derechos humanos comunes a las Comisiones de la Verdad.  
Es menester precisar que el concepto de legitimidad, como ya se vio, tiene acepciones 
políticas, pero también es un concepto desarrollado desde una perspectiva legal, donde se 
establece que  “la legitimidad es el reconocimiento por parte de la población de que los 
gobernantes de su Estado son los verdaderos titulares del poder y los que tienen derecho a 
ejercerlo: a crear y aplicar normas jurídicas, disponiendo del monopolio de la fuerza, de 
acuerdo con esas normas, sobre la población” (López, 2009) esta acepción legal no se 
desvincula en ningún momento de su perspectiva política, puesto que se representa como 
justificación del ejercicio legal (Rúa, 2013)  y más aún, si se tiene en cuenta lo establecido 
por Habermas, citado por Mejia (2011), quien problematiza la relación entre el derecho y la 
moral como forma de superar la tensión interna y externa entre hechos y normas, entre la 
dimensión coercitiva y la dimensión legitimadora de la ley. Este sentido también fue 
abordado por Weber pues cualquier dominación que sea con arreglo a intereses subjetivos es 
la más inestable y por tanto la motivación más estable es la que se funda en motivos jurídicos. 
Este autor fue criticado por Habermas, quien considera que el derecho está constituido por 
principios y reglas, contrario a la concepción de legitimidad legal de Weber, quien se refiere 
a este tipo de legitimidad como la legitimidad legal-racional, explicada previamente; en este 
sentido para Habermas la legitimidad está atravesada más que por la legalidad, por el sentido 




de justicia de la norma que se concreta por consenso social a través de la acción comunicativa 
(Rúa, 2013).  
En conclusión, encontramos que la legitimidad está compuesta por varios elementos a saber: 
1. La que deriva de la legalidad: Un Estado, una vez constituido, establece las normas 
generales por las cuales ha de regirse, desde la creación de los órganos de gobierno, 
pasando por la creación de leyes hasta la aplicación y ejecución de las mismas 
(legitimidad jurídica o legal). 
2. La que deriva del reconocimiento y la aceptación social (eficacia): que se manifiesta 
en la habitual obediencia de la población al poder constituido (legitimidad 
sociológica).  
3. La que deriva de la justicia de las decisiones del poder político (legitimidad 
axiológica)  
De estos elementos,  ya se han explicado los dos primeros y por tanto para la comprensión 
de la legitimidad axiológica se hace necesario comprender que de un determinado tipo de 
dominación se desprende una correspondiente legalidad y así mismo el obrar social responde 
a las categorías de dominación, aun cuando no corresponde del todo a la validez que lo otorga 
cada sujeto, en el siguiente sentido (Castaño, 2012) 
1. Final-racional (con arreglo a fines): El comportamiento constituye medios o 
condiciones para la consecución de un determinado fin que se busca racionalmente.  
2. Axiológico-racional (con arreglo a valores): La creencia consciente en el valor 
intrínseco de la conducta a seguir, aún más allá de los resultados que esto puede 
generar.  
3. Afectiva: Se funda en los efectos actuales y estados emotivos de quién determina la 
conducta.  
4. Tradicional: al ser derivada de la dominación tradicional, el obrar social se funda en 





Es la sumatoria de estos obrares sociales lo que determina la legitimidad axiológica en tanto 
que determina el orden social. Si cada obrar se orienta por unas máximas promediadas que 
condicionan la validez en la representación de la legitimidad del orden (Castaño, 2012), se 
hace necesario precisar que la legitimidad axiológica, al estar fundamentada en la creencia 
de justicia del obrar social, enfrenta un contrariedad en tanto que tiene relación con los 
valores jurídicos, explicando a su vez sobre cuáles serán los valores que harán correcto un 
modelo, es decir, está supeditada a creencias particulares de justicia, concepto de por si 
ambiguo. Sin embargo, para el desarrollo del presente trabajo se entenderá que está 
legitimidad en las CV está mediada por la consecución de los fines internacionales de estas 
figuras.  
En este sentido, podemos encontrar que la relación entre el derecho y la política, está 
establecida por el hecho de que el derecho no recibe su legitimidad a través de la forma legal 
en sí misma, ni por un contenido moral previamente determinado, sino por el procedimiento 
legislativo que engendra legitimidad, en la medida en que garantiza discursivamente las 
perspectivas públicas de la sociedad en general (Mejia, 2011), es decir, los tres tipos de 
legitimidad, que impregnan tres aspectos de la norma, sólo vienen considerados como tal en 
cuanto haya un procedimiento legislativo que engendre legitimidad. 
Referente a las Comisiones de la Verdad, este tema es sustancialmente importante por cuanto 
hace referencia a la legitimidad de la comisión de la verdad como procedimiento especial 
para la búsqueda de la verdad, dicho de otra manera, es la legitimidad legal, mediante un 
procedimiento legislativo, la que permite una legitimidad, en un primer momento, respecto 
a la configuración de la comisión al ser blindada con una legalidad de organismo de búsqueda 
de verdad, y, en un segundo momento, frente a su mandato, pues es la legalidad la que lo 
otorga y es la eficacia la que permite que la sociedad acepte y obedezca el mismo para, 
posteriormente, mediante la legitimidad axiológica, dictaminar decisiones políticas que se 
reflejan en conclusiones y recomendaciones del informe final. 
Se hace necesario establecer que, la legitimidad legal-racional (Weber, 2014) hace que la 
legitimidad se reduzca y esté completamente dependiente de la legalidad, es decir, la 




legitimidad de una decisión, de un mandato o una autoridad depende de la creencia en el 
procedimiento legal con el que esa decisión se adoptó, esa autoridad se eligió o el mandato 
se cumplió en un ejercicio escrupuloso de la legalidad del poder (Del Águila, 2008). Por otra 
parte, autores como Habermas (1987), establecen que la legitimidad de las regulaciones 
legales encuentra sustento en el interés general, el cual es alcanzado mediante un proceso de 
consenso comunicativo en el seno de diferentes voces de la sociedad, en donde la acción 
regulada por normas, es aquella asociada a valores compartidos y legitimados por el sujeto 
en la vida social, es decir, la acción comunicativa, entendiéndola como la interacción entre 
dos sujetos capaces de comunicarse lingüísticamente y de efectuar acciones para establecer 
una relación interpersonal, permiten un consenso del interés general que desemboca en 
regulaciones legales para una acción regulada.  
 
2.2 Construcción de la verdad 
La complejidad en el concepto de verdad ha sido trabajada por autores como Adam Schaff 
(1974), quien que lo relaciona con el problema de la objetividad histórica. El autor inicia 
estableciendo que la verdad tiene diferentes vertientes como son la verdad absoluta y relativa; 
y la verdad total y parcial, estas cuatro categorizaciones no están relacionadas entre sí, sino 
son dos diadas que se hacen contraposición mutuamente. Para iniciar el debate, el autor 
plantea que “la verdad” ha sido socialmente aceptada y es un concepto que se trabaja con 
frecuencia por los actores sociales, sin embargo, este término presenta varios problemas 
epistemológicos. 
Para Schaff, entender verdad como un “juicio verdadero” o “proposición verdadera”, hace 
referencia a una definición clásica de la verdad, donde se entiende que un juicio es verdadero 
cuando de él se puede decir que lo que enuncia existe en la realidad tal como lo enuncia, lo 
cual, al criterio del autor, hace juego con la teoría del reflejo. Sin embargo, esta definición 
clásica es sólo una de las numerosas definiciones de verdad y empieza a deslumbrar la 





relación entre el juicio y su objeto; en ese sentido, es que se ha establecido que la “verdad” 
hace referencia a la convicción, basados en pruebas, de lo que se dice concuerda con el objeto 
real. 
Ahora bien, el autor empieza a establecer categorías de la verdad, en donde postula que la 
verdad objetiva es una redundancia, en tanto que la verdad es un juicio sobre la realidad 
objetiva y lo contrario a este concepto sería la verdad subjetiva, lo cual sería contradictorio 
puesto que equivaldría a falso. Teniendo presente que la verdad sólo puede ser objetiva, este 
concepto se encuentra compuesto por la verdad absoluta y la verdad relativa, esta diferencia 
tiene dos momentos distintos (Schaff, 1974):  
1. Saber si un juicio dado es verdadero o falso independientemente o en dependencia 
de las circunstancias: La discusión gira en torno a que una afirmación no puede ser 
cierta en un momento, espacio y frente a un objeto y luego tornarse falsa, a lo que los 
relativistas arguyen que son afirmaciones elípticas por los términos usados, pero que, 
si se determina claramente el sujeto, el tiempo y el lugar esta afirmación permanecería 
verdadera, aunque cambien las circunstancias.  
2. El carácter total o parcial de las verdades adquiridas:  En este sentido los 
absolutistas consideran que el verdadero conocimiento es total, completo y, por tanto, 
eterno e inmutable, mientras que los relativistas consideran que la verdad puede ser 
parcial, incompleta, y por tanto variable en la medida en que se desarrolla nuestro 
conocimiento del objeto dado.  
Esta discusión en torno a la verdad, se hace presente en las Comisiones de la Verdad por 
cuanto, en un primer sentido, se está indagando respecto a la verdad objetiva de las víctimas, 
la cual está estrechamente anclada a las circunstancias, aunque no por ellas van a tornarse 
falsas a posteriori, sino que está verdad sólo tuvo cabida en relación a un determinado 
escenario y, en segundo sentido en cuanto a que las comisiones buscan, mediante verdades 
relativas, como son los relatos de la víctimas, victimarios y demás personas, configurar una 
verdad con presunción de totalidad.  




La otra diada que define el autor, hace referencia a la verdad absoluta como verdades 
universales, y verdad relativa que se encuentra justificada por su variabilidad, en tanto que 
indica solamente que el conocimiento de un objeto es acumulativo, que se desarrolla en el 
tiempo y que este desarrollo va acompañado de un cambio de las verdades formuladas tras 
el conocimiento.  
Hecho este análisis, Schaff establece que no se debe confundir la verdad absoluta con la 
verdad total, ni la verdad relativa con la verdad parcial, puesto que la verdad total y parcial, 
son otra forma de entender la verdad, es decir, pueden existir verdades absolutas parciales 
como decir: “Luis XVI fue ejecutado en 1793” por cuanto sólo habla de un hecho preciso, 
pero no establece todo lo relativo a esa verdad. Así pues, una verdad parcial o total depende, 
también, del punto de vista de su relación con el tiempo y es en este sentido que el 
conocimiento es un proceso y que, por consiguiente, la verdad también lo es. Lo que permite 
concluir que, el conocimiento de un objeto infinito debe ser, por tanto, también infinito; debe 
constituir un proceso infinito: el proceso de acumulación de las verdades parciales que, con 
el paso del tiempo y conocimiento histórico, va ampliando, limitando, superando esas 
verdades parciales (Schaff, 1974).  
Este punto es muy importante para nuestro tema de análisis, las Comisiones de la Verdad, 
puesto que se ha considerado que las memorias son relatos contrapuestos (Jelin, 1998), lo 
cual permite evidenciar que el objeto de las Comisiones de la Verdad, si bien no es infinito 
si es bastante amplio y por tanto no puede acotarse en un primer ejercicio de verdades, puesto 
que está compuesto por verdades parciales, donde son las victimas las que relatan sus hechos 
particulares, verdades absolutas parciales, que hacen referencia a los graves hechos 
violatorios de derechos humanos, verdades absolutas con presunción de totalidad, por cuanto 
las comisiones buscan las razones que originaron ese conflicto. Es en ese sentido que se 
podría decir que las Comisiones de la Verdad no dan una verdad absoluta total y que por lo 
tanto es necesario ir ampliando, limitando o superado las verdades por ellas emanadas para 





Frente a esta dificultad de configurar la verdad, Foucault (Foucault, 1973) establece que 
existen dos historias de la verdad: una hace referencia a la historia interna de la verdad, 
entendida como los principios de regulación, es decir, que la verdad es tal en cuanto se 
obtiene teniendo en cuenta el método por el cual se obtuvo; otra historia de la verdad hace 
referencia a la historia externa, que es entendida como las construcciones sociales de la 
verdad, lo cual se haya permeado por qué se expresa, cómo y a quién se expresa. 
La primera historia de la verdad la hemos visto reflejada en el estudio de Silvia Rodríguez 
(2011), que analiza los métodos de la comisión de la verdad peruana para establecer si está 
es legítima; la segunda historia de la verdad que trata Foucault, al estar permeada por las 
condiciones subjetivas del narrador, para la construcción social de la verdad, deja en 
evidencia una inquietud, y es en tanto a quién la expresa, puesto que  si se entiende que las 
Comisiones de la Verdad son nutridas por los relatos de las víctimas y teniendo presente que 
las victimas pueden encarar un doble rol, también de victimarios, existe la posibilidad de una  
revictimización por parte de quienes otorgan los testimonios, en cuanto podría presentarse 
un cambio en los roles con los que se identifica el actor durante el proceso de expresión.   
Igualmente se plantea que, las formaciones del saber se dan a partir de relaciones de fuerza 
y relaciones políticas en la sociedad que genera “ley de las mitades” (Foucault, 1973), donde 
se hace referencia a las facciones de una verdad, es decir que las múltiples verdades o 
memorias son complemento de las demás verdades pero que estás adquieren categorías. 
Foucault, desde el relato de Edipo Rey, analiza las categorías jerárquicas de la verdad, que 
sólo se diferencian en el lenguaje que utilizan, en el siguiente orden: i) Lo profético ii) lo 
realizado y iii) lo vivido, en donde lo que se discute no es la verdad en si misma sino las 
pugnas constantes por el poder, para el caso de las Comisiones de la Verdad estas tres 
categorías pueden verse reflejadas en los tres momentos de la comisión y los hechos que se 
pretenden revelar con el informe final de la comisión, en el siguiente orden respectivamente: 
i) lo profético haría referencia al momento de constitución de la comisión donde se constituye 
su mandato y sus objetivos orientadores, ii) lo realizado sería la verdad plasmada en el 
informe final de la comisión y por tanto la facción de verdad que se puede plasmar y iii) lo 




vivido, haría referencia a los relatos de las víctimas que se incluyeron en el estudio de los 
hechos de violencia que analiza la comisión y los relatos de las víctimas que no fueron 
incluidas y en este sentido, estos tres elementos darían cuenta de las pugnas de poder que se 
originan en las comisiones, puesto que los mandatos pueden ser generales e ideales pero lo 
relatado a su informe, sólo responderá a una fracción del objeto de estudio, ya sea por 
voluntad de las partes o por incapacidad material de la comisión de conocer todos los hechos 
de violencia, pero en cualquier caso generaría una suerte de actores no incluidos en la 
narración de “verdad”.  
Esto se encuentra relacionado con: “la verdad nunca pertenece al poder político (…) cuando 
se conoce la verdad lo despojan del poder” (Foucault, 1973) puesto que ha sido claro que las 
Comisiones de la Verdad son acuerdos políticos entre dos o más actores que utilizaron las 
armas para conseguir el poder o mantenerlo y que, posteriormente, consideran que un acuerdo 
puede ser la puerta de transición hacia la obtención legitima del poder, por lo cual, si la verdad 
está ligada al poder, en tanto es conocimiento, los que ostentan el poder no estarán interesados 
en otorgar toda la verdad so pena de perder el control del poder. 
Por otra parte, la memoria se ha entendido como un contenido explícito en la verdad de las 
Comisiones de la Verdad, que por tanto,  estaría permeado por las disputas de poder, lo cual 
genera un carácter polémico en tanto se relaciona con las múltiples maneras y diversos 
sentidos a través de los cuales se recupera, gestiona, tramita o trabaja política y socialmente 
la memoria del pasado reciente, en tanto que se entienden como formas y narraciones, de 
quienes fueron contemporáneos en un período dado, para construir el recuerdo de ese pasado 
político, narrar sus experiencias y articular su pasado presente y futuro.  
Adicional a ello, se suman los fines y funciones con los que se recupera el pasado y se busca 
realizar procesos de reconciliación nacional, puesto que existen intencionalidades políticas, 
morales y públicas, todo esto en relación a qué pasado se pretende recuperar, en función de 
qué presente y con cuáles pretensiones y costos quisiera reconciliar a una nación (Jaramillo, 
2010), esto se debe a que “la construcción de memoria histórica está expuesta a escenarios 





estructurales, que ven la oportunidad de incidir en la definición de la historia” (Barragan, 
2015). 
En este sentido, se considera que, a fines del presente trabajo, los elementos de Schaff y 
Foucault, son para tener en cuenta debido a que las Comisiones de la Verdad elaboran una 
verdad relativa, pues indican un conocimiento acumulativo, que se desarrolla en el tiempo, 
acompañado de un cambio de las verdades formuladas tras el conocimiento y que está afecto 
de las pugnas de poder que esas verdades parciales puedan enfrentar.  
 
2.3 Los Derechos Humanos, las Víctimas y la Verdad 
Los Derechos Humanos3, como concepto han sido ampliamente discutidos, especialmente, 
en lo relativo a la universalidad, puesto que existe una inconsistencia desde la concepción 
naturalista de los DDHH, donde se presume que todos los seres humanos nacemos con 
derechos humanos. Sin embargo, en la practicidad los derechos sólo existen si son otorgados 
y reconocidos por entes de protección y promoción (Muñoz, 2010). 
                                               
 
3 Para hablar de Derechos Humanos en sentido amplio es necesario entender que éstos están 
categorizados así:  los derechos civiles y políticos surgen de la Revolución Francesa y son 
entendidos como de primera generación, los económicos y sociales que surgen por la Revolución 
Industrial son considerados de segunda generación y los ambientales de tercera generación en 
respuesta a las crisis actuales y la necesidad de cooperación entre naciones. Para profundizar más 
revisar “Las Tres Generaciones de los Derechos Humanos” de Magdalena Aguilar Cuevas en 
Derechos Humanos. Órgano Informativo de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
México. Número 30. Disponible en: https://revistas-
colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/derechos-humanos-emx/article/view/5117/4490. Sin 
embargo, es necesario establecer que esta teoría histórica ha sido re-evaluada, en tanto se ha 
considerado que los derechos humanos no deben tener una jerarquización de protección y que por 
el contrario son integrales, para esto se puede revisar el libro “Derechos Ambientales en perspectiva 
de integralidad: concepto y fundamentación de nuevas demandas y resistencias actuales hacia el 
Estado 'ambiental' de derecho”  que se originó por la Tesis doctoral en el Doctorado en Derecho, 
Programa Derechos Fundamentales de la Universidad Carlos III de Madrid - España, del docente 
Gregorio Mesa Cuadros, el abril 21 de 2006. 




Esto hace referencia a que un derecho sólo puede operar en tanto haya un mecanismo efectivo 
de protección y garantía del mismo, en caso contrario, se puede ser titular del derecho más 
no poseedor del mismo. Respecto a esto, Tugendhat, citado por Santamaría, establece que 
los derechos humanos serían una de las condiciones necesarias de la legitimidad de cualquier 
Estado, es decir, a nivel internacional un Estado sólo sería considerado como tal por el orden 
internacional en tanto garantice los derechos humanos, y en ese orden de ideas se podría 
hablar de una universalidad de derechos humanos (Muñoz, 2010), pues tal como lo establece 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos “son elementos esenciales de la 
democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos humanos y libertades 
fundamentales (…)” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2014).  
En este ámbito internacional, mediante el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
se impone a los Estados varias obligaciones: primero, está la obligación de protección de 
derechos humanos, es decir el deber del Estado de no violar ningún derecho consagrado, así 
mismo está el deber de garantía de los derechos humanos, es decir que los Estados deben 
asegurar el ejercicio de los derechos humanos, lo cual implica una obligación de prevención 
razonable de las situaciones en las que se cometan las violaciones de derechos humanos, y 
tercero, está la obligación de promoción de los derechos humanos, lo cual implica que los 
Estados tienen el deber de adoptar las disposiciones necesarias en el derecho interno para 
hacer efectivos los derechos y libertades consagradas.  
Ahora bien, este debate de universalidad de derechos humanos afecta en dos sentidos el 
presente trabajo, por un lado encontramos la concepción del derecho a la verdad como un 
derecho humano y por otro, está que el origen contextual del derecho a la verdad se basa en 
una violación a un derecho humano, es decir que, la verdad es un derecho en doble vía, por 
un lado es un mecanismo de promoción y protección del derecho a la verdad en sí mismo y 
por otro lado es un mecanismo de reparación, tal como lo establece Molina Cruz (Molina, 
2015), respecto a derechos humanos previamente violados y trasgredidos, puesto que atañe 






En la actualidad se ha dado una mirada hacia el pasado que se activa desde los años ochenta 
en el mundo europeo y norteamericano a razón del surgimiento de “memorias holocausticas”, 
que terminan surgiendo como un “discurso global del dolor” puesto que se considera que 
permiten percibir otros genocidios o comprender otros traumas violentos.  
Sin embargo, este proceso de memoria llevó a algunos teóricos de la memoria a comentar 
que actualmente en Europa se ha presentado un abuso de la memoria, caracterizado por la 
saturación y exceso en la conjuración de culpas, a tal punto de llevar a la devaluación de la 
historia misma y del uso del testimonio (Jaramillo, 2010). Al respecto, existe una discusión 
mucho más profunda en torno a la conveniencia de la memoria para lograr una efectiva 
reconciliación en sociedades en procesos de superación de conflictos, pues por una parte 
existe una postura frente a la no reproducción y por tanto debe existir un perdón y olvido, y 
por otra parte existe la postura de que el pasado violento sólo puede superarse si se asumen 
responsabilidades, es importante aclarar que la reconciliación que se busca es a macro y 
micro nivel social (Barragan, 2015). 
Pese a ello, este giro hacia la memoria ha permitido una reglamentación internacional sobre 
el derecho a la verdad, y en este sentido encontramos primeramente que la verdad se 
desprende de derecho internacional humanitario, en los artículos 32 y 33 del Protocolo 
Adicional I a los Convenios de Ginebra, que reconocen el derecho de las familias a conocer 
la suerte de sus miembros y las obligaciones de buscar a las personas dadas por 
desaparecidas, que incumben a las partes en conflictos armados (Convenios de Ginebra, 
1949). Igualmente, el Estatuto de Roma en su artículo 126 prescribe “el ejercicio pleno y 
efectivo del derecho a la verdad proporciona una salvaguarda fundamental contra la 
repetición de tales violaciones”, en este sentido cabe mencionar el caso Velázquez Rodríguez 
contra Honduras (Corte IDH, Sentencia de Fondo, 1988), que dictaminó que el Estado tiene 
el deber de investigar la suerte de los desaparecidos y de revelar la información a sus 
parientes, esta postura se debe a que la posibilidad de conocer la verdad, permitirá identificar 
la magnitud de la crisis humanitaria generada por la guerra, revelar quiénes son todos los 




responsables de las atrocidades y contribuirá a la toma de conciencia del país frente al 
problema (Pérez, 2013). 
Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso García Franco 
manifestó (Molina, 2015): “Este derecho a conocer la verdad sobre lo sucedido se basa 
también en la necesidad de información, que permita reivindicar otro derecho. En el caso 
de una desaparición, los familiares tienen derecho a conocer con certeza la suerte corrida 
por la víctima, no solo para saber exactamente como se violaron sus derechos, sino también 
para hacer efectivo su propio derecho a ser indemnizados por el Estado”. Es importante 
resaltar que en el informe JOINET, de la subcomisión de los derechos humanos de la 
Organización de las Naciones Unidas establece, respecto al derecho a saber:  
“No se trata solamente del derecho individual que toda víctima, o sus parientes o amigos, 
tiene a saber qué pasó en tanto que derecho a la verdad. El derecho de saber es también un 
derecho colectivo que tiene su origen en la historia para evitar que en el futuro las violaciones 
se reproduzcan. Por contrapartida tiene, a cargo del Estado, el "deber de la memoria" a fin de 
prevenir contra las deformaciones de la historia que tienen por nombre el revisionismo y el 
negacionismo; en efecto, el conocimiento, para un pueblo, de la historia de su opresión 
pertenece a su patrimonio y como tal debe ser preservado. Tales son las finalidades 
principales del derecho de saber en tanto que derecho colectivo.” (Joinet, 1997) 
Como vemos, la verdad es un derecho que se entrelaza estratégicamente con objetivos 
centrales del derecho internacional, como el deseo de  establecer y mantener la paz (porque, 
al exponer la verdad las sociedades son capaces de prevenir la repetición de sucesos 
similares); facilitar los procesos de reconciliación (porque se considera que conocer la verdad 
es fundamental para ayudar a la reconciliación de comunidades escondidas); contribuir a 
erradicar la impunidad (porque saber la verdad sobre la identidad de los responsables de 
violaciones conduce a la rendición de cuentas); reconstruir las identidades nacionales 
(fomentando la unidad de los países a través del diálogo sobre la historia común), y dejar 
constancia  de los hechos históricos (porque la “verdad” sobre lo que sucedió puede ser objeto 





Como hemos visto, los derechos humanos, son medio de legitimación del Estado en el orden 
internacional, y así mismo la verdad es un puente para esta legitimación puesto que, órganos 
como la Corte IDH consideran que “la conformación de una comisión de la verdad y la 
publicación de su informe final representan un avance positivo y un esfuerzo muy importante 
del Estado, que contribuye a la búsqueda y determinación de la verdad de los hechos de un 
determinado caso y de un período histórico del país.  
En ese sentido, esas iniciativas de búsqueda de verdad son consideradas como un principio 
de reparación a favor de las víctimas (Gutierrez, 2014) y por tanto, deben ser garantizados 
por el Estado mediante un recubrimiento especial. Si se toma en cuenta el derecho a la verdad 
como un derecho humano en sí mismo, y como un medio de protección de otros derechos 
humanos, encontramos que uno de los principales referentes que han permitido materializar 
este derecho en doble vía, han sido los mecanismos extra-judiciales, entre ellos las 
Comisiones de la Verdad, pues gracias a estos mecanismos se logra rescatar gran parte de la 
historia de las violaciones a derechos humanos y reivindicar el derecho tanto de las víctimas 
como de sus familias a conocer la verdad sobre lo ocurrido (Molina, 2015).  
La verdad se ha tomado como un recurso efectivo para conocer el abuso, identificar los 
perpetradores, las causas que originaron las violaciones y la suerte final de las víctimas 
directas, que debe buscarse a través de procedimientos judiciales o no judiciales, aun cuando 
los juicios penales no sean posibles de forma inmediata. El esclarecimiento de la verdad 
puede iniciar el proceso de reconciliación en tanto que la negación y el silencio pueden 
incrementar la desconfianza y la polarización. Un orden político basado en la transparencia 
y la rendición de cuentas tiene más posibilidades de disfrutar de la seguridad y confianza de 
sus ciudadanos. Aunque el derecho a la verdad no ha sido objeto de una convención 
internacional específica, se ha debatido si se deriva de varios derechos internacionales. En la 
convención internacional para la protección contra las desapariciones forzadas se confirma 
el derecho a la verdad como un derecho exigible por sí mismo (Centro Internacional para la 
Justicia Transicional, 2013). 




Ahora bien, así como el derecho a la verdad ha ido ampliándose también se ha ampliado la 
concepción de los titulares de este derecho, es decir, en las definiciones trabajadas se ha visto 
que este el derecho a la verdad recae, principalmente, en la persona a quien se le vulnero sus 
derechos y en la familia de ésta. Sin embargo, este principio ha ido evolucionando y se ha 
consolidado en el derecho Internacional de los Derechos Humanos, lo que ha permitido una 
ampliación del concepto de víctimas y se ha entendido como: aquellas personas que 
individual o colectivamente han sufrido daños físicos o psíquicos, o menoscabo en sus 
derechos fundamentales como persona, todo ello independientemente de que la Justicia 
juzgue o no al delincuente o de la relación entre víctima y agresor (Asociación Vasca de 
Criminólogos), es decir que el derecho a la verdad, recae sobre dos tipos de víctimas, 
desarrollado en la normativa Colombiana:  
• Las víctimas directas: Las que de manera personal hayan sufrido el daño de cuya 
reparación se trata (Corte Constitucional Sentencia C-052/12, 2012)es decir que son 
aquellas personas a quienes directamente se les afecta un derecho y por tanto no 
pueden ejercerlo libremente.  
• Victimas indirectas: Referida a familiares o personas próximas a las víctimas directas 
(Corte Constitucional Sentencia C-052/12, 2012),es decir que son los familiares, 
amigos y demás personas que pueden verse afectadas en su tranquilidad y sus 
derechos a razón de la afectación a la víctima directa. 
Por otra parte, la gravedad de los hechos victimizantes, su carácter sistemático y la crueldad 
de los mismos ha permitido la consolidación de la idea de que la sociedad en si misma ha 
sido víctima y por tanto es poseedora del derecho a la verdad, esto ha sido reafirmado por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos al considerar que “toda sociedad tiene el 
irrenunciable derecho de conocer la verdad de lo ocurrido, así como las razones y 
circunstancias en las que aberrantes delitos llegaron a cometerse, a fin de que esos hechos 
no vuelvan a ocurrir en el futuro” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1985-
1986). En este mismo sentido, ha establecido que el derecho a la verdad es un “derecho 





sistemas democráticos y a la vez un derecho particular para los familiares de las víctimas, 
que permite una forma de reparación” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
1999). 
2.4 Comisiones de la Verdad 
Las Comisiones de la Verdad son organismos oficiales, no judiciales y de vigencia limitada 
que se constituye para esclarecer hechos, causas y consecuencias dentro de un contexto 
violento, que busca ser superado mediante negociaciones o Justicia Transicional entre actores 
en conflicto, para generar reconocimiento a las víctimas luego de haber sido escuchadas con 
escepticismo o estigmatización, pues uno de sus objetivos generales debe ser proteger, 
reconocer y empoderar a las víctimas y sobrevivientes.  
Las comisiones establecen una relación con las víctimas y sobrevivientes no sólo como 
informantes, sino también como poseedores de derechos y personas cuyas experiencias 
merecen reconocimiento y solidaridad. La creación por ley puede reflejar mayor apoyo 
político y fuerza institucional. Sin embargo, el proceso legislativo puede ser lento y con 
frecuencia está sujeto a negociaciones impredecibles que podrían afectar la integridad del 
mandato de una comisión. Las comisiones no oficiales, locales o específicas para investigar 
un caso no tienen la capacidad de obligar al suministro de información y es poco probable 
que tengan buenos recursos en comparación con actividades financiadas por el Estado. Sin 
embargo, al movilizar a las víctimas y sobrevivientes, al documentar el abuso y presentar 
formalmente sus hallazgos, estas investigaciones han generado con frecuencia el apoyo del 
público y han catalizado la acción oficial, llevando a investigaciones oficiales más fuertes y 
otras medidas (Centro Internacional para la Justicia Transicional, 2013).  
La primera comisión de la verdad fue la de Argentina (1983) como investigación no judicial 
de abusos graves cometidos en el pasado. En los últimos 25-30 años se han creado 
Comisiones de la Verdad en más de 30 países (Hayner, 2006). Dichas comisiones son 
organismos oficiales temporarios, que se establecen para investigar un tipo de violaciones en 




un período de tiempo, producir un informe final y formular recomendaciones de reformas. 
Por lo general tienen las siguientes facultades: recoger testimonios individuales, organizar 
audiencias públicas y efectuar investigaciones de casos y estudios temáticos. A algunas se 
les ha atribuido el poder de citación o el derecho a acceder a oficinas y documentos oficiales 
sin previo aviso; otras han tenido que depender de la cooperación voluntaria, no sólo de los 
funcionarios de alto nivel, sino también de los perpetradores directos, a cambio, a veces, de 
promesas de confidencialidad.  
Las CV no dan juicios, pero si han compartido sus investigaciones con la Fiscalía o dan a 
conocer públicamente los nombres de los que consideran responsables, frente a esto el 
procedimiento estándar es permitir a los acusados que respondan a los cargos en su contra, 
sea por escrito o en entrevistas privadas, antes de que la comisión los nombre en público. El 
propósito de las Comisiones de la Verdad debe ser comprender los orígenes del conflicto 
pasado y los factores que permitieron la perpetración de los abusos, y hacerlo de tal manera 
que ello repercuta en favor de las víctimas y que tome en consideración una amplia gama de 
perspectivas (Hayner, 2006).  
En este sentido se puede entender que han existido diferentes modelos de Comisiones de la 
Verdad, por lo que algunos expertos las han clasificado según sus características, en cuatro 
generaciones “las tres primeras evolucionaron desde ser imposiciones de las organizaciones 
transnacionales por la difícil situación de derechos humanos, hasta llegar a convertirse en 
entes autónomos con amplios poderes y con apoyo tanto popular como de los medios de 
comunicación y de la comunidad internacional. Respecto de la cuarta generación, éstas 
operan en conflictos de barbarie asimétrica, donde existen diversos actores, 
proporcionalmente responsables por los crímenes cometidos. Así, este tipo de comisiones 
han dejado de ser mecanismos para la transición política, y se han convertido en mecanismos 
para abordar conflictos en medio de los cuales se instauraron.” (Ramírez, 2007) 
Ahora bien, se ha considerado que las Comisiones de la Verdad tienen 5 principios o 
supuestos básicos (Oficina del Alto comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 





1. Decisión nacional: La decisión debe corresponder a los ciudadanos del país, sobre la 
base de un amplio proceso de consultas encaminado a obtener las opiniones, 
principalmente, de las víctimas y sobrevivientes. Explicar las funciones, ventajas y 
limitaciones de las C.V. Los Órganos internacionales deben dar su opinión, pero 
deben respetar la decisión legitima nacional.  
2. Necesidad de una perspectiva global de la Justicia Transicional: Es uno de todos los 
elementos de la JT y debe ser considerado en conjunto con estas iniciativas 
(enjuiciamientos, reparaciones, depuración administrativa, rendición de cuentas o 
reformas).  
3. Modelo único y especifico del país: Corresponder al contexto nacional y a las 
oportunidades especiales que existan. Pueden usarse prácticas óptimas, técnicas 
operacionales, pero no un modelo determinado de CV 
4. Voluntad política e independencia operacional: cooperación de las autoridades para 
que la comisión tenga acceso a documentos oficiales y asignación de fondos públicos. 
El gobierno debe proporcionar los documentos que sean necesarios, incluso los 
privados, ya sea escritos o en audiencias públicas, o sesiones privadas. La legitimidad 
y la confianza del público, indispensables para que el proceso de la comisión de la 
verdad tenga resultados satisfactorios, dependen de la capacidad de la comisión para 
trabajar sin injerencias políticas. Una vez establecida, la comisión debe funcionar sin 
influencia directa o control del gobierno, lo que abarca sus investigaciones y estudios, 
sus decisiones presupuestarias y sus informes y recomendaciones. Cuando se necesite 
supervisión financiera, se preservará la independencia operacional. Las autoridades 
políticas deben dar indicaciones claras de que la comisión funcionará de manera 
independiente.  
5. Apoyo internacional: el financiamiento puede exceder los 5 a 10 millones de dólares, 
otro aporte internacional es el acceso a archivos oficiales extranjeros, asistencia 
técnica y de política. 
 




3. Casos de análisis.  
3.1 Comisión de Guatemala 
Guatemala es un país que duró 36 años (1960-1996) en un conflicto que dejó 
aproximadamente cien mil muertos, un millón de desplazados, miles de torturados y 
desaparecidos (Véliz, 2011). El conflicto se originó debido a la esperanza que se dio en virtud 
de la victoria de la revolución cubana, que fomentó la esperanza de derrocar el gobierno que 
se había instaurado y que, al sentir poblacional, fomentaba las desigualdades, por lo cual la 
postura del Estado fue hacia la supresión del movimiento social que se estaba gestando dentro 
del seno de la población tradicionalmente explotada y cuyo fin era tomar el poder por la vía 
armada. 
A esto se suma que en Guatemala se presentaba una serie de relaciones asimétricas complejas 
que habían ocasionado conflictos de diferentes índoles, puesto que existía una concentración 
del poder económico y político, el carácter racista y discriminatorio de la sociedad frente a 
la mayoría de la población que es indígena, y la exclusión económica y social de grandes 
sectores empobrecidos como mayas y ladinos. Es en este sentido que se origina el 
movimiento social en la llamada Revolución de octubre de 1944 y originó la formación de 
las primeras guerrillas modernas en Guatemala denominada la Unidad Revolucionaria 
Guatemalteca.  
Las cifras de la represión hacia el movimiento social tomaron carismas de genocidio cuando 
los militares se dieron cuenta que tenían que golpear las bases campesinas que sustentaban a 
la fuerza guerrillera para ganar la guerra y así mismo se estableció, por Efraín Ríos Montt en 
1982 y 1983 una política de tierra que obligó a miles de campesinos a abandonar el país. Es 
importante precisar que la mayoría de la población rural de guatemalteca son indígenas 
mayas de las comunidades rurales, por lo tanto, el atacar a las bases campesinas tenía una 
estrecha relación con el ataque a la población indígena y en este sentido se desarrolló lo que 





asentados en regiones donde hubo masacres frecuentes, como los mayas chuj o q'anjob'al, la 
represión estatal condujo a una reducción drástica de la población y a daños permanentes en 
la estructura social y cultural de esos pueblos. 
Sin embargo, es importante establecer que “el enfrentamiento armado en Guatemala 
constituyó un fenómeno cuya explicación es multicausal, porque no es posible identificar una 
sola causa que explique por sí sola el desencadenamiento y la persistencia del mismo en el 
tiempo. Dentro de la multicausalidad no todos los factores tienen el mismo peso, ni ejercen 
la misma influencia a lo largo del tiempo, ya que su eficiencia explicativa suele derivar del 
contexto o conjunto de condiciones dentro del que cada móvil o factor se va inscribiendo” 
(Comisión para el Esclarecimiento Histórico de Gautemala, 1999). 
A raíz de este conflicto, donde hubo participación de diferentes actores, políticos, 
económicos y sociales es que Guatemala inicia negociaciones para alcanzar la paz mediante 
el Acuerdo de Paz Firme y Duradera de 1996, que puso en vigor el armisticio entre las partes 
contendientes y estableció la Comisión de Esclarecimiento Histórico; y once acuerdos 
complementarios con las diferentes guerrillas y en consecuencia durante los procesos de 
negociaciones, surge desde la sociedad misma y la comunidad internacional la intención de 
conformar una comisión para investigar y esclarecer el pasado. Sin embargo y pesé a los 
esfuerzos realizados por las instituciones la Comisión presentó problemas constitucionales 
de competencia a tal punto de considerarse que no tenía un revestimiento jurídico, sino que 
se limitaba a acuerdos netamente políticos (Universidad Nacional Autónoma de México , 
2015).  
Aunque fue establecida en 1994 su integración sólo fue 90 días después del 15 de enero de 
1997, es decir que sólo hasta 1997 empezaron las funciones de la Comisión, la cual fue 
integrada por el profesor alemán de derecho internacional, Chistrian Tomuschar como 
coordinador elegido por el secretario general de Naciones Unidas. La idea de designar como 
coordinador a una persona extranjera se basa en que éste no perseguiría objetivos políticos, 
el profesor a su vez designó a otros dos miembros comisionados, los guatemaltecos Alfredo 
Balsells Tojo quien era jurista y Otilia Lux de Cotí como experta en asuntos indígenas, 




igualmente el grupo que conformó la CEH estuvo integrado por 269 profesionales, personal 
de apoyo y seguridad. 
Es importante establecer que se consideró que los acuerdos de los que emanaba la CEH no 
tenían revestimiento jurídico y sólo eran acuerdos políticos, adicional a esto la CEH no tenían 
personalidad jurídica por lo cual se encontraba en un campo intermedio entre lo político y el 
derecho y a razón de ello 10 días antes de la firma del acuerdo se expidió un decreto titulado: 
“Ley de reconciliación nacional” para hacer posible el conocimiento y reconocimiento de la 
verdad histórica acerca del periodo del enfrentamiento armado interno, es decir que se le 
otorgó respaldo jurídico a la CEH, este respaldo se encontró también sustentado en la 
convención sobre las Prerrogativas e Inmunidades que permitió que los comisionados 
gozarán de inmunidad contra arresto y detención y toda acción judicial respecto a su trabajo; 
pese a ello el gobierno buscó medios para influenciar el trabajo de los comisionados pasando 
por amenazas al coordinador de expulsarlo de Guatemala como persona no grata. 
El 1 de septiembre de 1997 la Comisión inició su trabajo territorial descentralizada en 4 
subsedes —Ciudad de Guatemala, Cobán, Santa Cruz del Quiché y Huehuetenango— y en 
10 oficinas regionales, denominadas oficinas de enlace —Barillas, Cantabal, Escuintla, 
Nebaj, Poptún, Quetzaltenango, San Marcos, Santa Elena, Sololá y Zacapa. Desde estas 
oficinas los investigadores de la CEH se desplazaron a los municipios y las comunidades de 
todos los departamentos del país. 
Las oficinas de campo llevaron a cabo visitas a las cabeceras municipales con el fin de 
informar a la población, en forma directa o a través de ONG, de las autoridades locales  
formales y de las autoridades tradicionales, sobre el mandato de la CEH. Como resultado de 
dichas visitas, de la campaña de información pública y de la colaboración de diversas 
organizaciones de la sociedad civil, miles de ciudadanos se acercaron a las oficinas de la 
Comisión, solicitando una visita en su comunidad o prestando directamente testimonio en las 





Desde septiembre de 1997 hasta abril de 1998, y en algunos casos hasta el mes de mayo, los 
investigadores de la CEH visitaron cerca de 2,000 comunidades (la mayoría en más de una 
oportunidad y algunas hasta más de diez veces) recogiendo cerca de 500 testimonios 
colectivos, registrando 7,338 testimonios individuales.  La Comisión interactuó́ directamente 
con más de 20,000 personas, quienes colaboraron con sus investigaciones proporcionando 
información. Entre ellas más de 1,000 fueron testigos clave. Además, la Comisión recogió́ 
testimonios en Canadá́, Estados Unidos, México y en algunos países europeos. Salvo en el 
caso de México, en el resto de los países esa recepción de testimonios se llevó́ a cabo a través 
de ONG que ofrecieron generosamente su apoyo.  
La investigación de los casos admitidos por la Comisión también se llevó́ a cabo tanto desde 
las oficinas del terreno como desde la sede central en la capital. Una vez cerradas las oficinas 
de campo el 15 de abril de 1998, las investigaciones se realizaron desde la sede central, por 
medio de equipos móviles que se desplazaron al interior del país, aunque se siguió́ atendiendo 
hasta el 31 de julio de 1998 a aquellos testigos e informantes que por su iniciativa quisieron 
hacer aportaciones al mandato de la Comisión. Contraria a esta postura de colaboración, la 
CEH califica como precaria y no satisfactoria la colaboración brindada por parte del Ejercito 
nacional. Si bien, el mecanismo de enlace con la Comisión establecido por el Ejército 
nacional permitió́ lograr una cordial relación, su carácter centralizado dificultó el acceso a la 
información. Las respuestas del Ejercito nacional a las solicitudes puntuales de información 
fueron lentas, incompletas e insuficientes. La mayoría de peticiones no fueron resueltas, o lo 
fueron solo parcialmente y hasta con cuatro meses de retraso. 
3.1.1 Mandato 
La Comisión tenía el mandato de "elaborar un informe que contuviera los resultados de las 
investigaciones realizadas y ofreciera elementos objetivos de juicio sobre lo acontecido 
durante este período abarcando a todos los factores, internos y externo, es decir que tenía 
como periodo objeto de investigación el comprendido entre el inicio del enfrentamiento 
armado interno (que la CEH fijó en el mes de enero de 1962) y la firma del Acuerdo de Paz 




Firme y Duradera;  tras ocho años de negociaciones entre el gobierno y las organizaciones 
guerrilleras, se suscribió el Acuerdo de Derechos Humanos de 1994, que dio paso a la Misión 
de las Naciones Unidas para Guatemala (MINUGUA), cuyos trabajos de verificación se 
extendieron hasta diciembre de 2004. 
La Comisión de Esclarecimiento Histórico de Guatemala fue establecida, luego de 4 años de 
negociación entre la Unidad Revolucionaria Nacional de Guatemala (URNG) y el Gobierno, 
mediante el Acuerdo de Oslo, del 23 de junio de 1994, para esclarecer con toda objetividad, 
equidad e imparcialidad las violaciones a los derechos humanos y los hechos de violencia 
que causaron sufrimientos a la población guatemalteca, vinculados con el enfrentamiento 
armado. 
Fue mandato de la Comisión dar respuesta a interrogantes que continúan vigentes, para la 
sociedad, en estos tiempos de paz: ¿Por qué un sector de la población recurrió a la violencia 
armada para alcanzar el poder político? ¿Qué explica los actos de violencia desmedida, de 
diverso signo e intensidad, cometidos por ambas partes en el enfrentamiento armado? ¿Por 
qué la violencia, especialmente la proveniente del Estado, afectó a la población civil, en 
particular al pueblo maya, cuyas mujeres fueron consideradas como botín de guerra y 
soportaron todo el rigor de la violencia organizada? ¿Por qué la niñez indefensa sufrió los 
actos de salvajismo? ¿Por qué en nombre de Dios se pretendió exterminar de la faz de la 
tierra a los hijos e hijas de Xmukane’, la abuela de la vida y de la creación natural? ¿Por qué 
esos actos, de barbarie ultrajante, no respetaron las reglas más elementales del derecho 
humanitario, la ética cristiana y los valores de la espiritualidad maya?  
En este sentido el mandato general de la CEH era esclarecer las violaciones a los derechos 
humanos y los hechos de violencia que han causado sufrimiento a la población guatemalteca, 
por ambas partes, pero sin identificar responsables, ni siquiera hacer mención de los nombres. 
Sin embargo, este mandato presentó varios problemas, tales como:  Se podría presumir que 
hubiera tenido que investigar todas las violaciones y todos los hechos de violencia, pero la 
comisión decidió priorizar sus actividades investigando de manera sistemática las violaciones 





Era difícil establecer la interpretación del vínculo entre las violaciones y el conflicto entre 
las partes: hecho acaecido con motivo y ocasión del enfrentamiento armado interno o que 
forme parte de las estrategias o de las ideologías confrontadas en él y los hechos en el que el 
autor se prevale de su condición de parte en el enfrentamiento y por último el hecho de que 
la víctima es parte por su relación con el enfrentamiento o porque se le considera vinculada 
a dichas ideologías confrontadas en él. 
Los comisionados, a fin de cumplir el mandato de la comisión escucharon testimonios de 
miles de supervivientes y asistieron a las exhumaciones de tumbas clandestinas, también 
entrevistaron a cabezas del Estado y miembros de alto rango de militar de Guatemala y 
revisaron reportes de ONG pues el propósito principal del Informe fue dejar constancia del 
reciente pasado sangriento de Guatemala. Aunque muchos saben que el enfrentamiento 
armado causó muerte y destrucción, la gravedad de los reiterados atropellos que sufrió́ el 
pueblo todavía no ha sido asumida por la conciencia nacional. Las masacres que eliminaron 
comunidades mayas enteras pertenecen a la misma realidad que la persecución urbana de la 
oposición política, de líderes sindicales, de sacerdotes y catequistas. No se trata ni de alegatos 
pérfidos ni de fantasmas, sino de un capitulo auténtico de la historia de Guatemala.  
La CEH se instauró con tres finalidades generales, que debería cumplir mediante la recepción 
de antecedentes e información que proporcionarían las personas o instituciones que se 
consideren afectadas así́ como las Partes para aclarar plenamente y en detalle estas 
situaciones:   
I. Esclarecer con toda objetividad, equidad e imparcialidad las violaciones a los derechos 
humanos y los hechos de violencia que han causado sufrimientos a la población 
guatemalteca, vinculados con el enfrentamiento armado. 
II. Elaborar un informe que contenga los resultados de las investigaciones realizadas y 
ofrezca elementos objetivos de juicio sobre lo acontecido durante este periodo abarcando a 
todos los factores, internos y externos. 




III. Formular recomendaciones específicas encaminadas a favorecer la paz y la concordia 
nacional en Guatemala. La Comisión recomendará, en particular, medidas para preservar la 
memoria de las víctimas, para fomentar una cultura de respeto mutuo y observancia de los 
derechos humanos y para fortalecer el proceso democrático. 
Desde su instalación la Comisión decidió́ organizar la Oficina de Apoyo de manera que fuera 
posible para la mayoría de los ciudadanos guatemaltecos tener fácil acceso a ella para brindar 
testimonios voluntarios. Por esta razón se optó́ por un esquema de despliegue territorial que 
permitiera la presencia de la Comisión en el interior del país. De esta forma, con base en las 
oficinas abiertas en el interior del país, y la permanente movilidad de sus equipos, los 
investigadores de la CEH pudieron cubrir la totalidad del territorio nacional. Al decidir la 
ubicación de las oficinas, se priorizaron especialmente las áreas más afectadas por las 
violaciones a los derechos humanos y los hechos de violencia derivados del enfrentamiento 
armado interno y, por otra parte, las áreas más difícilmente comunicadas del país. Con base 
en estas consideraciones se abrieron más oficinas en el Occidente del país.  
Es importante establecer que la CEH trabajó con categorías jurídicas propias del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario que se 
fueron adecuando a los testimonios de las personas que sufrieron violaciones de derechos 
humanos o hechos de violencia constituyeron la fuente primaria y más relevante del trabajo 
de la Comisión, adicionalmente trabajaron con testimonios de carácter colectivo formulados 
por comunidades afectadas por violaciones de derechos humanos o hechos de violencia. El 
conjunto de versiones proporcionadas por los sobrevivientes, permitió́ a la Comisión 
reconstruir casos de gran complejidad, algunos de los cuales acaecieron hace quince o más 
años, y fue útil para la reconstrucción del contexto histórico local sobre el cual, en general, 
la información documental y bibliográfica es muy escasa. 
Por su parte, los testimonios presentados por testigos directos de los hechos, que no fueron 
víctimas, han sido utilizados como información fundamental en la investigación y 
esclarecimiento de cada caso y, también, como insumo para el análisis de carácter global. En 





de personas que habrían participado directamente en violaciones de derechos humanos o 
hechos de violencia vinculados al enfrentamiento armado o que, de algún modo, se habrían 
visto involucradas en ellos. Atendiendo a la relevancia de los testimonios que dichas personas 
podían prestar, se estableció́ un procedimiento especial para invitarlos a dar su versión sobre 
los hechos, preparar y realizar las entrevistas.  
Los testimonios aportados por esas personas constituyeron un elemento básico para el 
esclarecimiento de una importante cantidad de casos particulares y un valioso insumo 
empleado en el análisis de las estrategias y mecanismos que condujeron a tales violaciones 
de derechos humanos o hechos de violencia. El aporte directo de un selecto grupo de 
historiadores guatemaltecos, que trabajó durante meses en el análisis de las causas, orígenes 
y desarrollo del enfrentamiento armado interno, constituyó el principal ámbito y fuente de 
reflexión de los aspectos históricos del Informe.  
La CEH, también trabajo con fuentes de carácter documental que numerosas instituciones de 
la vida nacional, entre las que se cuentan organizaciones sociales, organizaciones mayas, 
entidades empresariales, colegios profesionales, asociaciones de estudiantes, entidades que 
agrupan a militares en retiro y otras que se vieron afectadas por violaciones de derechos 
humanos o hechos de violencia vinculados al enfrentamiento armado interno, concurrieron 
voluntariamente a la CEH, entregando valiosa información de carácter documental, que en 
algunos casos refería hechos que afectaron a integrantes suyos. Aunque estos no cumplieron 
el requisito de la concurrencia individual del declarante ni la suscripción individual del 
respectivo testimonio, la información contenida en ellos fue valorada como fuente 
inestimable en el análisis de las distintas etapas del enfrentamiento armado interno y utilizada 
para la sustentación de algunos casos ilustrativos. 
Desde luego, la Comisión examinó y utilizó con especial atención la información 
proporcionada por organizaciones no gubernamentales, nacionales e internacionales, 
especializadas en la defensa y promoción de los derechos humanos, incluidas organizaciones 
de víctimas o familiares, particularmente cuando contenía bases de datos y listados de 
víctimas que sirvieron para el cotejo o la ratificación de información reunida por la CEH en 




la investigación de campo, y para el cruce y comparación de sus datos estadísticos con 
aquellos que resultaron de la investigación realizada por la propia Comisión.  
Un elemento por resaltar en la recolección de información fue la colaboración por parte de 
otros gobiernos pues con el objeto de complementar la información sobre los factores 
externos que influyeron en el enfrentamiento armado interno y para entender este en toda su 
complejidad, la CEH se dirigió́ a gobiernos de varios países que habrían colaborado o 
prestado apoyo, en diverso grado y sentido, con alguna de las partes.  Así́, el 20 de noviembre 
de 1997, la CEH se dirigió́ al presidente de los Estados Unidos de América, solicitándole 
proporcionar información sobre el enfrentamiento armado interno guatemalteco contenida en 
los archivos de su Gobierno.  
En la misma fecha, se solicitó́ al Gobierno de Israel información o comentarios sobre su 
eventual colaboración con las actividades contrainsurgentes. Con fecha 19 de marzo de 1998, 
el Embajador de Israel respondió́ en nombre de su Gobierno, señalando que “nuestras 
indagaciones nos indican que no hubo ninguna actividad de asistencia y entrenamiento de 
representantes oficiales israelíes” y que el Gobierno israelita “no tiene la posibilidad de 
recibir información y no puede fiscalizar iniciativas de ciudadanos israelíes privados en 
Guatemala”. 
Con fecha 21 de noviembre de 1997, la Comisión se dirigió́ al Gobierno de Cuba, consultando 
si tuvo alguna relación con las Partes en el enfrentamiento armado interno y le solicitó 
cualquier información que tuviese al respecto. El Gobierno de Cuba no dio respuesta a esta 
petición. Con fecha 19 de diciembre de 1997, la Comisión se dirigió́ a los gobiernos de 
Argentina y Nicaragua, formulando similar consulta, aunque sin éxito en sus solicitudes. 
En este punto es necesario entender cuál fue el tratamiento y la finalidad que se le dio a la 
información recolectada, de acuerdo con su naturaleza, la información contenida en los casos 
ingresados a la base de datos se calificó de dos tipos: información cuantitativa e información 
cualitativa. La información cuantitativa corresponde a los datos concretos recogidos 
sistemáticamente en formatos o fichas previamente diseñados, con el objetivo de 





refieren al caso (fecha, lugar), las víctimas (nombres, edad, sexo, tipo de victima), el tipo de 
violación o violaciones y hecho o hechos de violencia cometidos y, por último, el o los 
declarantes (nombres, edad, sexo) 
 
3.2 Comisión de la verdad sobre los hechos del Palacio de 
Justiciad de Colombia 
Colombia, ha sido un país marcado por la violencia política, uno de los episodios que intento 
poner fin a este enfrentamiento fue el 13 de junio de 1953, cuando el general Gustavo Rojas 
Pinilla propinó un golpe de estado al gobierno conservador de Laureano Gómez, pero 
renunció al poder el 10 de mayo de 1957 y se instauró una junta militar como gobierno de 
transición. Los dos partidos políticos tradicionales (liberal y conservador) crearon una 
coalición llamada Frente Nacional, con la idea de terminar con la violencia bipartidista que 
azotaba al país, para lo cual pretendían garantizar su alternancia en el poder y el reparto de 
los cargos burocráticos por partes iguales, olvidando otras posturas políticas disidentes. 
En 1970 Rojas se había transformado en un caudillo popular con gran arraigo entre la 
población colombiana, y se presentó a las elecciones presidenciales del 19 de abril de 1970, 
enfrentándose al candidato del Frente Nacional Misael Pastrana. Las elecciones resultaron 
bastante reñidas y el resultado fue la victoria de Pastrana. No obstante, se presentaron 
denuncias por fraude que no se hicieron esperar ante la interrupción del escrutinio total que 
se postergó hasta el día siguiente el conteo final. Rojas decidió no reclamar ante la presunta 
manipulación de votos y a raíz de este presunto fraude se organizó un movimiento insurgente 
político que luego se vuelve un movimiento armado, denominado M-194.  
                                               
 
4 El M-19 considera que hubo un fraude electoral puesto que las elecciones resultaron bastante 
reñidas y el resultado oficial fue de 1.625.025 votos por Pastrana y 1.561.468 votos por Rojas. Sin 
embargo, el escrutinio se hizo cerrado y se  interrumpió hasta el día siguiente con el conteo final, 




El 6 de noviembre de 1985, el bloque Antonio Nariño del M-19 realizó la toma del Palacio 
de Justicia de Colombia. La incursión del grupo guerrillero generó que un gran número de 
personas quedaran atrapadas en la sede judicial, entre ellas, magistrados del Consejo de 
Estado y de la Corte Suprema de Justicia, funcionarios de la Rama Judicial, empleados de 
aseo y de la cafetería, así como particulares y abogados que se encontraban a esa hora 
cumpliendo diferentes labores. Como consecuencia de la incursión guerrillera, los altos 
mandos de las Fuerzas Armadas de Colombia se reunieron y decidieron retomar el Palacio a 
través de un operativo militar y de inteligencia. Esta operación de toma y retoma del Palacio 
de Justicia de Colombia degeneró en la muerte de al menos 10 Magistrados, 22 servidores 
públicos, 6 empleados de las instalaciones y 12 desaparecidos, así como algunos 
sobrevivientes que denunciaron tortura y otros vejámenes cometidos por el ejército 
colombiano. Sin embargo se ha planteado que el Estado tenía conocimiento anticipado, 
suficiente y preciso sobre la inminente toma del Palacio de Justicia de Colombia por parte 
del grupo guerrillero M- 19 pues un mes antes de la toma, el ministro de Defensa, General 
Miguel Vega Uribe manifestó en la Cámara de Representantes que las fuerzas militares 
habían recibido un anónimo informando de la toma del Palacio de Justicia de Colombia por 
parte del M-19 en similitud a la toma de la embajada de República Dominicana (Cortes, 
2009). 
Veinte años después de estos hechos, en noviembre de 2005, la Corte Suprema de Justicia 
creó una Comisión de Verdad sobre el Holocausto en el Palacio de Justicia de Colombia 
integrada por tres ex presidentes de la Corporación: José Roberto Herrera Vergara, Jorge 
Aníbal Gómez Gallego y Nilson Pinilla Pinilla. En el informe de Maureén Maya, en respuesta 
al informe preliminar que presento la CVPJC, se denuncia que las investigaciones fueron 
secretas, no se celebraron audiencias públicas y se evidenció la intención de la Comisión de 
sostener las versiones oficiales sobre el holocausto, igualmente se ha dicho que: “El informe 
                                               
 
cuando la victoria, que para Gustavo Rojas Pinilla parecía segura, pasó a ser de Misael Pastrana. A 
Rojas, pese a reclamar la presunta manipulación de votos a través de su abogado y ante los medios 





de la Comisión de la Verdad sobre la toma del Palacio de Justicia de se basa en 
declaraciones de testigos sin rostro y toma como verídica la voz de un ex -empleado de Pablo 
Escobar vinculado al paramilitarismo, y quien ya había ofrecido una versión mentirosa 
sobre el caso el año pasado” (Maureén Maya-Fundación cese al fuego. , 2006) al considerar 
que intenta ocultar toda una cadena de irregularidades con las que se pretendía facilitar el 
crimen de Estado.  
En esta misma línea se encuentra que con el establecimiento de esta comisión de la verdad 
sobre hechos sucedidos hace más de 30 años se llegó a la siguiente verdad mediante su 
informe final: que de los 94 muertos, sólo 68 cadáveres fueron identificados y de esos sólo 
54 cuerpos fueron entregados a sus familiares. Adicionalmente se plantea la existencia de 
documentos que certifican el envío a fosa común de un total de 36 cuerpos entre completos 
y carbonizados, unos identificados y otros como NN en cuatro fechas diferentes: 9, 14, 20 y 
23 de noviembre de 1985. Sin embargo, al confrontar dicha documentación con el listado 
general de las necropsias, se observa que la información reseñada es contradictoria y está 
incompleta.  Así, en el oficio en mención se consigna el envío de 9 cuerpos completos 
identificados y 27 cuerpos NN carbonizados. Comparada la información con el listado 
general y los protocolos de necropsia respectivos, la situación muestra inconsistencias (El 
Heraldo.co, 2015) lo cual pone de relieve que la sociedad civil y las organizaciones de 
Derechos Humanos se encuentran inconformes con el informe final presentado por la 
Comisión de esclarecimiento de los hechos de la toma y retoma del Palacio de Justicia de 
Colombia, o al menos parte de éste. 
Es necesario decir que este informe fue utilizado para nutrir el proceso judicial adelantado 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos y declarar la responsabilidad 
internacional del Estado colombiano por estos hechos, es decir, existe una inconformidad 
hacia algunas declaraciones de la Comisión aun cuando esta sirvió como elemento para la 
declaración de responsabilidad internacional.  
Este caso nos permite ver de cerca cómo la sociedad Colombiana ha abordado experiencias 
institucionales de construcción de verdad mediante Comisiones de verdad donde concurren 




crímenes de Estado e insurgentes, así como los límites y ventajas que éstas pueden tener para 
nuestra sociedad y así desde una misma unidad de análisis entender qué espera Colombia de 
las Comisiones de la Verdad y en qué medida el Estado, los insurgentes y demás 
conciudadanos pueden aportar para la construcción satisfactoria de una comisión de verdad 
en escenarios de Justicia Transicional.  
 
3.2.1 Mandato 
La comisión fue creada por la Corte Suprema de Justicia, a cargo de los Magistrados Eduardo 
López Villegas y Edgardo Villamil Portilla, frente a la evidencia de una verdad incompleta, 
la impunidad y el silencio nacional. La comisión sólo fue creada 20 años después de los 
hechos como respuesta a la persistencia de lis sucesivos presidentes de la Corte Suprema de 
Justicia en cada conmemoración, así como la solicitud de las víctimas, en particular de 
quienes fueron víctimas de desaparición forzada. El mandato otorgado a la Comisión de la 
Verdad por la Corte Suprema de Justicia no define el alcance de los hechos puntuales que la 
Comisión debe investigar, como sucede con las comisiones que tienen un objetivo general 
de revisión de las más graves violaciones de derechos humanos y de infracciones al DIH en 
un período determinado, por lo cual se consideró que el encargo se enmarca en un análisis 
histórico de lo ocurrido en el Palacio de Justicia de Colombia a la luz de la normativa vigente 
para la época de los hechos.  
 Esto incentivó la acción jurisdiccional referida a la eventual responsabilidad penal por la 
suerte de estas últimas, es importante poner de presente que dado que la comisión fue gestada 
posterior a los hechos judiciales ya se habían presentado múltiples pronunciamientos sobre 
la responsabilidad estatal y posteriormente el Estado fue hallado responsable 
internacionalmente por desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudiciales y actos de 





La Comisión de la verdad carece de atribuciones jurisdiccionales y de facultades para derivar 
responsabilidades individuales de cualquier índole, por lo que su mandato es esencialmente 
ético, histórico y académico. La Comisión, al estar integrada por expresidentes de la Corte 
Suprema de Justicia5, toma como referente de análisis la normatividad como criterio rector 
de las relaciones sociales, incluido lo relativo a la respuesta frente a situaciones conflictivas 
violentas en el marco de la vigencia de principios inderogables y universalmente reconocidos 
de protección de la persona humana. 
La comisión tenía como objetivos centrales el “dar a conocer de manera integral, para el 
aprendizaje de las nuevas generaciones, para el estudio y evaluación de la sociedad y la 
institucionalidad colombianas y para conocimiento de la comunidad internacional, un 
panorama amplio de la dolorosa verdad sobre lo ocurrido en el Palacio de Justicia de 
Colombia, y honrar, para que no se olvide y no se repita, el increíble sacrificio de las víctimas 
de estos hechos” (Gomez, Jorge, Herrera, & Pinilla, 2010). Es importante hacer evidente que, 
la comisión inicia con el presupuesto que los familiares de las víctimas de los hechos del 
Palacio de Justicia de Colombia  son, a su vez, víctimas, en la medida en que ha sido 
vulnerado su derecho a la integridad psíquica y moral con motivo del sufrimiento que han 
padecido como resultado de las circunstancias particulares de las violaciones perpetradas 
contra sus seres queridos y a causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las 
autoridades estatales frente a los hechos, así como el derecho a que se conozca la verdad de 
lo sucedido y se haga justicia, en este sentido dictamina una lista de afectaciones que han 
padecido los familiares de las víctimas. Esta Comisión de la Verdad, tiene un periodo muy 
concreto de hechos a investigar, dado que el mandato se redujo al 6 y 7 de noviembre de 
1985 (Gomez, Jorge, Herrera, & Pinilla, 2010), así como un universo de víctimas no muy 
claro pues establece: “fueron secuestradas cientos de personas, se destruyó y se incineró el 
templo de la justicia, fue diezmada la Corte Suprema con el sacrificio directo de once de sus 
                                               
 
5 Jorge Aníbal Gómez Gallego, José Roberto Herrera Vergara y Nilson Pinilla Pinilla. 
 




egregios magistrados y se dio muerte a casi un centenar de personas, dejando infinidad de 
víctimas”.  
Esta comisión de la verdad, tuvo dos etapas, inicialmente entre 2005 y 2006 los comisionados 
trabajaron sin ningún apoyo metodológico y emitieron un primer informe que fue objeto de 
múltiples críticas; y posteriormente, para la elaboración del informe final que se hizo público 
en diciembre de 2009, contaron con el apoyo de ICTJ y Ford , es decir que fue una comisión 
integrada por el compromiso particular de los comisionados, quienes contaron con la asesoría 
técnica y metodológica del Centro Internacional para la Justicia Transicional, con apoyo de 
la Fundación Ford y la Comisión Europea. La comisión realizó más de 100 reuniones y 
entrevistas con las víctimas, actores o personas relacionadas directa o indirectamente con los 
hechos y evaluó estas entrevistas bajo el criterio de las reglas de la sana critica. Igualmente, 
la Comisión diseñó e implementó una estrategia de investigación consistente en la consulta 
de fuentes oficiales y privadas, actividad que permitió recoger y sistematizar la información 
contenida en los procesos penales, contencioso-administrativos y disciplinarios; las noticias, 
crónicas y artículos publicados en los diversos medios de comunicación social; los archivos 
que reposan en algunos ministerios, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses, la Procuraduría General de la Nación, la Presidencia de la República, la Cámara de 
Representantes, así como la abundante bibliografía, investigaciones y artículos académicos 
relacionados con los hechos, provenientes de las más diversas fuentes. Sin embargo, hubo 
instituciones públicas, como el Ejército Nacional, y privadas que no permitieron el acceso a 
los archivos documentales y desatendieron sus requerimientos de apoyo.  
Adicionalmente, la comisión apoyó sus investigaciones en el análisis de los procesos, tanto 
judiciales como disciplinarios, adelantados en el curso de 24 años en relación con los hechos 
del Palacio de Justicia de Colombia; en este sentido de reivindicación de las víctimas en junio 
de 2009, la comisión formuló una invitación abierta para la recuperación de su memoria, a la 
que algunos familiares atendieron y entregaron escritos que se incluyen en el Informe como 
un homenaje para dignificar la memoria de las víctimas y agradecer el valioso aporte de sus 





La comisión de la verdad, en su empeño de visibilización, presentó ante la opinión pública, 
en junio de 2008, la página de internet6 que elaboró como un aporte a la construcción de la 
memoria histórica, para que los diferentes actores pudieran contactar a la comisión o 
suministraran información sobre los hechos del 6 y 7 de noviembre de 1985; este mismo año 
se generó un espacio público, en la Sala de Audiencias del Consejo de Estado, donde 
acudieron las víctimas para solicitar a los responsables reconocer los hechos, y la 
continuación de los esfuerzos judiciales y no judiciales para alcanzar la verdad, la justicia y 
la reparación. La comisión funcionó hasta el 2009, presentó en 2006 un informe preliminar 
de los hechos y, posteriormente, en 2007, un video complementario (Asociación Colombia 
Soy Yo, 2017)  y publicó su informe final en 2010. Sin embargo, al ser una comisión creada 
como parte de los esfuerzos desarrollados por el poder judicial, quien en este caso también 
fue “víctima” de los terribles hechos, para establecer la verdad de lo ocurrido, ha tenido 
ciertas consecuencias que la CorteIDH menciona en su fallo, como el hecho de que “sus 
conclusiones no han sido aceptadas por los distintos órganos del Estado a quienes 
correspondería la ejecución de sus recomendaciones” (Centro Internacional de Justicia 
Transicional (ICTJ), 2014) 
                                               
 
6 En el informe se establece que la URL es: www.verdadpalacio.org.co. Sin embargo, se intentó 
seguir el link y la página no está en funcionamiento.  




4. Análisis de los componentes de legitimidad 
en los casos de las comisiones analizadas 
En este apartado, siguiendo lo planteado por Eduardo Gonzales Cueva7,  se busca analizar la 
legitimidad que tuvieron los elementos conceptuales y doctrinales aplicados a la constitución, 
funcionamiento y alcance de la Comisión de Esclarecimiento histórico de Guatemala y la 
Comisión de la verdad sobre los hechos del Palacio de Justicia de Colombia, elementos que 
se analizaran en el orden nacional e internacional como escenarios en los que se puede gozar 
de legitimidad de una institución. Para esto se analizará, de manera comparativa, los 
elementos que se considera influyen en cada etapa de la legitimización de las comisiones. Es 
necesario recordar lo planteado por Marcie Mersky8, quien establece: “(…) la verdadera 
legitimidad de la comisión de la verdad no está asociada con la forma de establecerla. Es 
decir, que se cree vía parlamentaria o por decreto no determina su legitimidad con el tiempo. 
La legitimidad no la da el derecho, la da la práctica. (…) Desde el ICTJ siempre resaltamos 
dos grandes factores de legitimidad: quiénes son los comisionados y cómo se relacionan 
entre sí, y la segunda es el proceso que ellos logren hacer ante la sociedad y las víctimas. 
                                               
 
7 Eduardo Cueva González, en su texto Perspectivas teóricas sobre la justicia transicional. Ensayo 
revisado y ampliado del original presentado en New School for Social Research (NY), 2000. 
Considera que son tres las dimensiones de la justicia transicional que deben incluirse en el análisis 
del impacto de las Comisiones de la Verdad: a) la dimensión político-estratégica, b) la dimensión 
ético-cultural y c) la dimensión técnico- jurídica. 
8 Trabaja con el Centro Internacional de Justicia Transicional (ICTJ, por sus siglas en inglés) desde 
enero de 2011. Actualmente es la directora de Programas. Su relación con el ICTJ, sin embargo, 
comenzó mucho antes con su participación como miembro de su grupo “Gestión de Comisiones de 
la Verdad”, y como consultor en temas de vez en cuando que buscan la verdad. Adicionalmente, 
antes de llegar al ICTJ, ha sido larga su trayectoria en temas como oficial de política de alto nivel en 
varias operaciones de la ONU, incluyendo la comisión de investigación sobre el asesinato de Benazir 
Bhutto (2009-2010), la Misión de las Naciones Unidas de Verificación en Guatemala (2002 - 2004), 
la UNOPS / Guatemala (1999-2002) y la Comisión para el Esclarecimiento histórico de Guatemala 
(1997 - 1999), Comisión de la verdad de Guatemala, donde dirigió una oficina de campo principal y 





Cómo se relacionan, cómo escuchan a todas las partes, a las víctimas, a los perpetradores; 
cómo se explican, si en su trabajo tratan a las personas con dignidad” (Herrera, 2017) 
Las Comisiones de la Verdad, como su nombre lo indica, tienen como objetivo general la 
búsqueda de la verdad para la reconciliación y la paz y, como lo ha establecido la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2006) estas 
requieren de una decisión nacional para su buen funcionamiento y en este sentido es 
pertinente evaluar la legitimidad nacional en tanto es un elemento de titularidad del poder 
por parte de las comisiones, es decir, si a nivel nacional las comisiones gozan de un 
determinado reconocimiento como entes de búsqueda de verdad, en donde si la población 
siente confianza es probable que la Comisión pueda recolectar más información, generar un 
dialogo más personal con la población y así mismo ser vista como una institución confiable; 
para esto es necesario que en los tres momentos de las Comisiones (constitución, 
funcionamiento y publicación de resultados) se encuentre un respaldo social, y en este mismo 
sentido, si la comisión goza de legitimidad, que no sólo está compuesta por la titularidad sino 
también por el ejercicio del poder, la comisión puede hacer vinculantes sus recomendaciones 
y generar el enjuiciamiento de personas, el resarcimiento, la búsqueda de la verdad, la 
reforma institucional, la investigación de antecedentes y las destituciones de cargos o penas 
respectivas (ONU, 2011). 
Por otra parte, es necesario evaluar la legitimidad internacional de las comisiones en tanto 
que, recordando lo planteado por Muñoz (2010), el Estado a nivel internacional sólo se 
configura como tal si garantiza los derechos humanos y en este sentido las Comisiones de la 
Verdad tienen una función en doble vía y una de ellas es la garantía del derecho a la verdad. 
Adicional a ello, según lo planteado por Rúa (2013), la configuración del Estado y la 
necesidad de legitimidad para ejercicio del poder, tiene como una de sus funciones el 
reconocimiento a nivel internacional del Estado como poder político independiente y 
supremo, así como el reconocimiento por parte de la población de que los gobernantes son 
los verdaderos titulares del poder y que por tanto tienen derecho a usarlo, en otras palabras 




la legitimidad internacional de la comisión, y que esta procure ser “exitosa” 9 en sus tres 
momentos, permite que el Estado sea visto como poder político independiente y supremo que 
busca la garantía de los derechos humanos y una reparación integral, y así mismo que el 
gobernante es una autoridad constituida con uso del poder para configurar esta comisión, en 
esto último hay un punto muy interesante respecto al poder del gobernante y las disputas del 
mismo con otras instituciones gubernamentales, como se trabajará más adelante. 
 
4.1 Composición de las comisiones  
4.2  
Comisión de la verdad de los hechos del 
Palacio de Justicia de Colombia  
Comisión de Esclarecimiento Histórico de 
Guatemala 
Esta comisión estuvo compuesta por tres 
magistrados, elegidos por la Corte Suprema 
de Justicia Colombiana, todos ellos fueron 
Presidentes de este alto tribunal  
Esta comisión estuvo integrada por 3 
comisionados, dos eran nacionales y uno 
extranjero, es necesario aclarar que el 
comisionado extranjero fue nombrado como 
presidente de la Comisión por la ONU  
 
Es menester establecer que, para el caso colombiano, el Acta Número 23 de la sesión 
ordinaria de sala plena de la Corte Suprema de Justicia del 18 de agosto de 2005, por medio 
de la cual se constituyó la Comisión de la verdad sobre los hechos del Palacio de Justicia de 
                                               
 
9 Para una mejor compresión de los elementos que permiten el éxito de las Comisiones de la Verdad 
se puede revisar el texto de Ceballos Medina, Marcela “Comisiones de la Verdad : Guatemala, El 
Salvador y Sudáfrica, una perspectiva para Colombia”; presentación Gonzalo Sánchez G. — Editor 






Colombia, no se encuentra disponible para consulta pública, lo cual es de entrada un limitante 
al conocimiento por parte de la población respecto a la configuración de la institución.  
Ahora bien, teniendo en cuenta que la legitimidad es la probabilidad de encontrar obediencia 
a un mandato determinado por parte de una autoridad constituida que asigna el derecho de 
mando y el deber de obediencia, donde los dominados aceptan el mandato como máximas de 
su obrar adoptado por sí mismos (Weber, 2014), encontramos que en el caso de Guatemala 
la designación del presidente de la comisión la realizó el secretario general de Naciones 
Unidas, quién escogió al Alemán Christian Tomuschat, que había sido relator especial para 
Guatemala de la Comisión de Derechos Humanos de la misma institución y quien escogió a 
los otros dos comisionados guatemaltecos, Alfredo Balsells Tojo y Otilia Lux de Cotí 
(Espinoza, Ortiz, & Rojas, 2003), lo que permite evidenciar una relación de dominación de 
las Naciones Unidas sobre Guatemala; en el caso colombiano la designación de los 
comisionados fue llevada a cabo por la Corte Suprema de Justicia, que en reunión de sala 
plena designó a los tres comisionados cuyos requerimientos eran haber sido miembros del 
alto tribunal y tener interés en investigar (Pinilla, 2017). 
En ambos casos podemos ver que, pese a lo establecido por la Oficina del Alto Comisionado 
de Derechos Humanos de Naciones Unidas (2014) respecto a la necesidad de participación 
de la población, en este momento primigenio de la configuración de las comisiones, la 
población civil no tuvo oportunidad de pronunciamiento respecto a los comisionados que 
serían los titulares del poder de investigar los crímenes de derechos humanos cobijados por 
la comisión. En este sentido, se hace evidente que la constitución de las comisiones 
analizadas reforzó una legitimidad de la institución por medio de la cual fueron creadas y 
quienes otorgaron el derecho de mando de las investigaciones y reconocimiento de la verdad, 
donde Guatemala se supeditó a un organismo internacional y Colombia respondió a su alto 
tribunal civil.  
En el orden internacional, es importante tener presente esta dominación debido a que permite 
poner de relieve el compromiso que existía por parte del Gobierno, de garantizar el derecho 
a la verdad y así mismo de hacer uso de sus facultades institucionales para configurar una 




comisión de la verdad. Por una parte que la comisión de Guatemala haya sido generada a 
partir de un acuerdo inter-partes permite evidenciar un presunto interés de ambas partes por 
saldar ese pasado violento y buscar una verdad, pero que la comisión haya sido en gran 
medida mediada por la ONU marca claramente la distancia que sentía el gobierno respecto a 
este mecanismo de verdad, situación agravada por el abandono que sufrió la comisión en su 
instauración puesto que, para la época había una falta de sistematización internacional 
respecto a las CV y fueron los comisionados los que tuvieron que empezar desde cero el 
diseño de la CEH (Arriola, 2007).Contrario a esto, en el caso colombiano es muy marcado el 
interés, si bien no estatal, si institucional de configurar la comisión, interés acaecido porque 
la CSJ, como institución, se vio afectada por los hechos tal como se plasma la carta del 
entonces presidente de la CSJ a uno de los comisionados, donde establece como objetivo de 
la comisión “satisfacer el imprescriptible derecho a la verdad de las víctimas, las que al lado 
de las familias de los magistrados, funcionarios y particulares que fallecieron, está la Corte 
misma, que padeció con la toma del palacio el más grave de los atentados que haya sufrido 
institución alguna en la historia independiente del país, mediante la elaboración de un 
informe, en el que se narren los hechos, se emitan los juicios que emerjan de las 
investigaciones ya elaboradas, o de las que se alleguen, sin que se persiga como fin central 
determinar responsabilidades individuales” (negrilla propia) (Nader, 2005) 
Siguiendo esto, se evidencia una relación de poder respecto a quién designa los comisionados 
y quiénes son escogidos para tal función, es decir, como vemos en el caso guatemalteco la 
elección se hizo por un órgano internacional en escenario de Justicia Transicional, lo cual 
puede reflejar la poca confiabilidad que existía en la sociedad guatemalteca para la elección 
de sus comisionados. Sin embargo, la sociedad civil, en reuniones con las Partes y 
representantes de ésta donde se “escucharon” sugerencias y propuestas sobre el 
procedimiento, solicitó que la CEH se integrara por comisionados que representaran a las 
comunidades indígenas y mujeres, adicional a contar con reconocida honorabilidad, no haber 
participado en las negociaciones y no tener relación alguna con el conflicto a fin de garantizar 
la objetividad e imparcialidad. Pese a esto, esta solicitud fue desoída (Espinoza, Ortiz, & 





que no influyó en las decisiones de configuración de la comisión, e implica considerar que el 
hecho de que la comisión sea constituida por un órgano internacional responde a un 
desinterés Estatal de participar en la configuración de este órgano extrajudicial, ante lo cual, 
el gobierno estaría supeditado a las decisiones que se tomarán por un órgano legitimo para la 
salvaguarda del derecho a la verdad, es importante mencionar que la comisión fue compuesta 
por 2 abogados y una educadora, ésta última era la única mujer y  representante de la 
comunidad Maya, lo cual manifiesta primero una menor representatividad de la comunidad 
más afectada por las graves violaciones de derechos humanos en ese país y segundo, una 
mayor inclinación hacia la configuración de los delitos cometidos que hacía una búsqueda de 
la verdad como mecanismo de paz y una pedagogía de la reconciliación. 
 En el caso Colombiano, la designación fue realizada por la CSJ en respuesta a los diferentes 
clamores de los presidentes de esta institución, en este punto es muy importante mencionar 
que este empoderamiento institucional se hizo muy fuerte en tanto que esta corporación 
estaba en sesión al momento de los hechos y por tanto fueron rehenes en los hechos del 
Palacio de Justicia de Colombia10 y en este sentido afectó directamente a la institución, 
adicional al hecho de que en el Palacio de Justicia de Colombia funcionara la CSJ; situación 
que, lejos de ser negativa pues permitió la creación de una comisión de esclarecimiento y de 
búsqueda de la verdad, da muestra de la relación de poder que existió para la configuración 
                                               
 
10 Los guerrilleros Luis Otero, Alfonso Jacquin y Guillermo Elvencio Ruiz llegaron al despacho del 
presidente de la Corte, Alfonso Reyes Echandía, hacia las 2:00 p. m. y lo trasladaron a la oficina del 
magistrado Pedro Elías Serrano Abadía, ubicada cerca de la escalera que conducía a la azotea, 
donde los reunieron con los magistrados Fabio Calderón Botero, Pedro Elías Serrano Abadía y Darío 
Velásquez Gaviria, de la Sala Penal; Ricardo Medina Moyano, Carlos Medellín y Alfonso Patiño 
Roselli, de la Sala Constitucional, y Fanny González de Franco y José Eduardo Gnecco Correa, de 
la Sala Laboral, así como con los magistrados auxiliares Emiro Sandoval Huertas y Julio César 
Andrade y siete auxiliares judiciales: María Janeth Rozo Rojas, Isabel Méndez de Herrera, María T. 
Muñoz de Jiménez, María Cristina Herrera Obando, Beatriz Moscoso de Cediel, Libia Rincón Mora 
y Nury Soto de Piñeres. De los despachos de los magistrados de la Sala Constitucional estaban las 
secretarias Lyda Mondol de Palacios, Ruth Zuluaga de Correa y Rosalía Romero de Díaz. De la Sala 
Laboral se encontraban en ese piso el magistrado auxiliar Jorge Alberto Correa Echeverri y los 
secretarios de los despachos Hermógenes Cortés Nomelín, Cecilia Concha Arboleda; también había 
algunos visitantes. Los cuerpos se hallaron calcinados. (Tomado del informe final de la Comisión de 
la Verdad de los hechos del Palacio de Justicia de Colombia) 




de la comisión. Estos hechos denotan el poder de mando que tenía la CSJ para, mediante 
acta, darle vida a una comisión de búsqueda de la verdad, aunque no tenía las facultades 
necesarias como para otorgarle un presupuesto institucional, elemento que se vio reflejado 
en su composición dado que los comisionados eran ex presidentes de la misma institución 
que trabajaron ad honorem en esta comisión, paralelo a sus respectivos trabajos en la rama 
judicial (Briceño-Donn, 2017). Este elemento es muy importante tenerlo presente puesto que 
generó unas dinámicas de autoridad y dominio frente a las víctimas, como lo manifiesta, en 
entrevista realizada, René Guarín11 quien relata que “el primer encuentro fue tenso, muy 
tenso, yo recuerdo que fue tenso porque cuando yo entre a la CSJ, no sentía que entrara a 
hablar con personas que pertenecieran a la CV sino con personas de la institucionalidad” 
(Guarín, 2017), esto se debió a que el primer encuentro que se tuvo con la CV fue en la CSJ 
toda vez que no tenía recursos para una sede aparte, igualmente “La CVPJ es un hibrido en 
muchos sentidos porque uno podría decir que es una iniciativa no oficial de víctimas, fue la 
CSJ la gran víctima, una de las grandes víctimas, la que decide crear su propia comisión, 
de hecho en los debates que habían, decían (sic) que era una comisión de parte y no una 
comisión objetiva porque la CSJ tenía un interés en el tipo de verdad que tenía que salir pero 
por otro lado estamos hablando de la CSJ” (Ciurlizza, 2017); es importante establecer desde 
este momento que la Comisión de la Verdad sobre los hechos del Palacio de Justicia de 
Colombia, al no tener recursos institucionales, dejó de funcionar un año hasta que recabó 
apoyo del ICTJ y la fundación Ford, quienes les dieron auspicio técnico y metodológico para 
conformar el equipo que en sus inicios estuvo integrado por un historiador y una antropóloga 
para recolectar la información para que posteriormente un grupo de cuatro abogados, juntos 
con los comisionados, elaboraran la investigación, recolectaran testimonios y finalmente que 
los comisionados pudieran elaborar el informe final (Briceño-Donn, 2017). Ahora bien, es 
preciso tener presente que esta búsqueda estaba presidida por comisionados de la misma 
institución en tanto era una comisión creada por la CSJ para la CSJ, y por tanto todos sus 
                                               
 
11 Hermano de Cristina del Pilar Guarín, víctima del holocausto del Palacio de Justicia, es ingeniero 






comisionados eran abogados, lo cual se refleja en el informe final, donde se hace una 
caracterización de los hechos enmarcados en las normas nacionales e internacionales vigentes 
para el momento, por lo cual es clara la necesidad de adecuamiento de las conductas a los 
tipos jurídicos y no solamente un redescubrimiento de los elementos configurativos de lo que 
se denominó el “Holocausto del Palacio de Justicia de Colombia”.En este sentido cobra 
interés establecer que dos de los tres comisionados habían pertenecido a la sala penal de la 
CSJ y uno más a la sala laboral, lo cual denota una lógica institucional de sancionar los 
hechos acaecidos por la toma y retoma de Palacio de Justicia;  la legitimidad de la Comisión 
anclada a su composición encuentra especial énfasis al considerar que son los comisionados 
los agentes encargados de generar confianza a las víctimas. En el caso Colombiano 
encontramos que, Rene Guarín, al ser entrevistado por la CVPJC, se encontraba “(…) 
entonces muy prevenido, incluso recuerdo que en la CV, uno de los integrantes llegó a 
preguntar si yo había tenido contactos del M-19 para averiguar de mi hermana y mi 
respuesta tajante fue no, porque no, yo no puedo hablar de mi militancia en la guerrilla en 
este momento porque está gente de la institucionalidad y porque este hombre es muy cercano 
a Uribe Vélez y defiende a parapolíticos, entonces cuando él lanza esa pregunta yo le digo 
“no” así, después es que se destapa que yo fui guerrillero y demás, pero en ese momento la 
impresión es esa, esa es la institucionalidad y con ellos hay que estar muy prevenidos porque 
no han hecho nada en 20 años, porque tapan a Belisario, a los militares. Eso fue mutando 
hasta el punto de que hoy en día yo tuve la decisión de invitar a 2 de esos 3 comisionados a 
las exequias de mi hermana, ese hielo se fue rompiendo y rompiendo porque uno ya vio que 
se quitaron la capa de la institucionalidad del Estado y pasaron a ser unas personas más 
cercanas” (Guarín, 2017). Igualmente, en instancias internacionales los comisionados fueron 
percibidos como una “voz de autoridad” en tanto que “a nivel internacional, el informe se 
incorporó completo, por las mismas razones, para tratar de probar cosas que no se habían 
dicho en el proceso penal. Pero también para tratar de reforzar pruebas que eran 
cuestionadas y decir: “no lo decimos nosotros, lo dice un grupo de personas que fue 
designada especialmente para reconstruir unos hechos; estas personas no son cualquier 
persona sino son magistrados del tribunal más alto en la materia en Colombia, o uno de los 




más altos, por llamarlo así, personas que tienen muchísima experiencia en la investigación 
de casos y su voz es por lo menos, dogmática del tema, y la reconstrucción que han hecho, 
es una reconstrucción de muchos años, haciendo una revisión de expedientes, documentos, 
sentencias, luego es al menos una voz autorizada” (Fernández, 2017), en este sentido se hace 
notoria cómo los comisionados son un fuerte anclaje entre la construcción de la verdad y el 
reconocimiento de esa verdad, respecto a otras entidades.  
Hemos visto que la legitimidad tiene una fuerte relación con el poder en el sentido de tener 
la facultad para generar obediencia y tener la capacidad de influir donde se desea y de la 
forma esperada, como vemos en el caso guatemalteco se evidencia el poder que tiene 
Naciones Unidas sobre procesos nacionales y, principalmente, cuando afecta derechos 
humanos, puesto que, contrario a lo solicitado por el grueso de la población guatemalteca, 
respecto a qué comisionados representaran el país, la ONU designó no sólo a un comisionado, 
sino al presidente de la comisión quién había trabajado en la institución y quién designó a los 
demás comisionados, situación que fue aceptada y respetada por la sociedad civil y por el 
Estado Guatemalteco. En el caso colombiano la situación, como ya se explicó, refleja el 
poderío que tiene la CSJ y el interés que en ese momento tenía la institución por el 
establecimiento de la Comisión, contrario a lo que sucedió en Guatemala, en el caso 
colombiano los comisionados no tenían ninguna jerarquía y no se designó un presidente en 
tanto que todos habían gozado del mismo cargo en la institución que configuro la CVPJC, es 
decir, expresidentes de la corte, sin embargo, “en la conmemoración de los 20 años, (a mi) 
alguien (me) filtró un papel en donde se hablaba de la creación de la CV y (me) dijeron que 
tenía que darle un tratamiento muy delicado al acta porque allí se podía ver que la comisión 
no era imparcial porque había nacido de una rama del Estado, la CSJ” (Guarín, 2017), es 
decir, la comisión estaba ya configurada y designada incluso previo a que hubiese un 
pronunciamiento público del interés de configurarlo, a nivel institucional, se vio un cambio 
que permitió a las víctimas evidenciar un nuevo interés por el caso “empieza a haber una 
modificación del Estado, recuerdo que en el año 19 la policía, por ejemplo, nos hecho agua 
y tinta en la sede de la Corte y nos retiró a bolillo. En el año 20, yo ya me encontré con otro 
estado y dije: “esto no es Colombia, esto no es lo que ha pasado durante los últimos 20 
años” resulta que la secretaria de gobierno de la alcaldía mayor de Bogotá me contacta a 
través del CCAJAR y me dice que quieren colaborar de manera decidía en la conmemoración 
de los 20 años del holocausto del Palacio de Justicia, yo voy y me reúno con el subsecretario 
de seguridad de ese entonces y el tipo en una mesa me pone en contacto con gente de la 
policía y la defensa civil y me dice “para los 20 años, lo que uds quieran” es decir que la 
política de Estado cambió al momento de constituir la CVPJC, posición que se refuerza al 





del 2004 que “se dio la orden de que se abriera la investigación por desaparición forzada, 
porque hasta el momento era por homicidios, y en 2007 la Fiscal que tenía el caso, había 
empezado a avanzar en la investigación contra los responsables y tenía ya abiertas 
investigaciones formales. En esa fecha ya definió la situación jurídica de algunos de los 
militares que estaban procesados por desaparición forzada” (Fernández, 2017) y fue gracias 
a esa nueva dinámica que se propicia este ejercicio de memoria, lo cual permite evidenciar 
la preponderancia que tenía la CSJ, como órgano institucional, para poder articular una nueva 
relación de poder respecto a la búsqueda de verdad de los hechos del Palacio de Justicia de 
Colombia. 
4.2.1 Facultades de los comisionados 
Los comisionados per se no tienen atribuciones a título propio, las facultades que estos 
poseen son en virtud de los mandatos de la comisión y en ese sentido se hace necesario 
derivarlas de ahí, puesto que son las comisiones como institución las que gozan de 
legitimidad para, mediante sus comisionados, realizar determinadas solicitudes y exigir 
determinada colaboración. Como podemos ver en el siguiente cuadro comparativo. 
 




Investigar y describir en 
la forma más completa 
posible la naturaleza, 
causas y extensión de 
las violaciones de los 
derechos Humanos 
entre 1960 y 1999, 
incluyendo la 
identificación de las 
personas y 
Recepción y solicitud de 
testimonios de 
ciudadanos exiliados y 
gobiernos 
internacionales.  
No tienen facultades 
jurisdiccionales, pero 
tiene vocación de ser 
Participación de 
algunos países.  
Poco acceso a 
información de las 





No había poder de 
citación. 






utilizado para emprender 
acciones judiciales12   






Colombia Análisis histórico de lo 
ocurrido en 
el Palacio de Justicia de 
Colombia a la luz de la 
normatividad interna 
vigente en la época de 
los hechos. En este 
sentido, según lo dice el 
informe final, el 
mandato de la comisión 
es esencialmente ético, 
histórico y académico.  
Participación de los 
sobrevivientes de los 
hechos del palacio.  








Afectación de la 
situación política 








                                               
 
12 Así el título de un artículo amplio, más allá del mandato de la C.E.H., por BRONKHORST, Daan 
(1998), 
Naming Names. Identity and Identification in Human Rights Work, en Netherlands Quarterly of 
Human 
Rights, Vol. 16, p. 457-474. Cf. también HAYNER (2001), op. cit. supra n. 9, p. 127 et seq. Crítico de 
"hacer mención de nombres" de forma general TOMUSCHAT, Christian (1999a), Human Rights and 
National Truth Commissions, en Baehr, Peter et al., Innovation and Inspiration. Fifty Years of the 
Universal Declaration of Human Rights, Amsterdam: Royal Netherlands Academy of Arts and 
Sciences, 








En este sentido, es importante llamar la atención en lo planteado por Weber (2014) cuando 
establece que una relación de dominación no excluye el que haya podido ser un contrato 
formalmente libre, puesto que tiene relación con un tema controversial,  y es la fuente de la 
legitimidad de la comisión, si bien, como se enunció someramente al principio del análisis 
de los componentes de legitimidad, Marcie Mersky establece que la legitimidad no emana 
del instrumento o medio de creación de la comisión, también se ha planteado, en texto 
consultado de la ICTJ, que la creación por ley puede reflejar mayor apoyo político y fuerza 
institucional. Sin embargo, el proceso legislativo puede ser lento y con frecuencia está sujeto 
a negociaciones impredecibles que podrían afectar la integridad del mandato de una comisión 
(Centro Internacional para la Justicia Transicional, 2013) discusión que refleja las 
contradicciones existentes en el mismo tema y ante lo cual se puede decir que si bien la 
legitimidad no emana únicamente del instrumento de creación de la comisión si es un 
elemento a considerar respecto a la legitimidad, dado que se remonta a una discusión más 
profunda y es respecto a si la legitimidad de una decisión, de un mandato o una autoridad 
depende de la creencia en el procedimiento legal con el que esa decisión se adoptó, esa 
autoridad se eligió o el mandato se cumplió en un ejercicio escrupuloso de la legalidad del 
poder (Del Águila, 2008) o si la institución es legítima por cuanto responde a intereses 
comunes, situación que para los contextos transicionales encontraría un fuerte debate por 
cuanto no sería interés de todos los sectores involucrados en los hechos de violencia revelar 
la completitud de su verdad parcial.  
En un primer momento encontramos que la comisión de Guatemala fue instaurada por el 
acuerdo de Oslo de 1994, aunque empezó a funcionar después de la firma de la paz estable y 
duradera en 1996, es decir que se constituyó, si bien no por un contrato, si por un acuerdo de 
voluntades entre el Gobierno y las fuerzas beligerantes, inclusive la Comisión al haber 
emanado de un acuerdo político entre las partes presentó críticas por cuanto se consideró que 




los acuerdos de Oslo no presentaban un revestimiento jurídico sino que eran meramente 
políticos y es por esto que diez días antes de la firma de la paz, el congreso de la Republica 
había aprobado un decreto titulado Ley de Reconciliación Nacional en donde encarga a la 
CEH, el diseño de los medios encaminados a hacer posible el conocimiento y reconocimiento  
la verdad histórica (Simon, 2002). Sin embargo, como se evidencia en el cuadro de arriba, 
no se dotó a la comisión, y por tanto a los comisionados, de facultades de citación lo cual se 
saldaría con el compromiso del gobierno y por tanto de sus instituciones, para colaborar con 
la búsqueda de la verdad; falencia que no se saldó y que, por el contrario se reflejó durante 
el proceso de búsqueda de verdad puesto que, tal como lo manifiesta el informe final de la 
comisión la colaboración por parte de Instituciones, como el ejército, fue muy limitada y 
reducida13. Es decir, se hizo evidente que, pese a un acuerdo firmado entre las partes, el 
gobierno no sentía una dominación, una vinculatoriedad entre sus instituciones y lo acordado 
y, por tanto, no consideraba legitimo ni el acuerdo ni la institución emanada de él, en el 
sentido de que su colaboración se limitaba a la información que estimaban pertinente 
demarcando un poder sobre los acuerdos y superior al otorgado a la comisión y sus 
comisionados.  
En un segundo momento encontramos que en el caso colombiano, la constitución de la 
comisión y por ende el otorgamiento de facultades a los comisionados no estuvo mediada 
por un acuerdo entre partes sino como respuesta a una necesidad institucional y social de 
verdad, en este sentido encontramos elementos muy interesantes a considerar:  los 
comisionados no gozaban de ninguna facultad, la ausencia de financiación nacional o 
internacional hacia la comisión, así como el hecho de que la CSJ era un poder institucional 
que se había visto gravemente afectado por otro poder, como el militar y esto se relaciona 
con el mandato de la comisión, en cuanto es una reconstrucción histórica de los hechos y no 
realmente un mecanismo para consecución de paz y reconciliación. En esta comisión también 
                                               
 
13 Para ampliar el conocimiento respecto a las dinámicas existentes en torno a las pugnas de poder 
que rodearon la CEH de Guatemala se pueden remitir al texto de Julieta C. Rostica “LA MEMORIA 
EN GUATEMALA: SOBRE COMISIONES DE VERDAD Y EL HALLAZGO DEL ARCHIVO DE LA 





se presentó muy poca participación de las instituciones militares lo que evidencia el poder 
que en el momento ostentaba, y aún ostenta, esta institución incluso desconociendo la 
potestad de la CSJ de otorgar atribuciones y que éstas se consideren legítimas y vinculantes, 
uno de los elementos a considerar en esta ausencia de dominación respecto al estamento 
militar es  “que la CSJ lo que hizo fue crearla y dejarla en el vacío porque no hubo ahí 
ningún apoyo en lo absoluto en lo mínimo indispensable que era tener un asesor jurídico que 
los orientara sobre cuáles eran las normas que ellos tenían que aplicar para interpretar los 
hechos o construir una pequeña base de datos o tener una página web, es decir no tenían 
nada” (Ciurlizza, 2017)  y en este sentido si bien la CSJ creó la CVPJC, no se otorgó, a la 
comisión de una titularidad del poder que emanara de la CSJ lo que limitó el uso de 
herramientas para el ejercicio de dominio que permitiera la recolección de información en 
una de las partes intervinientes en el hecho, el cuerpo militar. Es necesario establecer que esa 
ausencia de facultades, para el caso colombiano estuvo suplida por la colaboración que “fue 
surgiendo a medida que teníamos acceso a los archivos públicos o de personas que tenían 
interés, en eso hubo colaboraciones de personas que ya tenían posiciones oficial públicas” 
(Pinilla, 2017) y así mismo a nivel internacional se percibió que esto era una virtud en tanto 
que: “La CVPJC se creó con la idea de superar lo que es la coacción, el costo es que te basas 
en la cooperación voluntaria de las partes, el gran beneficio es que aquellos que quieren 
colaborar colaboran mucho más con un mecanismo así que con un fiscal o un juez” 
(Ciurlizza, 2017)   
Otro elemento importante a considerar respecto a la comisión de la verdad de los hechos del 
Palacio de Justicia de Colombia  es que no invoca potestad jurisdiccional alguna para la 
Comisión, pues carece de ella por hechos “frente a los que el Estado declinó (la potestad 
punitiva) mediante el indulto”  (Sala plena de la Corte Suprema de Justicia, 2005) lo que 
demuestra una relación de poder distinta a la que se presenta en Guatemala en tanto que el 
contexto nacional de Colombia no está atravesado por una transición, contrario sensu a lo 
acaecido en Guatemala. Este tema del indulto y la amnistía, si bien es un punto de inflexión 
para los procesos de búsqueda de verdad, no es un tema que se vaya a trabajar en el presente 
trabajo.   




Tanto Guatemala como Colombia, permiten evaluar un elemento de la legitimidad planteada 
por Weber, en cuanto que ésta requiere de una autoridad constituida que procura despertar y 
fomentar la creencia en su "legitimidad" de la cual depende el tipo de obediencia, y sus 
efectos, pues es la legitimidad la que permite que la dominación tenga la pretensión de ser 
respetada y controlada en su ejecución y como hemos visto, las comisiones fueron 
constituidas por uno de los poderes del gobierno pero no fueron respetadas ni obedecidas por 
otros poderes estatales, más específicamente, ninguna fue respetada y considerada legitima 
por las fuerzas militares, lo que denota una falta de legitimidad burocrática por parte de la 
autoridad que las constituyó, lo que generó una ausencia de legitimidad, frente al ejército, 
respecto a la comisión, su mandato y las funciones de los comisionados.  
Acto seguido, es necesario recordar lo enunciado por Marcie Mersky, quien establece que un 
elemento de legitimidad de las comisiones es la relación que tienen los comisionados respecto 
a las víctimas y en ese sentido se hace pertinente evidenciar cuál era el acceso que tenían las 
víctimas a la comisión y a los comisionados, que en ambos casos eran tres.  
En el caso de Guatemala, nuevamente, se presenta una situación bastante interesante y es que 
“el equipo de investigación histórica quedó conformado por guatemaltecos, la mayoría de 
los cuales eran cientistas sociales, mientras que los equipos de apoyo y de investigación de 
campo se formaron en gran medida con extranjeros de diversas disciplinas, pero sobre todo 
provenientes de las ONGs que actuaban en el país o de la antigua misión de observación 
internacional de las Naciones Unidas en El Salvador, la ONUSAL” (Arriola, 2007), en otras 
palabras, el equipo que estaba a cargo del acercamiento de la CEH a la población civil estaba 
configurado por extranjeros, ya fuese de ONG’s que actuaban en el país o, nuevamente, de 
la ONU dejando a los guatemaltecos a cargo del grupo de contexto y recuento histórico, esta 
situación permite ver, en principio, dos cosas: La primera hace referencia al desconocimiento, 
y así mismo el deseo de saber, que impera en los guatemaltecos respecto a su pasado reciente 
y la segunda, hace referencia a cómo el campo de interacción social estaba permeado por 
actores que no son nacionales y que por consiguiente no comparten una relación o vinculo 
cultural con los sujetos que eran sujetos pasivos de la comisión, elemento éste que se agrava 





cual representa una barrera comunicacional al momento de hacer frente al mandato de la 
comisión. 
En el caso de Colombia, se sabe que durante el primer año de funcionamiento de la comisión 
se escucharon directamente y filmaron, grabaron o recibieron por escrito los relatos 
espontáneos de cerca de sesenta personas, entre funcionarios de entonces de la Rama 
Ejecutiva (Presidente de la República, ministros); Generales, coroneles y otros miembros del 
Ejército Nacional y de la Policía Nacional; ex integrantes del movimiento subversivo M-19; 
sobrevivientes del Holocausto; familiares de las víctimas; investigadores, periodistas y otras 
personas que, de una u otra manera, tuvieron conocimiento de circunstancias antecedentes, 
coetáneas o subsiguientes de lo sucedido. Además, fueron leídos libros, informes, 
expedientes y providencias relacionadas con el suceso, al igual que observados algunos 
registros fílmicos (Gomez, Herrera, & Pinilla, 2006), es decir que, si al cabo de un año ya se 
había recopilado el testimonio de 60 personas víctimas de estos hechos es lógico pensar que 
la Comisión había realizado un gran esfuerzo en la toma de testimonios y que así mismo 
había sido bien recibida, por parte de la sociedad, la labor que ésta estaba desempeñando en 
tanto que a lo largo de su funcionamiento tuvo una gran aceptación en la búsqueda de la 
verdad, para la CVPJC es en este punto en que empieza a hacerse fundamental, por una parte, 
la elaboración del informe preliminar ya que “sirvió para que se viera que era una labor 
objetiva, muy ceñida a la verdad muy obligada con esa verdad, que no teníamos jurisdicción 
sino que era un informe histórico, académico en equidad y yo creo que eso pudo haber tenido 
efectos positivos en que más personas quisieran colaborar… Yo creo que fue un impulso, 
pero ya cuando se rindió el informe preliminar era mucho lo que se tenía” (Pinilla, 2017) y 
por otra el apoyo brindado por la ICTJ puesto que “sin el ICTJ no habríamos podido sacar 
el libro, yo creo que sin el ICTJ habría sido muy difícil hilvanar las información que 
teníamos, darle cuerpo, darle materialidad, la colaboración del ICTJ fue monumental” 
(Pinilla, 2017), esto fue percibido en el ámbito internacional como una superposición de 
facultades pues “se suponía que era una asesoría para que el informe tuviera una estructura 
y hubiera una lógica pero luego salió el tema de la sistematización, el tema de los 
practicantes, el tema de la comunicación, de una página web, de encuentros públicos con 




víctimas y usar el tema de la CV para debates más públicos sobre el significado del caso, 
para Colombia, entonces lo que comenzó siendo un compromiso muy pequeño y puntual 
terminó siendo un compromiso de vida”  y en este sentido es pertinente establecer que este 
compromiso que había sido adquirido, inicialmente, por la CVPJC no habría sido 
materializada en tanto no se contara con el aporte internacional.  
Finalmente, en relación con la dicotomía que se presenta entre lo nacional-internacional es 
pertinente resaltar que ninguna de las dos comisiones bajo análisis tenía la facultad de 
individualizar responsabilidades, aun cuando ambas directa o indirectamente sirvan, y en el 
caso de Colombia sirvió, para derivar responsabilidad internacional lo cual refleja una tensión 
entre la legitimidad nacional y la legitimidad internacional, a saber, a nivel nacional existe 
una intención de ser legitimo en el orden internacional para ser reconocido como Estado 
soberano y para ello se hace necesaria la protección y promoción de los DDHH, pretensión 
que se ve mediada o limitada por conservar el imaginario de titularidad del poder y ejercicio 
del mismo, lo cual se refleja en la necesidad de que las acciones armadas iniciadas por el 
Estado durante el tiempo en conflicto se encuentren legitimas por un interés superior y por 
tanto no se consideren graves violaciones de DDHH, lo cual explica la poca colaboración 
que ambas comisiones tuvieron por parte de las fuerzas armadas; pero, a nivel internacional 
existe una pretensión de hacer pública una verdad  que permita una confirmación de la 
legitimidad del orden internacional, lo que genera en el caso guatemalteco, que sean los 
órganos internacionales los que medien la configuración de búsqueda de la verdad y todo el 
proceso que esto genera y en el caso colombiano, una sanción internacional que está 
supeditada en gran parte al informe de la CV, este último punto será analizado con mayor 
detenimiento en el acápite de resultados de la comisión.   
 
4.3 Proceso de construcción de la verdad  
Analizada la primera etapa de legitimización de las comisiones, pasaremos a analizar qué 





perspectiva transversal de recolección de la información y el método de elaboración del 
informe. 
Un punto inicial por mencionar en las comisiones es el momento en que estas son instauradas, 
por cuanto el contexto genera unas dinámicas que influyen en la construcción de la verdad. 
Para el caso Guatemalteco, encontramos que la comisión se constituyó inmediatamente 
después que el régimen cambió, con la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera del 29 de 
diciembre de 1996 y para el caso Colombiano la comisión se constituyó 20 años después de 
sucedidos los hechos pero no había habido ningún cambio en la estructura política ni 
económica del país, es necesario recordar lo planteado por Foucault cuando hace referencia 
a la segunda historia de la verdad y cómo está se encuentra permeada por las construcciones 
sociales, en el sentido de que, como este mismo autor lo plantea lo que se discute no es la 
verdad en si misma sino las pugnas constantes por el poder. Es decir, el momento en que una 
comisión es constituida y empieza a funcionar es fundamental puesto que entra a jugar con 
unas dinámicas de poder que están constituidas o que se empiezan a constituir y que permean 
la verdad que los diferentes actores pueden expresar dependiendo del poder que éstos tengan 
o los poderes que estén en juego en ese momento, entendiendo esto es que se hace más 
comprensible los limitantes que tuvo cada comisión respectivamente a saber, ya sea la poca 
participación de las fuerzas militares en ambos casos, así como la baja persecución penal y 
disciplinaria que se tuvo en ambos contextos. 
Con relación a lo anterior, podemos encontrar que, tal como se había dicho previamente, las 
Comisiones de la Verdad, al ser un mecanismo extrajudicial de obtención de verdad como 
garantía de derechos y derecho en si mismo, no sustenta su legitimidad únicamente en su 
constitución pero ésta contribuye en la capacidad que tiene la comisión para la obtención de 
testimonios, tal como lo establece Mejia (2011) el derecho no recibe su legitimidad a través 
de la forma legal en sí misma, ni por un contenido moral previamente determinado, sino por 
el procedimiento legislativo que engendra legitimidad, pues es este procedimiento legislativo 
el que en un primer momento genera confianza en una sociedad afectada por hechos 
violentos; en el caso Guatemalteco hay una situación particular en relación al revestimiento 




jurídico que tuvo la comisión, puesto que, como ya se mencionó sólo 10 días antes de que 
empezara su funcionamiento se sancionó una ley de reconciliación, lo que ubicó a la comisión 
en un escenario de institución hibrida por cuanto había sido creada por un acuerdo 
internacional y se había ratificado en orden nacional, aunque esto impuso , en un primer 
momento, una restricción respecto a la normativa a utilizar para el análisis de los hechos 
violentos respecto al DIH, que había sido ratificado por Guatemala, puesto que habían 
momentos en los que no era aplicable y su uso podría generar una des-legitimización por 
parte del gobierno al considerar la comisión como un ente parcial y por tal razón la comisión 
se decidió incluir al marco de referencia de ‘‘hechos de violencia’’ los ‘‘principios comunes’’ 
(Simon, 2002), es decir, la CEH se configuró inmediatamente después que hubo la transición 
de régimen pero sólo encontró un revestimiento jurídico pocos días antes de iniciar su 
funcionamiento lo que generó-y aún genera-que una parte de la sociedad considerara que 
sólo se trataban de acuerdos políticos sin un interés real sobre las víctimas (Medina, 2009), 
es decir que la legitimidad legal de la comisión fue dudosa al ser tan acelerado el proceso y 
tener un revestimiento legal muy sorpresivo.  
En el caso colombiano, la comisión tuvo un proceso sustancialmente distinto en varios 
aspectos, en un primer momento no se generó en un contexto de transición propiamente dicho 
pues si estaba enfrentado cambios políticos en su percepción de reparación dado que “era la 
primera vez que se empieza a pensar que un ejercicio oficial pero no judicial de cubrimiento 
de los hechos y de construcción de una memoria común sobre la violencia se podía dar y 
entonces la CVPJ era una especie de piloto” (Ciurlizza, 2017); sin embargo esta construcción 
social, hasta ahora naciente no pudo eludir esa necesidad de verdad inmediata que caracteriza 
a las CV y por tanto sólo varios años después fue que se vio, por parte de la CSJ, la necesidad 
de conocer lo ocurrido en estos hechos, esto también implico que la CV se instaurara en un 
escenario que no había iniciado, ni iba a iniciar por cuenta de la comisión, un cambio en lo 
político, jurídico o económico, respecto a la construcción de la verdad son diferentes las 
perspectivas que se tienen en relación con la implementación tardía de la búsqueda de la 
verdad, desde la perspectiva de los comisionados el transcurso de los 20 años “colaboró para 





victimas el hecho de que la comisión se instaurara tanto tiempo después de ocurridos los 
hechos implica una intención política más no jurídica y en ese sentido “a eso es a lo que los 
familiares de los desaparecidos vamos a jugar, a darle un manejo político y no jurídico 
porque no tenemos mayores esperanzas” (Guarín, 2017) lo cual debela un matiz muy 
interesante respecto al limitante temporal que tienen las CV para romper con el miedo a 
declarar sin por ello esperar tanto como para que se pierda la credibilidad de su objetivo. Otra 
diferencia que presenta el caso colombiano con el guatemalteco es respecto al revestimiento 
legal-racional que tuvo la comisión por cuanto está se constituyó mediante acta de la CSJ, 
donde no hubo un proceso legislativo legítimo que incoara en la sociedad colombiana la 
necesidad de conocer lo acontecido ni que demostrara la importancia que este proceso podía 
tener, y como se mencionó anteriormente, las victimas conocieron de la configuración, por 
parte de la CSJ, de la CV en la conmemoración de los 20 años del holocausto, lo que generó 
de entrada una desconfianza hacia la institución por cuanto había sido creada por la 
“institucionalidad” aun cuando ésta había tenido un cambio en el ejercicio del poder hacia 
las victimas e incluso la violencia simbólica que implicaba la no investigación de los 
presuntos responsables se vio configurada en tanto que “jurídicamente a los pocos meses de 
que se conmemoran los 20 años vemos que la fiscalía nombra a una fiscal delegada ante la 
Corte para que asuma los casos y es la fiscal Angela María Buitrago Ruiz” (Guarín, 2017); 
este rezagó de la participación en la configuración de la CVPJC también permeo el ámbito 
internacional puesto que la colaboración del ICTJ se da: “alrededor de los procesos 
judiciales, que el entonces fiscal general empieza a lanzar contra el coronel Plazas Vega y 
otros responsables, por una decisión del Fiscal General pero jugando muy en pared con la 
CSJ. Era toda la época de la eclosión de la parapolítica, entonces el Fiscal Mario Iguarán 
decidió abrir proceso contra los que resultaron responsables, porque una de las cosas 
características de los hechos del Palacio de Justicia, a parte de la gran impunidad que lo 
rodeo, fue que el gran tema pendiente era el de los desaparecidos, junto a eso había otros 
temas que iban saliendo pero el de los desaparecidos era el tema central, entonces como 
consecuencia de esas acusaciones, nosotros como ICTJ estábamos trabajando muy de cerca 
de la Fiscalía en el tema de Justicia y paz  y con la unidad de DDHH y DIH. Yo recuerdo 




que en una de las visitas que hicimos nos contaron que estaban por lanzar estos procesos y 
que esto iba a ocurrir al tiempo que se creaba la CVPJ, esa fue como la primera noticia de 
que algo grande venia” (Ciurlizza, 2017) en este sentido es evidente que la perspectiva 
transversal de Justicia Transicional (Oficina del Alto comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, 2006) no estaba siendo implementada en el país y que el 
conocimiento de este instrumento extrajudicial estuvo anclado al desarrollo judicial de las 
investigaciones penales. 
Ahora bien, esta legitimidad legal racional está muy relacionada con la sensación de 
legitimidad que se le puede impregnar a la CV para que la comunidad sienta la confianza 
necesaria para la construcción de la verdad puesto que la legitimidad de las regulaciones 
legales encuentra sustento en el interés general, el cual es alcanzado mediante un proceso de 
consenso comunicativo en el seno de diferentes voces de la sociedad (Habermas, 1987). Esto 
se hace muy evidente en el caso guatemalteco, donde pese a que, Monseñor Quezada Toruño, 
presidente de la ASC, antes de que la comisión empezara su funcionamiento dijo: “la forma 
como fue creada (…), no satisface el deseo legítimo de conocer la verdad, sólo cumple con 
un formalismo. Los familiares de los desaparecidos se sienten defraudados, el gobierno y la 
URNG acordaron que funcionará no como la demandan las víctimas, sino en lo mínimo que 
exigió la comunidad internacional” (Rostica, 2005), tuvo apoyo por parte del sector social 
pues recientemente había trabajado en el proyecto REMHI14 lo que permitió una mayor 
recolección de testimonios, gracias a esto, la CEH pudo recoger testimonios de cuatro 
décadas en un año, esta colaboración fue muy importante en tanto que la comisión tuvo un 
acceso limitado a regiones y fue mediante las oficinas descentralizadas y la cooperación de 
                                               
 
14 Proyecto de Recuperación de Memoria Histórica. En 1995, dos años antes de la firma de los 
Acuerdos de Paz entre el gobierno de Guatemala y la URNG, la Oficina de Derechos Humanos del 
Arzobispado (ODHAG) inició un proyecto para recoger testimonios sobre las violaciones de los 
derechos humanos en Guatemala. El objetivo inicial de este proyecto era dar insumos a la futura 
Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH) cuyo acuerdo básico había sido ya logrado sobre 
el papel en las negociaciones entre el gobierno y la guerrilla. El proyecto REMHI quería, en un 
principio, avanzar en el trabajo que posteriormente tendría que hacer la CEH contribuyendo a hacer 





ONG’s y sociedad civil, por medio del proyecto REHMI, que pudo acceder al territorio, acá 
es menester poner de presente la legitimidad carismática que se planteó con anterioridad pues 
el proyecto fue liderado por el arzobispado, lo que generó una cercanía con la población, es 
importante reconocer que la CEH también contrató traductores de lenguas Mayas aunque no 
se pudieron abarcar todos los dialectos. Por otra parte el acceso, relativamente amplio, para 
documentos oficiales se vio limitado por una reducida cooperación del ejército, quienes 
destruyeron documentación (Medina, 2009), es decir que la CEH encontró grandes 
dificultades a la hora de recabar fuentes escritas (prensa, boletines, partes de guerra, planes 
de campaña, reglamentos, programas políticos, etcétera) porque, por un lado, los documentos 
de la guerrilla eran escasos debido a su destrucción masiva y a las reticencias de sus dirigentes 
para aportar los registros de datos existentes; y por el otro, siempre estuvo prohibido el acceso 
a la mayoría de las fuentes castrenses y gubernamentales (Arriola, 2007). 
En este sentido se refleja las dinámicas de poder que son transversales a la legitimidad por 
cuánto estas moldearon las formas de acceder a la información a razón de que si bien los 
testimonios se recolectaron en Español, como lengua oficial, y en lenguas Mayas (de la 
mayoría de las víctimas) este acceso a la población fue viable por las ONG’S que ya se 
encontraban en territorio o por el episcopado; pese a esta cercanía que existió entre la CEH 
y la población, las víctimas no fueron escuchados en público y toda la investigación se hizo 
a puerta cerrada, se podría considerar que esto se debió a cuestiones de seguridad lo que 
refleja el monopolio del uso de la fuerza que tenían los implicados en los hechos violentos. 
Ahora bien, en el caso colombiano la legitimidad legal racional permite ver la relación que, 
posteriormente existió entre la comisión y las víctimas, en el sentido de ser un consenso al 
que llegó la CSJ y que, posteriormente, implicó a las víctimas, se refleja en varios elementos, 
como ya se mencionó, está la constitución de la comisión mediante acta privada en sala plena 
de la CSJ. Posteriormente está la designación de los expresidentes como comisionados y por 
último la construcción de la verdad que inició con una recolección de información sobre lo 
que había ocurrido en los hechos del palacio para posteriormente vincular a las víctimas 
(Briceño-Donn, 2017). En estos últimos dos momentos, es necesario detenernos un poco 




puesto que al ser los comisionados expresidentes de la CSJ y, para el momento de la CVPJC, 
funcionarios públicos los primeros acercamientos que tuvieron con las victimas reflejaron su 
status como detentores de la función pública y por tanto de la legitimidad burocrática, 
situación que posteriormente fue cambiando mientras se recolectaban los testimonios y la 
construcción de la verdad empezaba a implicar una responsabilidad del órgano estatal. Otro 
elemento a considerar, fue el trabajo que hizo la CVPJC, apoyada por el ICTJ y la fundación 
Ford, en tanto que utilizaron como herramienta para la construcción de la verdad el 
seguimiento a los juicios que se estaban llevando a cabo por la presunta responsabilidad de 
agentes estatales, lo que permitió un acercamiento a las víctimas (Briceño-Donn, 2017), así 
como evidenciar las situaciones de poder que se encontraban inmersas en la construcción de 
la verdad, puesto que los que ostentan el poder no estarán interesados en otorgar toda la 
verdad so pena de perder el control del poder (Foucault, 1973) y más en este escenario donde 
se discutía un exceso de uso de la fuerza por parte de las Fuerzas Armadas en la retoma del 
Palacio de Justicia de Colombia y que en su momento se presentó como una defensa de la 
democracia.  
 
4.3.1 Herramientas de las víctimas y el papel de los comisionados 
4.3.2  
Palacio de Justicia de 
Colombia  
Guatemala 
• Página web  
• Un evento público 
• Entrevistas 
• Publicación en el 
periódico El Tiempo 
el 31 de agosto de 
2009. 
• 14 anuncios en diarios y revistas de circulación 
nacional, periódicos semanales regionales y en una 
revista centroamericana.  
• En radio se produjeron, en 9 idiomas mayas y 
español, 12 cuñas y 6 microprogramas, que fueron 





cobertura nacional y el resto de cobertura local o 
municipal.  
• Los medios alternativos de comunicación más 
utilizados fueron afiches, volantes y trifoliares, una 
historieta popular concebida para analfabetas o 
personas que apenas supieran leer.  
• Desde septiembre de 1997 hasta abril de 1998: 
visitaron cerca de 2,000 comunidades. 
• Testimonios internacionales 
 
Como se ha hecho evidente hasta el momento, la magnitud de la CEH sobrepasa 
sustancialmente a la comisión de la verdad sobre los hechos del Palacio de Justicia de 
Colombia, esto se debe principalmente a que la CEH abarca todo un contexto de transición 
y por tanto tiene un periodo y unos hechos de investigación mucho más amplios, lo cual hace 
necesario una mayor cobertura, mientras que la comisión del Palacio de Justicia de Colombia 
se centra en un periodo mucho más reducido y en unos hechos precisos, igualmente esta 
magnitud también está mediada por los recursos económicos destinados al funcionamiento 
de las CV y en este sentido la CVPJC tiene una magnitud más reducida aunque esta asimetría 
no impide analizar los elementos de legitimidad de ambas comisiones, teniendo siempre 
presente la diferencia del impacto que ambas pudieron tener.  
Hecha esta precisión encontramos que la recolección de información está ligada a lo 
planteado por Joinet (1997) respecto a que “No se trata solamente del derecho individual que 
toda víctima, o sus parientes o amigos, tiene a saber qué pasó en tanto que derecho a la 
verdad. El derecho de saber es también un derecho colectivo que tiene su origen en la historia 
para evitar que en el futuro las violaciones se reproduzcan”, en este punto es necesario 
considerar dos vertientes de esa afirmación, por una parte está el deber de memoria por parte 
del Estado, lo cual se evidencia en las diferentes acciones encaminadas a cumplir con este 




deber y por otra parte está el deber de las victimas (directas o indirectas) y de la sociedad en 
general de utilizar las herramientas dispuestas por el estado para la construcción de la verdad. 
Por una parte, como vemos en el cuadro superior, la CEH tuvo un mayor espectro de 
divulgación de su funcionamiento, sus objetivos, de requerimiento a la población y por tanto 
un dominio mayor sobre los medios de conocimiento y recolección de la información, es 
decir, encontramos que el Estado, en cumplimiento del mandato de organismos 
internacionales, facilitó el ejercicio del poder sobre los medios de comunicación para que la 
CV pudiera ser conocida y contactada por la población, esto permitió, a través de la 
cooperación con organizaciones de DDHH, asistencia a exhumaciones, servicio médico y  
sicológico, rituales públicos de los cerca de 500 testimonios colectivos, registrando 7,338 
testimonios.  
Por otra parte la comisión de los hechos del Palacio de Justicia de Colombia, como ya se 
había mencionado, tenía limitaciones de presupuesto por lo que en principio el contacto con 
las victimas era mediante “el teléfono, los teléfonos nuestros…La página la organizamos, yo 
creo que recién empezamos y pues no había la gran capacidad de cobertura que tiene 
internet ahora pero si fue muy importante acudir a ella para hacer los contactos con la 
gente... hubo algunas manifestaciones de los medios de comunicación, que hacía 
comentarios y eso calaba y de una u otra manera íbamos estableciendo contacto, y una 
tenacidad gigantesca buscando gente; una cosa espontanea, fuimos tocando puertas y 
avanzando, y si hubo divulgaciones por los medios de comunicación masiva contactando a 
la gente” (Pinilla, 2017) es decir, que el dominio en los medios de comunicación existió 
aunque no fue ampliamente registrado por la CVPJC, aunque esto permitió que se mantuviera 
la legitimidad de la CVPJC en tanto que fueron los comisionados quienes practicaron las 
entrevistas a las víctimas (Ciurlizza, 2017) (Fernández, 2017), de igual manera el limitado 
presupuesto también afecto la realización de audiencias públicas, contrario a lo ocurrido en 





y sólo uno fue con relación a las víctimas15, “éste espacio se utilizó también para hacer 
público el funcionamiento de la comisión y se realizó en la sala de audiencias del Consejo 
de Estado como evento abierto a la que asistieron ONG’s y las víctimas, al ser una 
presentación de la CV el comisionado Nilson hizo una intervención donde explicó los fines 
de la comisión, también hablaron victimas sobrevivientes como Nicolás Pájaro, quien al 
momento de los hechos era magistrado auxiliar sobreviviente, y familiares de víctimas como 
Yesid Reyes, hijo de Reyes Echandía; casi todos los familiares de los desaparecidos 
asistieron al encuentro, es menester precisar que fue en razón a este encuentro que se hizo 
evidente la necesidad de contactar a más víctimas y a personas que pudieran conocer 
información sobre estos hechos, por lo cual se creó una página web, que fue financiada por 
la ICTJ y que posteriormente la sostuvo un comisionado, en donde había una casilla de 
interacción con las víctimas y donde la comisión tuvo acceso a personas que poseían algún 
tipo de información respecto a los hechos del palacio” (Briceño-Donn, 2017), sin embargo 
es esencial resaltar el cambio de percepción en la legitimidad que tuvo la comisión por parte 
de las victimas por cuanto estuvo respaldada por el ICTJ: “Hubo un par de eventos, hubo 
uno en el hotel Tequendama y ese evento fue muy odioso porque no nos dejaron entrar, 
entraron los comisionados y presentaron el informe (preliminar) en el hotel Tequendama en 
el primer piso y nosotros lo que hicimos como familiares fue pararnos afuera con las fotos y 
como habían puesto mucho militar para que protegieran el sitio, subimos unas fotos con los 
militares con las botas caminando alrededor de las fotos… Después fue que se dio el evento 
de la Javeriana, donde se abrió la comisión, antes de eso hubo la reunión en la CSJ con los 
magistrados en donde ya se abrió mucho la comisión y ya después llegaron las personas que 
los asesoraron y hubo una reunión en el ICTJ y luego hubo un evento que hicimos en el 
auditorio del Consejo de Estado en donde ya existía más la comisión en forma” (Guarín, 
2017) en este sentido se pone de relieve como la legitimidad es la que permite la dominación 
                                               
 
15 Este encuentro se realizó un año y medio después de iniciado el funcionamiento de la comisión 
en diciembre de 2008 y fue después del informe preliminar presentado en 2007, cuando los 
comisionados aún no tenían la asistencia técnica brindada por el ICTJ y la fundación Ford.  




aun cuando la razón de esta legitimidad éste supeditada al fundamento de la autoridad 
(Weber, 2014), y en este caso, se evidencia una dominación mediada por la legitimidad 
carismática basada en la creencia de la ejemplaridad, en el siguiente orden: Inicialmente la 
CVPJC no gozaba de una creencia de ejemplaridad en la protección de los intereses de las 
víctimas por cuanto había sido creada por la CSJ y estaba configurada por agentes de la 
estatalidad, quienes aún conservaban las formas burocráticas, pero en cuanto se inició una 
participación del ICTJ, quienes gozaban de un reconocimiento en la materia, se percibió una 
legitimidad carismática para la protección de la verdad y en ese sentido se percibió una 
apertura por parte de la CVPJC para con las víctimas y así mismo la concepción de las 
victimas respecto a la CVPJC varió en tanto la lógica diferenciada se “rompió cuando fuimos 
convocados a los eventos, se trataba de conocer la verdad de Palacio, sí, pero la verdad de 
todos” (Guarín, 2017). 
Otro escenario que permitió a la comisión tener cercanía a las víctimas fue el seguimiento 
que hizo la comisión  a los juicios que se habían iniciado contra activos de las fuerzas 
militares por su presunta responsabilidad en los hechos, lo que permitió que la Fiscal Angela 
María Buitrago, que estaba a cargo del proceso penal iniciado contra el coronel Alfonso 
Plazas Vega y otros dos militares, se acercará a los integrantes de la comisión y así mismo 
pusiera en conocimiento de éstos nombres de algunas de las víctimas que, hasta ese momento, 
no se conocían (Briceño-Donn, 2017). Como se hace evidente, en este caso el Estado 
Colombiano no facilito el dominio de los medios de comunicación para permitir una 
construcción de la verdad y las facultades otorgadas a la comisión fueron muy ambiguas lo 
que implico que las cartas enviadas por la Comisión a los diferentes órganos estatales, en 
muchos casos, no fueran contestadas; adicionalmente la comisión de la verdad “tuvo que 
superar una dificultad para acceder a las personas porque estas no se podían comunicar o 
no querían hacerlo por miedo a ser estigmatizados, principalmente los familiares de víctimas 
y pertenecientes al m-19” (Briceño-Donn, 2017), lo que generó un trabajo adicional de la 
comisión puesto que en algunas ocasiones, contrario a lo que sucedió en Guatemala, la 
comisión era quien buscaba a las víctimas para narrar su historia y no al revés “nos buscaban 





conocían a las personas que nos daban el dato de contacto y le escribíamos o lo llamábamos 
y le decíamos que si se reunían con nosotros” (Pinilla, 2017). 
El caso colombiano, tiene un elemento muy importante para resaltar en el proceso de 
construcción de la verdad desde el apoyo internacional, puesto que, si bien la comisión se 
creó en el 2005, en un primer momento ésta recolectó información periodística de lo ocurrido, 
así como el primer contacto de los comisionados con las víctimas. Sin embargo, dado que no 
tenía ningún tipo de destinación económica la comisión tuvo que parar su funcionamiento 
hasta 2007, cuando consiguió apoyo logístico de la fundación Ford y el ICTJ, es decir, que 
el Estado Colombiano, representado por la CSJ dio vida a la comisión de la verdad como un 
ejercicio de su poder para búsqueda de la verdad, pero esto no tenía un respaldo financiero y 
tal como lo establece la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas (2006), las 
comisiones requieren de voluntad política e independencia operacional, es decir que 
requieren de la asignación de fondos públicos que permitan mantener una independencia 
puesto que la legitimidad y la confianza del público, depende de la capacidad de la comisión 
para trabajar sin injerencias políticas, situación que no se presentó en Colombia puesto que 
la CV sólo era de interés de unos pocos “ La CSJ se mantenía informada, yo creo que no 
como Corte tanto como algunos magistrados que siempre evidenciaron más que se hiciera 
esa verdad, yo creo que el interés era de todos los magistrados por supuesto, no sé cómo era 
el proceso interno yo creo que entre ellos se estaban conversando qué se estaba haciendo, 
me imagino en sala que de cuando en cuando lo manifestaban pero la CSJ nunca nos hizo 
unas exigencias, hubo ahí una autonomía técnicamente concedida a partir de las mismas 
dificultades que teníamos” (negrilla propia) (Pinilla, 2017), en este sentido es evidente como 
lo que en algunos puntos fue un limitante, la deficiencia presupuestaria, fue utilizada 
favorablemente por parte de la CVPJC en tanto el reclamo de autonomía y en compensación 
a esto la CV obtuvo un gran apoyo internacional que otorgó asistencia técnica y de política 
sin injerencia en las investigaciones y trabajo de la comisión, lo cual suplió las falencias que 
está tuvo sin restarle legitimidad de titularidad del poder, es pertinente establecer que el papel 
que tienen los comisionados para otorgar herramientas a las víctimas es fundamental en la 
configuración de legitimidad independiente de otros elementos en el sentido de que a “pesar 




de la nulidad de recursos que tenían si encontramos, que los tres (comisionados) estaban 
muy metidos y que tuvieron un proceso de conversión de tres expresidentes de CSJ ajenos a 
temas de DDHH a tres personas muy comprometidas con el caso, pero más allá del caso con 
una visión distinta de lo que había sido la violencia en Colombia, y no requirió plata” 
(Ciurlizza, 2017) 
En resumen, hasta el momento hemos encontramos que, si retomamos los componentes de 
legitimidad considerados, por algunos autores, implícitos en la norma y   consideramos las 
CV como una figura constituida por una norma que tiene como fin la búsqueda de la verdad, 
habremos abordado dos aspectos de la legitimidad de la norma y por tanto de legitimidad de 
las CV:  
1.La que deriva de la legalidad: Por cuanto se analizó la constitución de la comisión, y 
las normas generales por las cuales cada comisión estuvo regida, así como las 
implicaciones que esto tuvo en la aplicación y ejecución del mandato.  
2.La que deriva del reconocimiento y la aceptación social (eficacia): que se manifiesta 
en la habitual obediencia de la población al poder constituido (legitimidad sociológica), 
es decir, en la legitimidad que tuvo la CV para la recolección de la información y la 
construcción de la verdad, lo cual tiene una gran implicación en la legitimidad 
axiológica que pasaremos a analizar. 
3. La legitimidad axiológica hace referencia a aquella que deriva de la justicia de las 
decisiones del poder político, sin embargo, al estar adaptando esta definición a la figura 
de las Comisiones de la Verdad, se hace necesario entenderla como la legitimidad que 
deriva del respaldo de las decisiones del poder político, tanto por sus propias 
instituciones como por organismos internacionales, dicho en otras palabras, esta 
legitimidad, para nuestro objeto de investigación, está relacionada con las conclusiones 






4.4 Resultados de las Comisiones, basados en los 
Informes finales de éstas  
4.5  
Guatemala (Simon, 2002) Colombia 
• Saldo en muertos y desaparecidos del 
enfrentamiento armado llegó a más de 200 
mil personas. 
• En el periodo crítico de la campaña de 
violencia masiva entre los años 1981 y 
1983, entre 500 mil a un millón y medio de 
personas tuvieron que refugiarse en 
campamentos, desplazarse internamente o 
buscar refugio en el extranjero y esto en un 
país que en 1981 contaba, según cifras 
oficiales, con seis millones de habitantes. 
• Una ideología anticomunista perversa 
consideraba cualquiera que abogaba por 
esfuerzos reformistas como enemigo del 
Estado, esto fue apoyado por USA en el 
plano militar mediante asistencia destinada 
a reforzar los aparatos de Inteligencia 
nacionales y entrenar a la oficialidad en la 
guerra contrainsurgente 
• Un total de 42.275 víctimas donde el 93% 
de las infracciones del orden jurídico eran 
responsabilidad del Estado, mientras que a 
los grupos armados de la insurgencia se 
• Los rehenes sobrevivientes que lograron 
salir del Palacio los días 6 y 7 de noviembre 
fueron trasladados a la Casa del Florero y, 
posteriormente, en la mayoría de los casos 
después de ser registrados, interrogados e 
identificados plenamente por autoridades 
militares de inteligencia, se les permitió ir a 
sus residencias o fueron trasladados a 
centros hospitalarios. 
• Otros rehenes, denominados “especiales” 
por la fuerza pública, fueron trasladados al 
segundo piso de las instalaciones de la Casa 
del Florero, y posteriormente varios de 
ellos fueron remitidos a instalaciones 
militares. Algunas personas, siete de ellas 
plenamente identificadas como rehenes y 
una guerrillera, que salieron con vida del 
Palacio y fueron trasladadas a la Casa del 
Florero, posteriormente desaparecieron. 
Con excepción de Ana Rosa Castiblanco, 
cuyos restos fueron identificados años 
después, se desconoce aún la suerte de las 
demás víctimas. 




atribuyeron un 3%146 y el 4% restante a 
otros grupos armados y personas sin 
identificar. 
• El 83% de todas las víctimas plenamente 
identificadas pertenecían a la población 
Maya. 
o La CEH determinó que hubo una 
política de genocidio con una 
responsabilidad del Estado de 
Guatemala, debido a que estos actos 
fueron obra de una política 
preestablecida por un comando superior 
a sus autores materiales 
o Fue el Estado mismo que había 
reprimido las libertades políticas de sus 
ciudadanos con métodos terroristas. 
• La comisión atribuyó al Estado de 
Guatemala, en el periodo investigado, más 
de 54.000 violaciones al orden jurídico que 
recayeron sobre un total de 42.275 víctimas 
• De los 7.517 casos registrados por la 
investigación sólo el 7,1% fueron 
denunciados a una autoridad jurisdiccional 
competente, sin que hubiese investigación 
judicial alguna, ni mucho menos se obtuvo 
sanciones de los responsables 
o Consideró el vínculo entre la falta de 
investigación y sanción con la 
• Las principales irregularidades cometidas 
en relación con el manejo de la escena del 
crimen y el levantamiento de los cadáveres 
se evidencian en la incompetencia —formal 
y sustancial— de los funcionarios que 
participaron en las diligencias, así como en 
la contaminación de la escena, tanto en lo 
relacionado con la custodia del material de 
guerra como con el traslado de los cuerpos 
del lugar en que se produjo la muerte, el 
lavado a que fueron sometidos, su 
inadecuado desnudamiento y el incorrecto 
manejo y embalaje de las prendas y objetos 
asociados a los cuerpos. 
• Hubo 94 fallecidos en el enfrentamiento del 
6 y 7 de noviembre, pero sólo es posible 
establecer la ubicación exacta del 
fallecimiento en 22 de las actas, mientras 
que en el resto la posición del cadáver es 
artificial, por cuanto el levantamiento fue 
realizado en un lugar diferente al del 
deceso, específicamente el patio del primer 
piso.  
• De acuerdo con la información consignada 
en los documentos en mención, 
efectivamente al menos 20 de los cuerpos 
fueron desplazados al patio interno del 
primer piso, incluidos los que se 





violencia como evidencia del uso 
institucional de la impunidad. 
pisos segundo y tercero; así como algunos 
de los cuerpos provenientes del cuarto piso.  
• En 21 casos no se establece el lugar exacto 
en que los cuerpos fueron hallados y sólo se 
menciona “Palacio de Justicia”.  
• Según datos provenientes de las actas, es 
posible considerar que de los cuerpos 
hallados en el cuarto piso, 15 estaban en el 
ala oriental, costado sur; 6 en el ala oriental, 
área central, 1 en el ala occidental y 8 en el 
cuarto piso, sin precisión acerca del lugar. 
Son estos 30 cuerpos los únicos que 
posiblemente fueron levantados in situ. 
• Del total de 94 protocolos de necropsia 
efectivamente relacionados con los hechos 
del Palacio de Justicia, según las 
observaciones realizadas, 60 corresponden 
a cuerpos carbonizados y 34 a no 
carbonizados. 
• En total fueron entregados a sus familiares 
54 cuerpos identificados y todo indica que 
38 fueron enviados a la fosa común del 
Cementerio del Sur, aunque cabe adelantar 
que de éstos sólo tiene sustento la remisión 
de 36. 
• Se ha sabido que 41 estaban finalmente 
programados para ejecutar la toma, pero de 
ellos sólo 35 entraron al Palacio. En 
consecuencia, el número de guerrilleros 




muertos allí ascendió a 33, comprobado 
cómo está que Irma Franco y Clara Helena 
Enciso salieron con vida del Palacio. 
• De los 94 muertos, sólo 68 cadáveres 
fueron identificados Sólo 54 cuerpos, de los 
68 identificados, fueron entregados a sus 
familiares, pero de los guerrilleros, 
únicamente el cadáver de Andrés 
Almarales corrió esta suerte, los demás 
pasaron a la fosa común del Cementerio del 
Sur, junto con los cuerpos no identificados. 
• De los 68 identificados, 33 no presentaban 
quemaduras, y de éstos, 10 correspondían a 
personas que laboraban en el Palacio, 6 a 
integrantes de las fuerzas del orden, 1 a un 
visitante, 1 a un transeúnte y 15 a 
guerrilleros del M-19. En tanto que de los 
35 restantes, 5 pertenecían a miembros de 
las fuerzas del orden, 29 a personas que 
trabajaban en el Palacio y 1 a un visitante. 
• De los 94 protocolos de necropsia 
levantados entre el 7 y el 10 de noviembre 
de 1985, se observa que se estableció la 
causa de muerte de 42 personas, de las 
cuales 36 presentaban lesiones compatibles 
con proyectil de arma de fuego; 2 personas 
fallecieron como consecuencia directa de 
explosivos —aunque al menos 13 cuerpos 





diferentes partes— y en 4 casos se 
registraron fallecimientos por asfixia 
debido a inhalación de humo. 
• Respecto del análisis de los protocolos de 
necropsia relativos a los guerrilleros, se ha 
podido establecer que en ocho de los casos 
analizados se presenta una lesión producida 
por proyectil de arma de fuego en el cráneo, 
y en siete de ellas con frotis positivo para 
pólvora y con características de las lesiones 
que sugieren haber sido “a contacto”. 
Como se evidencia del cuadro anterior, pese a que la CEH de Guatemala era mucho más 
amplia y tenía muchos más recursos sus conclusiones son más reducidas en tanto que son 
más generales debido a la magnitud del hecho objeto de construcción de verdad y así mismo 
podría considerarse “es muy fuerte en casos generales, pero en casos particulares se cae” 
(Ciurlizza, 2017),  sin embargo, esta precisión no se entrará a debatir en el presente escrito 
toda vez que no es objeto de esta investigación, pero si permite ver la percepción que se tiene 
respecto a la relación que tiene una comisión de la verdad de aspectos más amplios con 
relación a una de menor envergadura.  
En este punto es necesario recordar lo establecido por Rodolfo Mattarollo (2001), quien 
establece que la credibilidad del informe de una iniciativa de búsqueda de la verdad recae 
tanto en la composición del órgano que asegura su independencia y competencia, como en la 
claridad de su mandato, las reglas de procedimiento y evidencia aplicadas y el rigor de las 
investigaciones, tal como se evidenció previamente en los instrumentos de conocimiento que 
tuvieron las CV para la construcción de la verdad. De la misma forma, la importancia 
histórica del informe está vinculada con la calidad y con la profundidad de sus conclusiones 
y recomendaciones, incluidas las relativas al seguimiento de su informe (Matarrollo, 2001) 
y en ese sentido pasaremos a analizar la vinculatoriedad que tuvieron las recomendaciones 
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de los informes respecto a los estamentos pertinentes, a fin de evaluar la legitimidad 
axiológica.   
En primera medida, en virtud de lo planteado por Sartori (2005) quien establece la necesidad 
de no confundir los recursos del poder, o las influencias sobre el poder, con el tener poder lo 
cual implica una decisión de en dónde y cómo se genera el poder y cómo y dónde se ejerce 
el poder, es decir, para los casos objeto de estudio la legitimidad, en razón al poder se 
encontraba determinada por la vinculatoriedad que tuvo la construcción de la verdad, sus 
conclusiones y recomendaciones, esto encuentra relación con que “el impacto de las CV 
puede verse muchos años después, casi son involuntarios, puede haber por ahí un fiscal y un 
juez que retoma este tema, ve en el informe de la verdad un argumento sólido, no todo tiene 
que ver con el impacto mediático sino con la solidez del argumento, después de muchos años 
yo soy un convencido que la rigurosidad con la que elaboras un informe es lo más importante 
porque al final esa Corte IDH que te cita 15 años, o ese juez que se anima a investigar en un 
contexto más favorable lo va a poder hacer de la mejor manera pasible en la medida en que 
el informe sea el mejor posible” (Ciurlizza, 2017). 
4.5.1 Construcción de la verdad 
Ahora bien, pese a las diferencias que existen en los resultados arrojados por las dos CV 
objeto de estudio, en ambas se hace evidente una adjudicación de responsabilidades 
nacionales e internacionales a los agentes del conflicto, lo cual, anidado con la legitimidad 
social y legal que tuvieron las comisiones genera una aprehensión en el informe final, que en 
el caso de la CEH generó una solicitud de prórroga al mandato a fin de poder elaborarlo y en 
el caso de la CVPJC, al no tener un tiempo de funcionamiento determinado permitió que el 
trabajo se hiciera palmo a palmo generando una sensación de haber sido un buen trabajo 
(Guarín, 2017), así mismo se consideró que “el informe es perfecto y no tiene toda la verdad, 
pero sí es lo más cercano al establecimiento de los hechos” (Colprensa, 2009), lo que refleja 
una posición de la comisión de hacer un trabajo completo hasta donde, en ese momento, 
llegaba la verdad sin intención de generar una sola verdad.  
El informe de la CEH fue presentado y entregado a las partes que habían firmado el Acuerdo 





rodeado a lo largo de días con celebraciones de diferentes grupos mayas. (Rostica, 2005). Se 
hace necesario establecer que el informe de la CEH en Guatemala no tuvo un reconocimiento 
oficial favorable pues el presidente elegido en 1996, antes de la firma del Acuerdo de Paz 
Firme y Duradera, Álvaro Arzú, no aceptó recibir el informe y fue en su reemplazo la 
secretaria de la Paz, Raquel Zeleya (Rostica, 2005), así mismo negó los hechos establecidos 
por la comisión pues los militares justificaron las masacres bajo el argumento que tales 
prácticas hacían parte de una política institucional contrainsurgente, reconocida 
mundialmente en el marco de la guerra fría y así mismo se pronunció, previo a la publicación 
del informe final, donde consideró que la interpretación histórica en torno al enfrentamiento 
armado interno constituye un aporte para un tema controversial que aun, a criterio del 
gobierno, quedó abierto. Igualmente, 4 días después de la publicación del informe final, la 
URNG había reconocido sus “excesos, equivocaciones o irresponsabilidades” y había pedido 
perdón por ellos (Simon, 2002). Sin embargo, pese a que la CEH no identificó a los 
responsables, los miembros de las ONG’s valoraron la descripción exhaustiva de los hechos, 
y los mandos militares o guerrilleros involucrados por lo que tuvo una mayor legitimidad en 
la sociedad, junto a la labor desarrollada por la Iglesia y por otras ONG’s para apoyar la 
difusión del informe y llevar a cabo actividades relacionadas con las recomendaciones de la 
Comisión de Esclarecimiento Histórico, así mismo fue muy significativo para la población 
guatemalteca que se indicara la responsabilidad y colaboración de Estados Unidos (Medina, 
2009), en relación con la adjudicación de responsabilidad del gobierno Norte Americano, es 
interesante evidenciar que pese a que el embajador estadounidense, había tomado una 
posición defensiva, el presidente Bill Clinton reconoció el papel que el Estado jugó en el 
conflicto guatemalteco pero no pidió perdón por los hechos ni asumió la responsabilidad de 
éstos (Simon, 2002).   
Por otra parte, en el caso colombiano, se presenta una situación anómala en tanto que se 
realizaron dos informes, uno preliminar y otro final, el primero tuvo como finalidad dar a 
conocer en “qué vamos, escribamos en qué vamos, ese fue el informe preliminar, en el estado 
del arte por dónde estamos transitando, qué se ha logrado(…) pero la CSJ nunca nos hizo 
unas exigencias, hubo ahí una autonomía técnicamente concedida a partir de las mismas 
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dificultades que teníamos” (Pinilla, 2017),aunque es necesario establecer que la CSJ impuso 
como limitante el reconocimiento de responsabilidades individuales, puesto que debían ser 
institucionales y, a juicio del comisionado José Roberto Herrera Vergada “con la 
presentación de este informe lo logramos” (Colprensa, 2009),  igualmente en entrevista al 
comisionado Pinilla (2017) se establece que la CVPJC tuvo una revitalización en su 
legitimidad desde el informe preliminar, en tanto que “La CV fue ganando espacio a medida 
que se sabía que era un trabajo serio, un trabajo imparcial, neutral... al principio hubo dudas 
de la conformación de la CV porque se suponía que había unos sesgos políticos de parte de 
integrantes de la comisión, pero a medida que se vio el trabajo fue ganando confianza y 
obteniendo colaboración”, esto encuentra relación y coherencia con lo establecido por René 
Guarín cuando establece que la CVPJC, tuvo para él un cambio de perspectiva y es necesario 
recordar que ésta variación se dio por la colaboración del ICTJ que se encargó de “difundir 
todo lo demás o difundir eso (la labor realizada por los comisionados) pero de otras maneras, 
la página web de la comisión fue la exposición pública de la comisión y eso a ellos los expuso 
ante las opiniones buenas y no tan buenas de lo que era su trabajo” (Ciurlizza, 2017), esta 
transición, evidenciada en los informes, permite denotar un primer impacto en la 
construcción de verdad, en tanto que “los magistrados vieron una cosa y luego vieran muchas 
otras cosas más, creo que no lo hubieran podido hacer si no se hubieran dado cuenta de 
todo lo que había alrededor” (Fernández, 2017).  
Respecto al informe final en el caso colombiano, que fue entregado el 17 de diciembre de 
2009 en la Universdad Jorge Tadeo Lozano e impero el viernes 12 de noviembre en el Aula 
Máxima de la Universidad del Rosario, como ya se mencionó, para la recolección de 
información se tuvo una mayor colaboración por parte de personas que estaban en posiciones 
públicas para poder acceder a determinada información (Pinilla, 2017) y así la Comisión 
estuvo un año trabajando en sólo la recolección de información (Briceño-Donn, 2017) 
(Ciurlizza, 2017) y posteriormente, con la colaboración del ICTJ, cuya ayuda fue definitiva 
puesto que, de no ser por el ICTJ, no se habría publicado el libro ya que habría sido muy 





2017) se logró emitir el informe final lo que permitió “que genera un mínimo común 
denominador entre las versiones que se manejaban sobre el Palacio y solidifican lo que 
podemos llamar la versión de las víctimas, digamos que el informe escribe un poco más en 
piedra qué paso” (Ciurlizza, 2017); pese a estas perspectivas oficiales, en el caso de la 
CVPJC se han generado dos puntos de inflexión para la cooperación internacional y las 
víctimas, la muerte del magistrado Manuel Gaona Cruz y el financiamiento del narcotráfico 
al M-19 (Ciurlizza, 2017) (Guarín, 2017).  
Paralelamente, se encuentra que la construcción de verdad del informe tuvo una utilidad en 
los litigios, nacionales e internacionales, en el siguiente sentido: “1. El informe de la CVPJC, 
creo yo, es un informe que dice un montón de cosas, que se supone todo el mundo conoce, 
pero que no se habían dicho antes. Hay un montón de testimonios que tiene ese informe 
incluidos, que se refieren a personas que participaron en el proceso judicial, pero ellos 
jamás dijeron las mismas cosas en el proceso penal, que lo que dijeron ante la CVPJC, 
obviamente la CVPJC se dio paralelamente al proceso penal pero fue interesante poder 
incluir el informe dentro del proceso penal para poder constituir una prueba dentro, que le 
permitiera a uno luego sopesar versiones, cosas, y más como estrategia de litigio, como 
creando prueba también (…)se incluyó una prueba de conocimiento público, el carácter que 
se le dio al informe de la CV era como, guardadas proporciones, el de la prensa, es decir, 
es algo que todo el mundo conoce y que no vamos a debatir sobre su veracidad porque vamos 
a presumir que existe y que está; 2. Poder hacer un análisis cuidados, detallado y preciso, 
de qué había pasado con los cuerpos del Palacio (…)el informe de la CV sobre el palacio, 
es el primer informe que empieza a hacer ese análisis y empieza a hacer esa versión de qué 
fue lo que paso, no solamente desde el punto de vista de la responsabilidad individual o 
social sino también un poco de la descripción de saber que estamos hablando de 
desapariciones forzadas” (Fernández, 2017).  
Esto refleja dos elementos importantes a considerar, teniendo presente lo planteado por 
Giddens (2000), quien establece que un orden político es legítimo cuando los que son 
gobernados consideran que éste es justo y válido y en ese sentido lo aceptan, en un primer 
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sentido que los testimonios que se dieron ante la CVPJC complementaran los otorgados antes 
instancias judiciales releja la utilidad que tuvo este organismo extrajudicial para la 
construcción de una verdad enmarcada en otras lógicas de dominación y legitimidad, pues 
ya no estaban frente a un proceso penal sino frente a un organismo distinto que no tenía 
potestad de ser judicial pero que si permitía una complementariedad de la información y en 
relación con esto, un segundo sentido de legitimidad que se consideró justo y valido por 
cuanto se reconoció tanto por los abogados, las víctimas y las instancias judiciales un hecho 
notorio, lo que permitió que la reconstrucción de hechos de investigación tuviera un marco 
fáctico más claro, así como la información contenida en el informe fuera respetada y asumida 
como justa puesto que, si bien “no es una prueba en si misma, por lo menos recoge hechos 
históricos, públicos y de notorio conocimiento que permiten hacer análisis y evaluaciones 
de lo que se está debatiendo en el caso y luego esto fue sustentado con otras pruebas, otros 
documentos, sentencias penales, sentencias del Consejo de Estado, de la Procuraduría, 
testimonios, se construyó un cuerpo bastante sólido” (Fernández, 2017). 
 Ahora bien, en ambos casos, que la construcción de la verdad estuvo rodeada de 
percepciones de rechazo al no responder a unas dinámicas de poder establecidas, en el caso 
de Guatemala, o en el caso del PJ al considerarse que no respondía a la realidad; recordemos 
que un elemento importante para rescatar es la facultad de las instituciones para emplear el 
poder político como medio de constituir identidad social (Carrillo, 1985) como forma de 
legitimarse y en este sentido, parte de la legitimidad de las CV  es la construcción de identidad 
social con la verdad construida por lo cual, en caso de no estatuirse, refleja una ausencia de 
legitimidad axiológica, aunque es muy importante establecer que las pugnas de la memoria 
impedirán que haya un consenso completo en la verdad emanada por estos organismos 
especiales, puesto que, como se ha establecido, no hay una única verdad sino varias verdades 
que dependen de la construcciones y experiencias particulares del agente de la memoria 





4.5.2 Recomendaciones de las comisiones 
En este punto, se hace apremiante recordar que la dominación entendida como, la 
probabilidad de encontrar obediencia a un mandato determinado por parte de una autoridad 
constituida  que asigna el derecho de mando y el deber de obediencia , para que sea legitima 
debe ser ejercida por una autoridad constituida, que procura despertar y fomentar la creencia 
en su "legitimidad", de la cual depende el tipo de obediencia, y sus efectos pues es la 
legitimidad la que permite que la dominación tenga la pretensión de ser respetada y 
controlada en su ejecución (Weber, 2014). En este sentido, en el caso guatemalteco, según 
su ex-coordinador, la comisión tuvo que moderarse vigorosamente en la formulación de sus 
recomendaciones debido a que muchos de los proyectos de reforma necesarios ya habían sido 
delineados en los acuerdos de paz; pese a esto las recomendaciones generales iban 
encaminadas a preservar la memoria de las víctimas, promover una política de reparación de 
las víctimas y sus familiares, fomentar una cultura de respeto mutuo y observancia de los 
derechos humanos, y fortalecer el proceso democrático (Simon, 2002), igualmente 
recomendó la aprobación de una entidad que apoye e impulse el cumplimiento de las 
recomendaciones de la CEH, bajo el nombre de “Fundación por la paz y la Concordia” 
(Comisión para el Esclarecimiento Histórico de Gautemala, 1999). Sin embargo, el Gobierno 
no vio la necesidad de adelantar las recomendaciones, incluyendo la depuración de las 
fuerzas de seguridad del Estado y en ese sentido no mostró voluntad para investigar a los 
militares involucrados en violaciones de derechos humanos; paralelamente se debe reconocer 
que la CEH también reconstruyó al maya como persona de la sociedad guatemalteca, (Simon, 
2002) incluso, en Guatemala el Informe adquirió un significado reparatorio para las víctimas 
y sus familiares, puesto que éstos querían un libro aunque no supieran leer ya que lo asimilan 
a ley y en ese sentido el informe cumplió esa expectativa (Espinoza, Ortiz, & Rojas, 2003) 
Igualmente, es importante resaltar que el reconocimiento de los actos genocidas por parte de 
la CEH, tuvo un efecto reivindicador y así mismo el informe y el acto de entrega sobrepasaron 
las expectativas de los sectores afectados por la violencia, pese a esto, esta perspectiva fue 
cobrando otros matices debido a que si bien tuvieron una reacción de valoración de la 
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información, no se mostraron comprometidos con el contenido del informe ni con la 
implementación posterior de las recomendaciones de los Informes (Espinoza, Ortiz, & Rojas, 
2003), esto se evidencia con las reformas constitucionales referidas al derecho de los 
indígenas y a las reformas del organismo  legislativo, ejecutivo y judicial que debían ser 
aprobadas y quedaron en una mera declaratoria, así mismo se empezaron a ejecutar 
reparaciones a las AUC que en 2002 no dejaron de presionar al gobierno para resarcimiento 
económico e indemnización por sus servicios prestados (Rostica, 2005).  
En el caso colombiano, es pertinente establecer primeramente que las recomendaciones 
emitidas por la CV eran de carácter pedagógico y documental, abarcando capacitación a las 
FFMM, modificación de la placa conmemorativa de la alcaldía, educación en los colegios, 
entre otras, es decir que las recomendaciones buscaban tener un impacto a largo plazo en la 
cultura social colombiana y la única que podría ser objeto de evaluación, respecto al 
cumplimiento en tracto sucesivo, sería la referente a justicia pues se hizo un llamado a la 
pronta investigación y sanción de los presuntos responsables, frente a lo cual puede decirse 
que el coronel Alfonso Plazas Vega, el general Arias Cabrales, el coronel Sánchez y el 
coronel Sadovnik fueron los investigados, y evaluar la legitimidad legal y social de éste 
procedimiento sería objeto de otro análisis, aunque es preciso recordar que la Fiscalía lleva 
un expediente abierto respecto al caso en donde, el ente investigador, da cuenta de los 
avances, tareas pendientes, demoras y resultados que esta investigación ha arrojado16. Sin 
embargo, es muy importante tener en cuenta que, el informe de la Comisión, si bien no tenía 
un carácter jurisdiccional por las razones que ya se expusieron arriba, éste en primera medida 
“deja muchas puertas abiertas y muchos caminos por recorrer que el Estado no ha querido 
recorrer, eso es necesario decirlo, o sea a pesar de que el informe hable que no va a tener 
unas implicaciones jurídicas, lo que se puede hacer con ese informe no es sólo lo jurídico, 
                                               
 
16 Para más precisión revisar la nota emitida por El Espectador el 28 de Mayo de 2017, que se 
puede encontrar en : http://www.elespectador.com/noticias/judicial/radiografia-de-la-investigacion-
del-palacio-de-justicia-articulo-695930 y establece cifras exactas de exhumaciones, condenas y 





sino el informe es un buen insumo para encontrar la verdad” (Guarín, 2017) en este sentido, 
recordando a Weber (2014), el Estado debe impedir la desintegración social mediante 
decisiones vinculantes que pretenden ser duraderas y que, en ambos casos bajo estudio las 
recomendaciones no fueron acatadas, ni tuvieron vocación de ser duraderas en el tiempo, lo 
que refleja un discurso de desintegración social que no busca una legitimidad axiológica sino 
el cumplimiento de una búsqueda de legitimidad en el ámbito internacional, mediante la 
protección de los derechos humanos y construcción de verdad. Ahora bien, el informe de la 
CVPJC, en segunda medida fue fuente primigenia para la generación de contexto en el caso 
que se llevó ante la Corte IDH y por el cual el Estado Colombiano fue declarado 
internacionalmente responsable, este elemento hay que tenerlo muy presente para la 
legitimidad de la comisión a nivel internacional, y refleja unas dinámicas muy interesantes a 
nivel nacional debido a que, inicialmente las recomendaciones del informe no fueron 
vinculantes en el ordenamiento nacional, lo que le resta una legitimidad de ejercicio del poder 
del Informe de la Comisión, posteriormente cuando fue retomado por el órgano internacional, 
recobró una importancia diferente, lo que generó que al ser legitimo respecto a una autoridad 
internacional, que es legítima para el Estado, éste informe fue dotado de un nuevo status en 
donde, si bien no se obedece directamente, si existe una dominación de las consecuencias 
indirectas del mismo por parte de las instituciones nacionales, dicho de otro modo, al ser el 
Informe reconocido a nivel internacional, éste empieza a cobrar una relevancia especial en el 
orden nacional por parte de las autoridades competentes. La relevancia que se suscitó a nivel 
internacional se debe a que “ha sido una constante de los órganos del sistema basarse en 
informes de la CV desde la CONADEP, pasando por Chile, la del Perú, Paraguay, Brasil y 
Palacio, la Corte siempre ha tomado los informes de la comisión de la verdad como un 
referente muy muy importante, entonces eso si le da una dimensión jurídica formal mucho 
más fuerte” (Ciurlizza, 2017)  y esto se refleja en el informe anual, en 2015, de la Corte IDH 
donde reconoce los avances “logrados por el Estado en la búsqueda de los desaparecidos 
de acuerdo a su recomendación emitida” (Comision Interamericana de Derechos Humanos, 
2015) puesto que para ese año se identificaron los restos de 3 de los 11 desaparecidos, pero 
así mismo se evidenció  “que a pesar de estos tres hallazgos, se mantienen desaparecidas 
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10 personas, incluyendo a las dos mujeres que se creían inhumadas en el cementerio 
Jardines de Paz” e igualmente hizo un llamado a que “tales esfuerzos (en materia de 
prevención, investigación y sanción del delito de desaparición forzada) deben intensificarse 
dado que los avances registrados aún no se condicen con el alto número de personas 
desaparecidas y persiste el subregistro de las desapariciones forzadas” (Comision 
Interamericana de Derechos Humanos, 2015).  
Adicionalmente, es necesario llamar la atención, respecto a las posibilidades que éstas 
recomendaciones engendraron en las investigaciones nacionales e internacionales en tanto 
que, el informe al hacer “ese análisis, digamos cuidadoso, de lo que significaba buscar y lo 
que significaba reconocer qué era lo que había pasado con el manejo de los cuerpos, dónde 
estaban, fue un elemento de inicio para empezar a hacer solicitudes de pruebas y que los 
mismos jueces se preguntaran y debatieran esa tesis que ya estaba instalada en la mente de 
todo el mundo de “allá están”(refiriéndose al cementerio del sur). Cuando se logró hacer la 
exhumación de todos los cuerpos de la fosa común y se logró hacer el análisis de ADN de 
todos esos cuerpos y se encontró que no estaban ahí, digamos que se abrió otra posibilidad 
de decir “ bueno, no estaban allá, entonces busquemos dónde están” hubo equivocaciones 
en la primera fase, entonces reconstruyamos esa primera fase y se han encontrado cuerpos 
de algunas personas, y por más doloroso que haya sido este último proceso, fue pensar en 
otras hipótesis y no quedarse únicamente con la idea de “allá están, allá se quedarán” ni de 
seguir reproduciendo esas ideas de “acá no hubo desaparición forzada, acá lo que hubo fue 
que los cuerpos se esfumaron” para eso yo creo que el informe de la CV fue muy importante” 
es decir, que la información recabada por la CVPJC permitió que los organismos nacionales 
facilitaran otra tipo de pruebas, y consideraran otras teorías del caso que encontraban 
respaldo en esa construcción de verdad.  
En el mismo sentido es importante, establecer que, en el caso colombiano, contrario a lo 
acaecido en Guatemala el informe de la CV fue tomado como “un elemento más de la lucha 
pero no como un elemento contundente para intentar cerrar el círculo, un elemento más si, 





momento político que se vivía y ya; pero digamos que es una verdad de contexto que es 
importante tenerla, pero la verdad para el familiar de una persona ojalá hubiera quedado 
plasmada en ese informe” (Guarín, 2017), pese a esto, a nivel nacional e internacional se ha 
reconocido que el informe “demostraban que habían muchísimas víctimas, incluso muchas 
que no quedaron incluidas en la decisión de la CorteIDH, entonces entre esos otros grupos 
de víctimas que no estaban, estaban las víctimas de tortura, (que)  el informe trae a colación 
(…) mucha gente que era afro, tenía rasgos indígenas o tenía apariencia de ser pobre o 
aparte de todo era joven y mujer, se convirtieron en sospechosos  y cómo fueron torturados, 
digamos con niveles mayores o menores de agresividad pero fueron torturados todos, eso 
por un lado. Por otro lado, está un grupo de personas que son los magistrados, porque 
también la segunda versión, que aún perdura porque no se ha superado, es que a los 
magistrados, a todos los mató el M-19, pero en la reconstrucción que se logra hacer de 
quienes estaban, cómo se habían movido y como el hostigamiento de la fuerza pública 
permite mostrar que hubo muchos magistrados que fueron asesinados pero además muchos 
de ellos tienen indicios de que su muerto la produjo la Fuerza Pública y no el M-19 (…)el 
tercer grupo de personas que hace parte de este grupo grande de víctimas del Palacio y que 
es quizá una de las cosas más controversiales, y es el grupo de personas del M-19, 
usualmente, la historia ha hablado de Irma Franco por cosas muy particulares, entre otras 
porque la gente hablaba de cómo fue reconocida porque fue muy bella, pero resulta que al 
palacio no entro Irma, entraron más o menos 35 personas pero de las otras 35 no se sabe 
mucho(…)la pregunta real es ¿Qué paso con el M- 19 en 1985?, porque lo que se sabe es 
que de esas 35 personas se han logrado identificar más o menos 14 o 15 personas y hay más 
o menos 20 de las que se desconoce totalmente su paradero, y dentro de esas 20 hay unos de 
ellos en los que existen algunas pruebas que demuestran que la última vez que los vieron con 
vida estaban en poder del ejército y hay pruebas dentro del expediente de eso, no sólo son 
testimonios. Como el debate se ha centrado en mirar quién tiene la culpa y no en conocer la 
verdad eso ha hecho que muchos de los familiares de las personas que hacían parte del M-
19 se hayan negado a exigir su derecho a la verdad y solamente desde hace algunos años, 
los familiares han dicho “yo puedo entender que mi familiar haya hecho parte del M-19 y 
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más allá de que yo comparta o no su posición, yo tengo derecho a saber dónde está, qué le 
paso, yo no hacia parte del M-19 y también tengo derechos” y creo que eso en parte la 
Comisión de la Verdad permitió ver ese panorama más amplio, no sólo hablar de Irma si no 
de otras personas que por muy cuestionables que hayan sido sus conductas la desaparición 
forzada es algo que no puede justificarse contra nadie” (Fernández, 2017) es decir que 
existió una dignificación de las victimas familiares, para que estas pudieran dar a conocer su 
posición, y entrar en defensa de su derecho a conocer la verdad,  en este sentido se evidencia 
que el Informe Final cumple con un primer objetivo que es el reconocimiento de una 
construcción de la verdad pero éste debe ir acompañado de la legitimidad de la decisión, 
mandato y autoridad, lo cual depende de la creencia en el procedimiento legal con el que esa 
decisión se adoptó, esa autoridad se eligió o el mandato se cumplió en un ejercicio 
escrupuloso de la legalidad del poder (Del Águila, 2008), es decir que el cumplimiento de las 
recomendaciones de las CV está determinado por el grado de legitimidad que éstas tuvieron 
a nivel institucional, puesto que es a ésta escala que se pueden generar cambios en la 
pedagogía o política pública como garantía de no repetición y reparación.  
En el mismo sentido, en el caso colombiano se ha considerado en muchas instancias que, 
“medidas que implican hacer cambios en la estructura de cómo funciona el Estado, otorgar 
una medida de atención psicosocial que sea adecuada, que tenga un enfoque psicosocial, 
que sea diferenciada que entienda el drama de la desaparición, no pasa. (…) si uno revisa 
está sentencia de la Corte IDH, evidentemente tienen algunos desarrollos mayores, pero el 
argumento central de lo que debe hacer el Estado sigue siendo el mismo, pero en 20 años no 
se logra. Yo creo que el problema de las reparaciones, particularmente en este caso, es que 
siempre se piensa en las reparaciones como una cosa fácil y rápida de hacer.Estos procesos 
de reparación implicaría pensar en planes a largo plazo y en cambios en la estructura del 
Estado, creo que estás sentencias deberían servir para que el Estado modifique cosas que 
tienen dentro de su sistema y que no han funcionado hace 20 años pero realmente creo que 
nunca se ha pensado de esa manera, nunca se ha pensado como algo que pueda contribuir 





(las) reparaciones tienen que tomarse en serio, en el sentido de entender que las 
reparaciones no van a ocurrir en un año  y que cuando el Estado reconozca y tenga la orden 
de hacer esas reparaciones lo piense no para el caso concreto sino piense en la posibilidad 
de hacer un análisis amplio de qué es lo que está fallando en su política nacional que permita 
cambiar eso de forma estructural, de lo contrario vas a tener cientos y cientos de sentencias 
con ordenes iguales pero que en la práctica no va a funciona” (Fernández, 2017), es decir 
que las recomendaciones de la CVPJ o la sentencia de la CorteIDH, por el mismo caso, no 
gozan de una legitimidad material en tanto no sean respaldadas por el gobierno a fin de 
cumplirlas en esencia, dicho de otra forma, no cobran legitimidad hasta que el Estado no 
genere unos cambios estructurales profundos.  
En este sentido se hace evidente que ,en ambos casos, los gobiernos no mostraron interés en 
el cumplimiento de las recomendaciones emitidas por las CV, de hecho, ninguna de las dos 
comisiones tuvo en consideración mecanismos de control que sancionen y verifiquen el 
cumplimiento de las recomendaciones propuestas por éste organismo extrajudicial de 
construcción de la verdad y en ambos casos existe una opinión compartida respecto a que las 
medidas de reparación propuestas no han sido implementadas y tampoco ha existido una 
veeduría nacional o internacional por el cumplimiento de estas medidas.  
Paradójicamente, en el caso la verificación de Naciones Unidas (MINUGUA) fue más activa 
que la misión de esta organización en El Salvador (ONUSAL), pues la experiencia había 
mostrado la necesidad de articularse mejor con las oficinas del gobierno y con las 
organizaciones nacionales y la importancia de la permanencia de la Misión hasta haberse 
implementado definitivamente los acuerdos (Medina, 2009), pese a esto, las víctimas 
consideran que no han recibido nada de reparación, igualmente los miembros de 
organizaciones de derechos humanos y personalidades, manifestaron que sólo hay esfuerzos 
aislados y dispersos, pero no como un sentimiento nacional, hasta el punto que un 
comisionado de la CEH afirmó que “según mis informaciones ninguna de las medidas de 
reparación que propusimos han sido implementadas” (Espinoza, Ortiz, & Rojas, 2003). En 
el caso colombiano existe la sensación generalizada de que el impacto que tuvo el informe 
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de la CVPJC no fue suficiente (Guarín, 2017) pero que permite escribir “un poco más en 
piedra qué paso. Por otra parte, yo creo que el impacto del informe fue limitado” (Ciurlizza, 
2017), esto se atribuye “porque eso no producía nada de lo que necesitaban, hubo quienes 
estimaron que se estaban abriendo heridas” (Pinilla, 2017), lo cual se puede justificar en 
tanto que “Colombia aún no estaba lista para un ejercicio tan duro de describir lo que paso” 
(Ciurlizza, 2017).  
En este sentido se logra establecer que la legitimidad con arreglo a fines (Final-racional) de 
las CV, cuya labor constituye el medio para la consecución de un determinado fin que se 
busca racionalmente, como la superación de un pasado atroz, está condicionado por la 
legitimidad legal y axiológica de sus recomendaciones, así como del seguimiento que se 
hagan de estas para el su cabal cumplimiento. De igual manera, es pertinente tener en cuenta 
que las Comisiones de la Verdad al hacer una construcción de verdad, que depende de los 
tejidos de memoria, para la protección y garantía de derechos humanos, abordan en su parte 
final recomendaciones generales para superar la cultura de violencia cuyo impacto sólo puede 
evaluarse posteriormente al realizar un análisis socio-cultural, por lo cual se hace interesante 
ver que pese a la necesidad constante que hay, respecto a la construcción de verdad social, la 
CEH una vez desmontada perdió toda influencia institucional (Arriola, 2007) y de igual 
manera la CVPJC “ no se deb(ió) cerrar sino quedar abierta porque en el tema de la verdad 
no se deben establecer cotas, no, porque el tema de la verdad es muy coyuntural muy de 









5. Conclusiones y recomendaciones 
5.1 Conclusiones 
Es menester precisar, inicialmente, que los casos analizados son complementarios en tanto 
que, para el caso de Guatemala la CEH fue una CV oficial que gozó de unas prerrogativas 
distintas, propias a la magnitud del hecho a investigar y en el caso de Colombia la CVPJC, 
siendo creada por un órgano público, era un mecanismo no oficial o estaba en una especie de 
hibrido entre oficial y no oficial, en tanto que no emanó del Gobierno sino de una parte del 
Estado pero que no fue reconocida institucionalmente como una voluntad Estatal. Ahora 
bien, al ser éstas un mecanismo de JT, dependen en general de: 
1. El tipo de transición en el que se crean: una transición de derrota militar de la 
guerrilla produce un tipo de CV en done la guerrilla no tiene mucho qué decir, 
simplemente es un sujeto pasivo de un proceso que no puede controlar, ni determinar 
ni influir, mientras que una transición donde no se ha presentado un vencedor, 
permite una negociación, aunque más tensa, en circunstancias de igualdad. 
2. Condicionamientos socio-culturales de víctimas y perpetradores, que define el 
mecanismo que consiguen para la reivindicación 
3. Voluntad de construcción de la verdad.  
Todos estos elementos, atravesador por la legitimidad, no sólo del órgano que las designa 
sino por 1. la representatividad de los comisionados, que en últimas son quienes generan la 
confianza en las victimas y la población en general para reconocer la verdad y reconocer a 
las víctimas como sujetos de derechos, respecto a una sociedad que desconoce la 
construcción de esa verdad, lo que implica una responsabilidad a las CV para difundir la 
construcción de verdad que se reconoce, y 2. La potestas de las CV de generar 
recomendaciones que sean consideradas legitimas por el ordenamiento nacional, 








Seguidamente, de lo trabajado hasta el momento encontramos que ambos casos de análisis 
configuraron CV, y pese a que ambos casos responden a situaciones sociales diferentes, esta 
configuración, como mecanismo de construcción de la verdad, responde a una necesidad de 
legitimar el Estado, en el orden internacional, como independiente y garante de derechos 
puesto que, como se estableció en el desarrollo del presente escrito hubo una intención 
formal, que no estuvo preservada por una intención material,  por parte de ambos Estados de 
reconocer una verdad, en el sentido de que las acciones encaminadas a buscar la 
reconciliación y el reconocimiento de las víctimas en su calidad de tal, como sujetos de 
derechos, no encuentra un sustento material, en el siguiente orden, retomando los puntos 
arriba expuestos:  
1. Tipo de transición: Los casos objeto de estudio evidencian dos transiciones distintas: 
En el  proceso guatemalteco, se evidencia una transición subproducto de acuerdos de 
paz pues no se dio una derrota declarada por ninguna de las partes lo que 
probablemente posibilitó un proceso mucho más bilateral en el sentido de que el 
estado y la guerrilla confrontan versiones y opiniones de lo que pasó y se genera un 
proceso social que debería ser dependiente de estos dos actores, así cada contexto 
determina el tipo de comisión que se crea. En el caso de CVPJC la transición era el 
cambio que estaba ocurriendo en los órganos públicos respecto a ese caso, 
representado por el Fiscal y por la Corte Suprema que buscan enfrentar un tema que 
en el contexto, tal como se evidencia en el informe final, estaba permeado por 
diferentes ataques políticos de los cuales la CSJ era sujeto pasivo, como lo eran las 
amenazas de los extraditables y militares; de igual manera la CSJ años después 
comienza, nuevamente a ser blanco de situaciones escandalosas, que se fueron 
agravando durante la presidencia de Uribe Vélez, como la para-política17 y se ve la 
                                               
 
17 Para conocer el contexto político que se venía presentando desde el 2005 y que se hizo más 







necesidad de saldar el capítulo oscuro de la institución; es una microtransición 
importante, puesto que reflejó un cambio en la política institucional para la garantía 
de derechos de las victimas del “holocausto del Palacio de Justicia”, aunque todo lo 
que estaba alrededor no había cambiado, eso genera un tipo de comisión que puede 
producir narrativas especificas pero no va a producir un gran cambio político, una 
gran tormenta nacional alrededor de este caso, porque el contexto sigue siendo el 
mismo. El tipo de transición que se hace influye en: 
a. La instauración de la CV, pues son los comisionados, quienes son los que 
generan confianza y encarnan una legitimidad en la titularidad del poder que, 
para los casos de estudio, no estuvo mediada por la participación ciudadana. 
En el caso guatemalteco, la injerencia internacional fue determinante, puesto 
que, excluyó a la población y generó sensación de exclusión del medio de 
reivindicación de derechos. En este mismo sentido, la participación del Estado 
y el involucramiento en la designación de comisionados, por parte de la 
guerrilla, en esta etapa constitutiva de la comisión fue escasa, lo que influyó 
en el distanciamiento de los órganos institucionales, así como sociales. Esto 
está demarcado porque fue la ONU la mediadora de los acuerdos de paz y, 
ambas partes al encontrarse frente a un equilibrio de fuerzas no tenían la 
potestad de influir en el orden nacional desde la asignación de titularidad del 
poder a los comisionados. Igualmente, para el caso colombiano, que la 
designación se haya hecho a puerta cerrada por parte de la CSJ, responde 
esencialmente a que está fue una víctima. Sin embargo, también refleja la 
necesidad de esta institución de auto-legitimarse, puesto que para el 2005 la 















CSJ era una Corte asediada por el Ejecutivo y sectores del llamado Uribismo, 
con las chuzadas que se estaban descubriendo, lo que implico que fuera una 
CSJ muy sólida como corporación y eso hizo aún mayor el  deseo de enfrentar 
un capítulo de su historia, donde también se encontraba vulnerable y estaba 
siendo víctima de contextos políticos y el Gobierno no la protegió como parte 
del Estado, lo que implicó que la CVPJC legitimará a la CSJ y , seguidamente 
al Estado en el orden internacional. 
En ambos casos, esta designación  ausente de participación ciudadana, 
mediada por instancias particulares influyó en la legitimidad inicial de la 
Comisión toda vez que se consideraron acuerdos políticos o comisiones de 
parte en tanto que, se consideraba, respondían a lógicas particulares que 
estaban interesadas en cumplir un requisito pero que no se involucraban en 
tomar a las víctimas más allá de poseedores de una memoria, es decir, esta 
designación de comisionados, así como la razón propia de la configuración de 
las comisiones reflejó unas dinámicas de poder de la autoridad que designó 
las CV, donde no mediaba la confianza sino la autoridad, elemento que 
encuentra relación con el siguiente punto.  
b. El ejercicio del poder de las comisiones para los instrumentos de conocimiento y 
expresión de éstas: este elemento está muy relacionado con las implicaciones del 
tiempo de constitución y funcionamiento de las CV. Para el reconocimiento de 
una verdad que sea mediadora entre las pugnas de memorias, es necesario que los 
agentes involucrados en los hechos objeto de construcción de verdad se aparten 
del poder, en tanto que, como se estableció previamente, la construcción de 
verdad está permeada de pugnas de poder que, en el caso de Guatemala al estar 
en un proceso de JT, implicó un quebrantamiento en las relaciones de poder de 
las Fuerzas Armadas que venían imperando en el Estado, lo que permitió la 
configuración de la CV durante el acuerdo, es decir, Guatemala al encontrarse en 
procesos de negociación donde ninguna parte había sido completamente 





sin menoscabar la seguridad de las víctimas y, por tanto la CV tuvo como 
mediadores de construcción de verdad a las ONG’s que ya trabajaban con la 
población o en colaboración con el proyecto REMHI a fin de encontrar un 
respaldo social que respondiera a los fines de la CV pero cediendo ante la no 
designación de responsabilidades individuales. En el caso colombiano, que no se 
encontraba en JT se reflejó que durante 20 años no se tuvo necesidad de un 
redescubrimiento de los hechos acaecidos sino fue con una fase de nueva 
vulnerabilidad de la CSJ lo que impulsa la búsqueda de verdad. Es importante 
reconocer que estos cambios en las relaciones de poder generan espacios de 
dialogo que pueden estar permeados por un constreñimiento en la declaración 
aunque sean momentos diferentes si al momento de configuración de la CV las 
dinámicas de poder no se han transformado es posible que éstas deban ceder 
terreno a negociación en la forma de construcción de verdad, pues si bien los 
casos objeto de estudio habían configurado las CV en momentos diferentes la 
influencia que ejercían las FFMM implicó una construcción de verdad mucho más 
íntima que fue publicada con el informe final, puesto que el ambiente, en ambos 
casos, todavía no estaba preparado para audiencias dado que la opinión pública 
tiene testimonios que no quiere oír y los perpetradores que no quieren, no tienen 
intenciones ni incentivos para hablar.  
c. Importancia histórica: Teniendo en cuenta que los informes determinan 
responsabilidades a nivel nacional e internacional, lo que implica un 
posicionamiento, de la construcción de la verdad, en las esferas de poder político 
y de memoria, el tipo de transición permite una ruptura en las dinámicas de poder 
que media en la aceptación de las responsabilidades reconocidas por las CV. Es 
importante considerar que en escenarios donde el contexto permite un 
reconocimiento de responsabilidades, recae en las CV el deber de haber generado 
recomendaciones con calidad y profundidad en aras de recabar en su 
cumplimiento y así mismo en sus impactos a largo plazo.  
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2. Condicionamiento socio-culturales de los implicados: Este elemento impacta 
directamente con la legitimidad del procedimiento legal en tanto que responde a los 
intereses comunes, es decir, la legitimidad legal-racional responde a una lógica que 
debe garantizar discursivamente las perspectivas públicas de la sociedad en general, 
y en este sentido se generará una mayor confianza por parte de las víctimas en 
particular, y la sociedad en general si se responde a estos, y en esa linea, como órgano 
no oficial de construcción de la verdad que está en medio de unas pugnas de poder 
no sólo victima-victimario sino victima-victima, la calidad subjetiva de las víctimas, 
así como de los declarantes victimarios, permite un reconocimiento en el orden 
nacional, que se proyecta en las herramientas de poder de la CV para acceder a los 
medios de información y construcción de la verdad. El caso colombiano se ofrecía 
algo particular porque tenía una distinción en sus víctimas, por un lado estaban las 
marginales (los de la cafetería) y por otro lado estaban las “otras”, que eran familiares 
de magistrados y que eran parte del establecimiento, esto le daba a la CV un poder 
simbólico mucho mayor puesto que representaba a la institucionalidad (CSJ) siendo 
atacada por si misma (Ejercito) y estando en impunidad por otra instancia de la misma 
(Jurisdicción penal, administrativa y disciplinaria), contrario sensu a lo acaecido en 
Guatemala donde el grueso de las victimas era población indígena y aunque fue de 
un impacto mucho mayor no tuvo el mismo revestimiento de legitimidad en la 
titularidad del carácter de victima puesto que éstas no estaban inmersas en la 
institucionalidad, en el siguiente sentido:  
a. El revestimiento de las facultades de los comisionados: Tal como se expuso 
previamente, ambas comisiones tenían facultades limitadas en tanto que no 
tenían un poder de citación, sin embargo la CEH tenía facultades para acceder 
a la documentación pública mientras que la CVPJC no tenía ningún tipo de 
facultades, pese a esto la calidad de las víctimas y de los implicados permitió 
que la CVPJC tuviera una recolección de información mediada por la 
voluntad y no tanto en respuesta al mandato emitido por la misma comisión, 





información que debía ser proporcionada por agentes estatales y se configuró 
principalmente por testimonios recolectados mientras que la CVPJC pudo 
acceder a información militar que se facilitó en tanto que los comisionados 
gozaban de una legitimidad en el establecimiento puesto que tenían una 
envestidura política. 
b.  Otro elemento fundamental en la legitimidad que emanan los comisionados 
en relación al contexto social de las víctimas es la atención que reciben las 
CV de organismos internacionales en tanto que, como se hizo evidente, está 
participación puede colaborar para la consecución del fin último de la 
comisión. Sin embargo, puede generar unas lógicas de injerencia que 
excluyen a la población, que se puede percibir como agentes externos 
contando una narrativa nacional, todo esto afectando directamente el campo 
de interacción social de la CV y la población, en esta instancia se hace 
imperativo identificar la diferencia que existió entre la CEH, como una CV 
amplia y general y la CVPJC, como una comisión más concreta en tanto que 
ésta última pudo impregnar su legitimidad con la participación directa de los 
comisionados en la etapa investigativa mientras que la CEH, estuvo medida 
por agentes que recolectaran, procesaran y transmitieran la información 
haciendo mucho más ajena la implicación de la CV con la población.  
c. Construcción de la identidad social: En tanto que, el contexto socio-
económico de las víctimas, entendiendo a la sociedad como víctima de los 
hechos atroces, permite una re-legitimización de las víctimas directas que en 
un primer momento no eran conocidas, es decir, en ambos casos aunque se 
tuvieron victimas de diferente capa de la sociedad se dio un reconocimiento 
de la calidad de víctimas así como se las volvió a dotar de la titularidad de 
derechos y, por tanto, de su carácter como persona y su dignidad, lo que 
permite, si bien no una ruptura en las lógicas sociales, si una ruptura de las 
dinámicas personales para la exigencia de derechos y consecución de verdad. 
Esto trae como consecuencia, que si las CV posibilitan una construcción de 
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identidad social se genere una valoración del informe y no sólo de la 
información en aras de exigir el respeto y cumplimiento de las 
recomendaciones y el reconocimiento de la responsabilidad.  
Por otra parte, elementos subjetivos de la sociedad, como su formación 
profesional, su consciencia de clase y su pedagogía de paz facilitan una 
legitimidad en construcción, por parte de las CV, para facilitar tanto la 
construcción de la verdad como la publicidad de la verdad por éstas emanada, 
en tanto que pueden facilitar, como en el caso de Palacio de Justicia, la 
colaboración por parte de poseedores de verdad o de facilitadores de 
memorias que ceden ante las pugnas de poder de la memoria en pro de 
reconocer una verdad, la magnitud de esa verdad y como esa verdad puede ser 
un hecho de dominio público con consecuencias no sólo jurídicas.  
3. Voluntad de construcción de la verdad: Este elemento, es fundamental en la 
legitimidad de las CV en tanto que impregna elementos esenciales de las CV y tal 
como lo establece Marcie Mersky (2017) la legitimidad la da la práctica, en este 
sentido se hace evidente el interés real del órgano constitutivo de las CV en su 
mandato, como es evidente en el caso de CEH se daba respuesta a una necesidad de 
investigar y describir que incluso en su mandato se determinaba la identificación de 
los responsables mientras que en la CVPJC sólo era una descripción histórica de los 
hechos lo que generó que la legitimidad legal de las CV no encontrará inicialmente 
un respaldo social, que clamaba, inicialmente, una investigación y sanción de los 
presuntos responsables y pese a ello en ambas CV la identificación de los 
responsables no se dio, esto responde a la lógica misma de las CV en tanto que buscan 
el esclarecimiento de los hechos sin implicar sanciones judiciales, pero que en ningún 
caso estuvo acompañada por una educación en JT en tanto que no se buscó realmente 
una aprehensión del fin de la CV sino el deseo de saciar el desconocimiento de un 
hecho que afecto la esfera del poder gubernamental, en el caso de Colombia, y en el 
caso guatemalteco, el requerimiento de cumplir unos estándares de JT que le 





a. Esta voluntad de construcción de la verdad se ve reflejada en la evolución de 
la legitimidad que tuvieron ambas comisiones, puesto que en un inicio eran 
percibidas por la generalidad de la población como un organismo interesado 
en manipular la verdad emanado por éste, a fin de responder a determinados 
intereses gubernamentales pero que posteriormente fueron percibidas como 
órganos imparciales con un objetivo que respondía a intereses colectivos. Sin 
embargo, en ambos casos las CV no encontraron un respaldo institucional lo 
que les limito el ejercicio del poder respecto al estamento militar, esto tiene 
un vínculo con la postura asumida por los gobiernos de turno en tanto que, el 
presidente es considerado, en ambos países, como el jefe o comandante 
General del Ejército y en ambos casos éste no le dio un respaldo político a la 
CV, lo que se reflejó en la ausencia de legitimidad de la CV, como mecanismo 
extrajudicial. Pese a ello ambas CV encontraron un respaldo en otros 
mediadores, sin embargo, como ya se mencionó, al estar la CV en una pugna 
de poder, la colaboración de otros mediadores no pudo proyectarse más allá 
de la recolección de información.  
b. Adicionalmente, esta voluntad en la construcción de la verdad, se ve realmente 
reflejada en el cumplimiento de las recomendaciones de los informes finales 
de ambas comisiones, en tanto que éstos buscan unos cambios en la estructura 
social, una reparación de la identidad social de las víctimas a fin de fomentar 
la integración social, elemento que dista mucho de los discursos que se dieron 
por parte de ambos Estados, debido a su resistencia a reconocer los hechos o 
su responsabilidad en estos, lo que se proyecta en la ausencia de compromiso 
de las recomendaciones y genera una sensación de re-victimización por parte 
de las victimas así como impide una construcción de cultura social de paz a 
largo plazo pues genera que la sociedad sienta que ese pasado atroz no quedó 
realmente saldado. De igual manera aplaca las oportunidades de construcción 
de verdad e identidad que se puedan generar en torno a ese momento histórico 
que enriquezcan la memoria social ya que se considera que es un tema que 
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genera una reacción reacia por el Estado y por tanto puede generar 
implicaciones personales para quienes deseen nutrir esos tejidos de memoria.  
c. Por último, teniendo en cuenta que ambas comisiones generaron 
recomendaciones de reparación integral, según los estándares internacionales, 
la voluntad de construcción de verdad por parte, no sólo del Estado, sino de 
los actores de memoria, generaría una voluntad en el cumplimiento de las 
recomendaciones en dos sentidos: 
i. Se considera que es necesaria una construcción de verdad como 
medida de no repetición y se valoran los avances realizados por las 
CV, situación que en los casos de análisis no estuvo presente y para la 
cual se hace necesaria una pedagogía de paz y reconciliación.  
La no imposición de organismos de control, lo que sucedió en ambos casos, es una 
oportunidad para fortalecer la legitimidad del Estado en cuanto a su autonomía y soberanía 




Es necesario que la sociedad colombiana, al estar ad portas del establecimiento de una 
Comisión de la verdad para el esclarecimiento histórico del conflicto armado, evalúe 
principalmente, la configuración de una pedagogía de paz y reconciliación que permita a 
todas las capas sociales una noción de Justicia Transicional a fin de facilitar su participación 
y percepción de los avances realizados, no sólo por la comisión de la verdad sino por cada 
uno de los procesos iniciados en este escenario. De igual manera, se hace necesario evaluar 
la legitimidad que esta comisión, que se está configurando, está proyectando en un primer 
momento puesto que, en Colombia son abundantes los ejercicios de memoria pero el 
acercamiento que se ha tenido a un mecanismos de construcción de verdad fue la comisión 
de la verdad de los hechos del Palacio de Justicia y de esta experiencia se pueden extraer 





necesarias para el funcionamiento de las CV y las necesidades que se tienen para generar el 
impacto deseado a largo plazo; adicionalmente se hace evidente la necesidad de compromiso 
por parte de todos los actores de memoria para poder reconstruir un tejido de memorias lo 
más completo y discutible posible a fin de permitir un discurso y retroalimentación de la 
verdad emanada por este organismo.  
Igualmente se hace necesario, pensar en los momentos de memoria y el compromiso de todos 
los actores de memoria, es decir, es necesario que se realice un planteamiento sustancial en 
torno al momento coyuntural que está afrontando el país para sopesar las disputas de poder 
que pueden permear la legitimidad de la construcción de memoria, así como las posibilidades 
de dominio de los medios de comunicación para reconstrucción de una identidad social y que 
este proceso no sea visto únicamente como un medio de legitimidad del Estado en el orden 
internacional sino que se procure la legitimidad nacional a fin de superar un pasado atroz.  
En este mismo sentido, se hace necesario recordar lo planteado por algunos de los 
entrevistados en la ejecución del presente trabajo, en orden a que las Comisiones de la Verdad 
deben ser mecanismos transitorios en tanto a la construcción de la verdad, pero no deben 
perder su legitimidad institucional, al finalizar su mandato, a razón de 1. Ser utilizados en 
otras instancias a fin de dignificar a todas las víctimas, incluyendo la sociedad en general y 
2. Dejar abiertas posibilidades de participación social para el sostenimiento y 
enriquecimiento de memorias, a cargo de toda la comunidad social.  
Ahora bien, se hace necesario llamar la atención en la distinción que, en los casos objeto de 
análisis se hizo de las víctimas para que ésta distinción, inevitable en el contexto colombiano, 
este atravesada por una perspectiva diferencial que propenda por la defensa de los derechos 
humanos y el fin último de la Justicia Transicional y no reproduzca lógicas sociales de 
discriminación.  
Por último,  considera fundamental, que la comunidad académica de una vuelta hacia los 
elementos configurativos de las Comisiones de la Verdad, no como requisitos taxativos a 
cumplir al momento de plantear estos mecanismos sino en respuesta a las necesidades que 
como sociedad se tiene y para hacer más accesible el conocimiento, tanto de las iniciativas 
de memoria, como de las experiencias por estas generadas, con mira a una veeduría 
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ciudadana de la importancia y el poder de cambio que tienen estas iniciativas; por otra parte, 
se considera de alta importancia, que la comunidad académica retome estos ejercicios de 
memoria previos a fin de generar conocimiento que permita una evaluación actualizada del 








A. Anexo Metodológico 
Los procesos de Justicia Transicional que se han vivido en América Latina han evidenciado 
la tensión existente entre la paz y la justicia, puesto que si bien la sociedad clama paz 
también es necesario atender al clamor de justicia, con los componentes de reparación 
integral que esto implica. Por tal motivo en los procesos de negociación se ha implementado 
como mecanismos de mediación entre estos dos elementos la constitución de Comisiones 
de la Verdad que buscan aportar a la memoria histórica, garantizar la construcción de 
verdad de los hechos atroces y servir como instrumento reparador para las victimas.  
Sin embargo, las experiencias latino americanas también evidencian la dependencia de 
estas iniciativas de memoria de la voluntad política, pues en el caso de Guatemala  tuvo un 
mandato limitado, no se le permitió remitir casos a la justicia penal ni señalar 
individualmente a los responsables, aun cuando esta comisión contaba con amplio apoyo 
de sectores de la sociedad civil ansiosos por conocer la verdad sobre sus familiares y los 
crímenes cometidos, y que habían colaborado previamente con el proyecto de comisión de 
verdad no oficial adelantado por la Arquidiócesis de Guatemala (Recuperación de la 
Memoria Histórica, REMHI) (Ceballos Medina, 2009) y en el caso de la Comisión de la 
verdad creada para el esclarecimiento de los hechos de la toma y retoma del palacio de 
justicia en 1985 que se ha encontrado que fue “(…) un ejemplo frustrante porque la difusión 
fue básicamente lo que los medios publicaron porque la comisión no tenía los recursos” 
(Briceño-Donn, 2016), es decir que pese a la existencia de la comisión aún quedaron 
elementos sustanciales por resolver. 
En este sentido, se hace evidente que en la actualidad existe una gran discusión frente a 
los Derechos de las víctimas puesto que no se encuentran sustentos fácticos más allá de 
la voluntad política y la ambigüedad provocando una doble victimización, más aún cuando 
muchas veces las sentencias de estos tribunales no son acatadas por los ordenamientos 
nacionales y por tanto las víctimas se ven compelidas a llenar de contenido material sus 
derechos.  
Por tal razón, se genera el interrogante de ¿Cuáles son los límites de los derechos de las 
víctimas en procesos de Justicia Transicional?, pero está pregunta abarca cuatro temas 
muy amplios a saber: Limites, Derechos de las víctimas, victimas y Justicia Transicional y 
adicionalmente no maneja una categoría sociológica, por tal razón y observando que  
el Secretario General de la ONU (2011) hace un breve análisis sobre las comisiones de la 
verdad donde establece que éstas pueden perder rápidamente su credibilidad si no se 
dotan, planifican y gestionan de la manera adecuada, socavando así la misma confianza 
que tratan de generar. Es probable que estas no lleguen a cumplir su cometido si se ponen 
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en marcha cuando aún es demasiado pronto en el proceso político, si se manipulan a fin de 
obtener un beneficio político o si no prevén suficientes medidas para solicitar las 
aportaciones de los interesados, incluidas las poblaciones de difícil acceso, como los 
desplazados y refugiados (ONU, 2011). Igualmente, es importante mencionar que la 
reparación es un elemento esencial en la justicia transicional toda vez que esta es el 
mecanismo de justicia disponible que más se centra en las víctimas y el medio más 
significativo de marcar una diferencia en sus vidas; se hace evidente que la verdad es un 
elemento fundamental para la construcción de paz, en tanto que permite la recuperación de 
la memoria, reconstrucción de hechos y reconocimiento de status socio-jurídicos.  
Por lo anterior se quiso plantear ¿Cuál fue la legitimidad que tuvieron los elementos 
conceptuales y doctrinales aplicados a la constitución, metodología, funcionamiento y 
alcance de la Comisión Histórica de Guatemala y la Comisión del Palacio de Justicia de 
Colombia? En tanto que se quería evidenciar los factores que influyen en la verdad en un 
Estado y por esta razón se centró en el organismo extrajudicial utilizado por excelencia para 
la construcción de verdad y cómo estos organismos extrajudiciales permiten la construcción 
de verdad, se plantearon como objetivos específicos:  
• Identificar las concepciones alrededor de la titularidad del poder que emanan las 
comisiones de Guatemala y palacio de justicia en torno al reconocimiento internacional y el 
orden político nacional  
• Identificar el ejercicio del poder que tuvieron Guatemala y Colombia desde los 
instrumentos de expresión y conocimiento para la elaboración del informe final 
Teniendo claro los objetivo y las unidades de observación se hizo primeramente un rastreo 
de los antecedentes de las comisiones de la verdad, así como de los objetivos, que según 
los órganos internacionales, debe cumplir una comisión de verdad (CV), para lo que se 
revisaron 5 textos guía, y con esta información recolectada se evidencio que el contexto 
socio-político en que se originó la CEH es más semejante al actual Colombiano, en tanto 
que experimentó un conflicto armado interno de gran lapso, un desarrollo principalmente 
rural, la influencia de factores externos como agentes para-estatales y una baja pedagogía 
de derechos humanos por parte de las FFMM y la Comisión de la Verdad de los hechos del 
Palacio de Justicia permitía evidenciar experiencias nacionales que gozaron de un 
determinado respaldo institucional y una observancia internacional, así como aportaba un 
contraste en las percepciones de la sociedad colombiana frente a procesos semejantes, 
pues si bien Colombia no estaba atravesada por JT si presentó negociaciones para la 
terminación del conflicto con el M-19. Teniendo la unidad de análisis y la pregunta clara se 
empezó a configurar el Estado del Arte, desde la recolección de información en bases de 
datos académicas de la Universidad del Rosario, con 6 textos base, la Nacional con sólo 






Ahora bien, con relación a lo anterior, y teniendo presente lo planteado por Durkheim, en 
las reglas del método sociológico, cuando establece la comparación como medio de 
demostración de la causalidad de un fenómeno, así como lo establecido por Comte en tanto 
que, para realizar debidamente la comparación, ésta debe ir acompañada del método 
histórico; ya que para comparar un hecho social hay que conocer las series temporales a 
las que pertenece, se realizó un análisis comparativo-evaluativo a través de los elementos 
de constitución, funcionamiento y alcance de la CEH y la CVPJC a la luz del concepto de 
legitimidad.  
Posteriormente, mediante análisis documental de trabajos que abordan estas comisiones 
de la verdad y en donde se evidencian algunas falencias y problemáticas que se tuvieron 
al momento de constituir, poner en funcionamiento y aprehender la verdad global emanada 
de las comisiones se inició el desarrollo investigativo, por lo cual se realizó un análisis de 
contenido con una interpretación del sentido expreso de los diferentes textos trabajados. 
Es importante establecer que en el desarrollo de los dos primeros objetivos se hizo un 
análisis documental previo, con sustento en fichas base RAI. 
El método investigativo que se utilizó para las dos unidades de observación fue distinto 
puesto que la documentación existente en cada una varía. Respecto a la CEH se hizo un 
análisis de contenido de fuentes secundarias donde se individualizó la fuente de estudio del 
caso empírico para hacer un análisis del corpus investigativo a fin de evaluar el concepto 
teórico de legitimidad a la luz de la conformación de las comisiones de la verdad para los 
casos, procesos de recolección de la verdad en cada caso, facultades de la Comisión en el 
caso concreto, funciones de la Comisión de la verdad, actores participantes en la Comisión 
de la verdad y recomendaciones de las comisiones de la verdad en cada caso) , en este 
caso de análisis se leyeron siete textos base de los cuales se sustrajeron los hechos 
sociales de representatividad de la legitimidad para posteriormente contrastarlos con el 
marco teórico y realizar la evaluación de la legitimidad del caso.  
Por otra parte, la documentación existente respecto a la Comisión de la Verdad de los 
hechos del Palacio de Justicia era meramente periodística o hacía referencia al informe final 
(fuentes secundarias)por lo que no permitía abordar los elementos de legitimidad 
planteados, por tanto, con la colaboración de Marcela Briceño-Donn, quien trabajó en la 
asistencia técnica de ésta comisión se realizó entrevista a uno de los comisionados con 
miras a conocer la instauración y funcionamiento de la comisión; al vocero de las victimas 
René Guarín para conocer la percepción que tuvieron las víctimas en el funcionamiento e 
impactos de la CVPJC; a Javier Ciurlizza, quien para el momento de trabajo de la comisión 
era el director del ICTJ y evidenciar la influencia internacional a la que estuvo expuesta la 
CVPJC; y Angie Fernández, abogada que adelanto el caso de los desaparecidos del palacio 
ante la Corte IDH a fin de evidenciar el impacto que esta comisión tuvo a nivel internacional, 
respecto a los impactos del informe en las ordenes a nivel nacional; estas entrevistas fueron 
semi-estructuradas a fin de recabar información que no se encontraba precisa ni clara en 
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las fuentes secundarias pero reconociendo la experticia de cada entrevistado en su campo 
particular.  
Es importante decir que, dada la dificultad que existió para la obtención de la información 
de la Comisión de la Verdad sobre los hechos del Palacio de Justica, el análisis no se hizo 
en paralelo con la de la CEH y, por tanto, se escribió primeramente el análisis de Guatemala 
buscando elaborar preguntas para las entrevistas que permitieran abordar, en los hechos 
del Palacio de Justicia, los mismos temas abordados en Guatemala. Sin embargo, 
existieron discrepancias en los objetivos de las preguntas respecto a las respuestas 
planteadas, pero esto no impidió hacer un análisis semejante de la legitimidad de ambas 
comisiones, este análisis se hizo retomando cada elemento de la legitimidad trabajado en 
el Marco Teórico y aplicándolo a la información contenida en el corpus investigativo.   
Por último, para la elaboración de las conclusiones, se retomaron los elementos sociales 
que influyen en la titularidad del poder emanado por la CEH y la CVPJC para, identificar el 
ejercicio de poder que estás tuvieron desde los instrumentos de expresión y conocimiento 
para la elaboración del informe final. Así mismo, se hizo un recuento transversal de los 
elementos que influyen en la legitimidad de las CV desde la apreciación de ejemplos ya 
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